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También estas galeradas, junto con 
otras de otro libro corporativo, me 
son entregadas mientras me dedico a 
preparar mi equipaje, rumbo al África 


dd Oriental. Alegre tarea. Esta vez soy 
E Ta A vo quien se licencia de las prusbas 
pósito que marca la de imprenta. Con un solo enojo: el de 
Ley, dejarlas incompletas, el de no pulirias 


debidamente, el de no releerlas con, 
paciente atención, que es una forma, 
para quien vive en la acción, de hallar 
reposo. Pero no es tiempo de reposo 
éste. 
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LAS TRES FASES 
DE LA ORDENACIÓN CORPORATIVA 


La declaración hecha por el Duce a los repre- 
sentantes de los trabajadores fascistas: “La Tta- 
lia sindical de la post-guerra representaba el 
reino de la ilusión, de la confusión y de la 
utopía” (Tercer Congreso de 1a Confederación 
Nacional de los Sindicatos Fascistas. Roma, 23 
de mayo de 1918), es fácilmente demostrable 
con hechos pertenecientes a aquela época. Se- 
ría, por el contrario, difícil, incluso para un 
supercrítico, hacer la misma acusación a las 
condiciones creadas por el sindicalismo fascista, 
que ha procedido con método realista y objetivo. 
Aun así, podría preguntarse si este movimiento, 
surgido como una revolución y fijado después, 
sólidamente, en una organización estatal, ha 
conservado al través de las sucesivas etapas de 
su desenvolvimiento, una unidad de dirección y 
de concepción. En otras palabras, si se ha con- 
servado fiel al programa iniciado y a sus prin- 
cipios. 

El argumento no tendría, según algunos, gran 
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importancia, por cuanto-—en el sector económi- 
co—la mejor política no es la que se mantiene 
más rigidamente fiel a una enunciación de prin- 
cipios, sino aquella que mejor sabe adaptar los 
principios a las exigencias de la realidad. Sin 
embargo, en el caso del ordenamiento sindical 
y corporativo fascista, un examen objetivo lleva 
a la conclusión de que, al través de las fases 
de su desenvolvimiento, la unidad de concepeión 
y de dirección ha sido mantenida. Las modifi- 
caciones que poco a poco se han considerado 
necesarias (desblocamiento de las organizaciones 
obreras (1928); reforzamiento de la autonomia 
sindical para las asociaciones de primer grado 
(1934); reduceión del número de confederacio- 
nes (1934), etc.) no han sido de envergadura 
suficiente para destruir la citada unidad. Más 
bien, se podria decir que la han valorizado, con- 
duciendo la ordenación a sus principios origi- 
narios siempre que, por cualquier causa, se ha- 
bia manifestado una desviación. Por consecuen- 
cia, la distinción de varias “fases”, separadas 
según las fechas de las más sefialadas provi- 
dencias legislativas, no evidencia cambios de 
dirección, sino, sencillamente, sefiala el sector 
hacia el cual converge, durante cierto tiempo, 
la mayor atención de la legislación, de la polí- 
tica y de la doctrina. 

Se trata, por tanto, esencialmente de períodos 
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de trabajo cuyas fechas tomadas como límite: 
3 de abril de 1926 (disciplina jurídica de las 
regulaciones del trabajo), 20 de marzo de 1930 
(Reforma del Consejo Nacional de las Corpora- 
ciones), 5 de febrero de 1934 (institución de las 
Corporaciones), compendian los resultados. 

La anteguerra habia dejado ya entrever algún 
síntoma de los cambios que maduraban en la 
conciencia de los italianos. Bastaría recordar la 
acción de los sindicalistas revolucionarios. Mus- 
solini, Corridoni y demás secuaces, que se de- 
claraban intervencionistas en nombre de la Na- 
ción, Una nueva tendencia sindical, de carácter 
nacional, se delineaba, aunque fuera con expre- 
siones diversas, en la actividad y en los estudios 
de otros italianos, como Rossoni, A. O. Olivetti, 
Corradini, Rocco, Panunzio y Carli. 

Un sintoma todavia más evidente de lo ya ' 
indicado se encuentra en actos del pueblo en los 
primeros tiempos de la post-guerra: la huelga, 
“sui géneris”, de los obreros de Dalmine, que se 
revolvían contra sus propios dirigentes, enarbo- 
lando la bandera tricolor sobre los edificios y de- 
clarando que continuaban el trabajo “en benefi- 
cio de la Industria Nacional y por el bien de 
todo el pueblo de Italia”. Mussolini dirigió la 
palabra a aquellos obreros, y sus frases de en- 
tonces destacaron algunas de las características 
del nuevo orden: 
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“Os habéis colocado en el terreno de la clase, 
pero no habéis olvidado la nación. Habéis habla- 
do del pueblo italiano, y no solamente de vuestra 
categoría social. No sois los desvalidos, como 
os llamaba la vieja retórica del socialismo lite- 
rario. Sois los productores, y es en esta reivin- 
dicada cualidad en la que reclamáis el derecho 
de tratar de igual a igual con los industriales.” 

En el mismo afio (1919) el movimiento “polí- 
tico” que se había concretado con la fundación 
de los Fascios de Combate, elaboró su programa 
de acción “sindical”. fiste contiene algunos de 
los puntos de los hechos tradicionales para la 
lucha sindicalista (jornada de ocho horas, jornal 
mínimo, reforma de los seguros, etc.), pero con- 
tiene, también, una innovación substancial: la 
creación de los Consejos Técnicos Nacionales 
(del Trabajo, de Industria, de Transportes, de 
Higiene social y de Comunicaciones), formados 
por miembros elegidos de las colectividades 
profesionales y del oficio, provistos de poder le- 
gislativo y participantes en el poder ejecutivo 
mediante el nombramiento de un Comisario Ge- 
neral que tiene funciones de Ministro. 

Mientras tanto, en Fiume, durante la Regen- 
cia del Carnaro, fué dictada una Carta que dis- 
ciplinaba la primera experiencia de un gobierno 
fundamentado sobre nuevos principios enuncia- 
dos en numerosas “Declaraciones”: “El Estado 
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no reconoce la propiedad como el dominio abso- 
luto de la persona sobre el objeto, sino que la 
considera como la más útil de las funciones 
sociales” (Declaración IX)... “Solamente los pro- 
ductores asiduos de la riqueza común y los crea- 
dores asiduos de la potencia común (recordemos 
que N Popolo d'Italia Vevaba el subtítulo de 
“Diario de los productores y de los combatien- 
tes”) son los ciudadanos completos” (Declara- 
ción XVIII). “Cada corporación asume el dere- 
cho de una completa persona jurídica, comple- 
tamente reconocida por el Estado” (Dec. XX). 

Las declaraciones de la Carta del Carnaro 
constitufan la primera expresión de la nueva 
orientación de los italianos, como consecuencia. 
de una particular sensibilidad histórica en al- 
gunos, y como reacción contra el desesperante 
desorden material y espiritual que paralizaba la 
vida del país en otros. Los pertenecientes al 
primer grupo dieron las directrices y ejercitaron 
ta acción renovadora, incluso en el terreno sin- 
dical; los del segundo han facilitado aquella 
acción y, más tarde, la han sostenido. 

Los principios que debfan informar la obra de 
renovación fueron enunciados en el Congreso de 
Bolonia (1922) en los siguientes términos: 

“E trabajo (entendido en su sentido más am- 
plio) constituye el título soberano que legitima 
la ciudadanía... 
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"La Nación, entendida como síntesis superior 
de todos los valores materiales y espirituales 
de la estirpe, está sobre los individuos, las cate- 
gorias, las clases... 

“La organización sindical debe tender a des- 
envolver en los sindicatos el sentido de la par- 
ticipación consciente de la actividad sindical en 
la complicada red de las relaciones sociales, di- 
fundiendo el conocimiento de que, además de 
una clase, existen una patria y una sociedad...” 

La aplicación de estos principios fué confiada 
a una organización constituída por las cinco Cor- 
poraciones nacionales—del trabajo industrial, 
del trabajo agrícola, del comercio, de las clases 
media e intelectual y de la gente del mar-—agru- 
padas en una Confederación Nacional de Corpo- 
raciones Sindicales, 

Después del Congreso de junio de 1922, las 
Corporaciones asumieron la denominación de 
“fascistas”, y en la época de la Marcha sobre 
Roma contaban en su activo con más de medio 
millón de afiliados, y, además, habfa numerosos 
contratos colectivos de trabajo. Con la Ilegada 
al poder del Partido Fascista esta organización 
sindical tiende a penetrar más profundamente 
em la vida del Estado, aunque existen todavia 
tas otras formaciones sindicales de carácter más 
especificamente de clases—la Confederación Ge- 
neral del Trabajo y la Confederación Ttaliana 
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de Trabajadores—, disueltas después, en 1926, 
como consecuencia de las medidas adoptadas 
para la defensa del Estado. 

Encontramos huellas de la aproximación de 
la organización sindical fascista a la vida del 
Estado en una deliberación del Gran Consejo 
Fascista (1923), en la cual se aprobaba la cons- 
titución de las Oficinas Técnicas de las Corpora- 
ciones para la previsión, colocación, asistencia 
médico-legal, instrucción profesional y control 
de la emigración, y se invitaba a las Adminis- 
traciones públicas fascistas a sostener las Ofici- 
nas Técnicas de las Corporaciones y “a suprimir 
órganos y funciones impropias de entidades lo- 
cales, porque ejercitan una insuficiente asisten- 
cia obrera”. Con esta deliberación, las organiza- 
ciones, llamadas, con significativa anticipación, 
“corporaciones” (mientras que en la sistemati- 
zación legislativa de 1926 tomarían el nombre 
de Sindicatos), fueron reconocidas para tareas 
específicas (asistencia al trabajo) en el âmbito 
del Estado. Pero como la política del trabajo 
es considerada, en el régimen fascista, como fun- 
ción propia del Estado, su atribución a las orga- 
nizaciones sindicales constituye una indicación 
del papel que habían de asumir: el de persona 
jurídica pública. 


Hasta aquel momento, la organización sindi- 


cal fascista había superado conceptualmente el 
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principio de clase, y reconocido el valor del tra- 
bajo en todas sus manifestaciones, pero no agru- 
paba las fuerzas representadas por los creadores 
de trabajo (1). El primer paso en este sentido 
está representado en el Pacto del Palacio Chigi 
(diciembre 1923), con el cual la Confederación 
General de la Industria Italiana y la Confedera- 
ción Nacional de las Corporaciones Sindicales 
Fascistas, elementos típicos de la lucha de cla- 
ses, en cuanto representaban, en el terreno so- 
cial, la parte más activa del binomio capitalista- 
proletario, y Y, en el terreno económico, al bino- 
mio, creadores de trabajo-trabajadores, declara- 
ron querer “armonizar la propia acción con las 
directrices del Gobierno nacional”. Desde este 
momento, el régimen fascista ha tenido medios 
para sefialar directrices al sector más avanzado 
socialmente de la vida productiva del país. 
Con el sucesivo pacto del Palacio Vidoni (octu- 
bre 1925), las dos Confederaciones se reconocen 
reciprocamente como representantes exclusivos 
de los creadores de trabajo y de los trabajadores 
de la industria respectivamente. En esta ocasión, 
el Gran Consejo Fascista dió una orden del día 
en la que resumia las posiciones de principio 
del sindicalismo fascista, poniendo en los térmi- 
nos siguientes las bases para una Ba iaauto 
del movimiento sindical: 
(1) Patronos, 
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Sindicatos, sean de patronos o de obreros, le- 
galmente reconocidos y sujetos al control del 
Estado; 

Reconocimiento de un solo sindicato fascista 
para cada clase de empresas o categoria de tra- 
bajadores; 

Representación legal de la categoria, y posibi- 
lidad de estipular contratos colectivos de traba- 
jo, con efectos obligatorios para todos, reserva- 
das exclusivamente al sindicato reconocido; 

Prohibición del lock-out y de la huelga, y 
ereación de un órgano jurisdicional emanado del 
Estado—la Magistratura del Trabajo—para la 
decisión de los conflictos del trabajo. 

Los principios fijados en esta orden del día se 
concretan en la ley del 3 de abril de 1926 y en el 
Reglamento correspondiente, donde está disci- 
plinada la intervención estatal en lo referente 
a las relaciones del trabajo y regulada la pri- 
mera constitución sindical verdaderamente or- 
gánica, Esta constitución se cimentaba sobre 
seis Confederaciones Nacionales Fascistas de 
patronos: agricultores, comerciantes, industria- 
les (a los cuales se agregaba la Federación fas- 
cista autónoma de las comunidades artesanas 
de Italia), transportes terrestres y navegación 
interna, bancarios y empresarios de transportes 
marítimos y aéreos; y sobre seis Federaciónes 
Nacionales de los Sindicatos Fascistas (traba- 
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jadores) de la industria, agricultura, comercio, 
transportes, banca e intelectuales (más una Fe- 
deración fascista autónoma de gente del mar 
y del aire). Las Federaciones concedieron la 
jefatura a la Confederación Nacionãl de los Sin- 
dicatos Fascistas, que ha cambiado esta denomi- 
nación por la de Confederación de las “Corpora- 
ciones Sindicales Fascistas”. Cada Federación 
Nacional se subdivide después con relación a la 
rama productora, en Uniones Nacionales, y con 
relación al territorio, en Sindicatos Provinciales. 
Tanto las unas-como los otros están reconocidos 
jurídicamente, mientras que en dependencia di- 
recta de la Confederación Nacional de los Sin- 
dicatos hay instituídos organismos (Negociados 
Provinciales), a quienes compete coordinar y 
controlar la actividad de los sindicatos perifé- 
ricos, La parte más destacada de la labor reali- 
zada en este período, se encuentra en la práctica 
actuación del ordenamiento, actuación que se 
completa con la reforma de las Câmaras de 
Comercio (transformadas en Consejos Provin- 
ciales de Economia-—18 de abril de 1926—, con 
una composición distinta, y nuevas atribucio- 
nes), pero principalmente con la institución del 
Ministerio de Corporaciones (R. D. de 2 de julio 
de 1926), 

En los afios siguientes fué promulgada la 
Carta del Trabajo (21 de abril de 1927), siendo 
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transformadas en leyes muchas de sus partes y 
reformada la representación política para darle 
una base profesional (Ley de 17 de mayo de 
1928 y R. D. de 2 de septiembre de 1928); por 
último, se hizo la ordenación sindical y corpo- 
rativa de aquellas materias que tenían carácter 
constitucional (Ley de 9 de diciembre de 1928 
sobre la ordenación y las atribuciones del Gran 
Consejo Fascista). 

En el aspecto de la acción sindical, en su 
sentido estricto, los nuevos organismos inician 
su actividad contractual y judiciaria bajo el estí- 
mulo y con la ayuda de las asociaciones de grado 
superior, que están dotadas de una más amplia 
envergadura cultural, técnica y práctica, 'Tam- 
bién el Partido Nacional Fascista interviene en 
este campo de acción, impulsado por exigencias 
prácticas: concretar la colaboración de clase y 
vigilar la marcha de la moneda y de los precios. 
La acción del partido se ejerce al través del 
Comité Intersindical Central y de los Comités 
Intersindicales Provinciales. En la vida econó- 
mica de este período, que es esencialmente sin- 
dical, o sea de tutela de los intereses de la ca- 
tegoria, los comités intersindicales realizan, en 
nombre de un interés superior, la primera forma 
concreta de coordinación entre los intereses de 
las categorias. 

También, en teoria, se había llegado al prin- 
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cipio de que, junto a la divergencia de intereses 
existente en el interior de cada categoria, exis- 
tían divergencias de intereses entre las diversas 
categorias y que también éstos debian ser regu- 
lados por el Estado mediante una acción, que 
fué definida “acción corporativa”, Ya en el pe- 
ríodo de 1926-30, encontramos múltiples expre- 
siones de la tendencia hacia esta forma de ac- 
ción estatal, que se hará viable, en más amplia 
escala, más tarde, después de la lamada “re- 
forma” del Consejo Nacional de las Corpora- 
ciones. Está se efectúia (con la Ley del 30 de 
marzo de 1930, que inicia la fase corporativa 
de la vida económica italiana) al atribuir la 
actividad corporativa a las secciones del Consejo 
que desde 1931 hasta 1934 han funcionado, en 
proceso experimental, como corporaciones. Por 
otra parte, la ley confiere al Consejo el poder 
de procurar las normas para la regulación de 
las relaciones económicas colectivas, siendo con- 
sideradas obligatorias lo mismo para las aso- 
ciaciones que para los individuos. 

Los aspectos esenciales de la labor realizada 
en estas condiciones, es decir, hasta 1934, se 
pueden condensar así: 

Creación de la primera corporación de cate- 
goria: Corporación de los Espectáculos (1930) ; 

Reforma, en sentido corporativo, de los Con- 
sejos provinciales de Economia (1931); 
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Institución de la Inspección Corporativa para 
el control sobre aplicación de las leyes sindi- 
cales (1931); 

“Acción, en el campo económico, de las seccio- 
nes del Consejo en su cualidad de corporaciones 
(citemos como ejemplo la labor realizada por la 
Corporación Agrícola en materias de abolición 
del destajo en el laboreo y de disciplina en la 
imposición de la mano de obra; en lo concer- 
niente a los problemas serícola y aparcero, etcé- 
tera. En cuanto a la actividad de los otros órga- 
nos del Consejo Nacional de las Corporaciones 
——Asamblea General, Comité Corporativo Cen- 
tral y Comisiones especiales—, sefialaremos al- 
gunos puntos particularmente importantes. Para 
la Asamblea: ratificación de las dos primeras 
normas corporativas (relativa, la una, a la orde- 
nación de la venta de leche en la ciudad de 
Roma, y dedicada, la otra, a los agentes de 
seguros); estudio sobre la reducción de las 
horas de trabajo, que había de conducir a la 
adopción de la semana de cuarenta horas; estu- 
dio acerca de la institución de las corporaciones 
de categoría, que se concluye con la Orden del 
dia 14 de noviembre de 1933, en Ja que es defi- 
nida, y prácticamente determinada, la Corpora- 
ción. Para el Comité Corporativo Central: Ac- 
ción para la proporcionalidad de los salarios, 
costes y precios con el nuevo valor de la lira; 
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estudio del problema de los Consorcios obliga- 
torios; examen de los estatutos de la Sociedad 
de Autores y Editores; estudio sobre los méto- 
dos de control de las gestiones de los sindicatos. 
En cuanto a las Comisiones Especiales, recor- 
damos la “Comisión especial permanente para 
los cambios con el Extranjero, la política adua- 
nera y los tratados de comercio”, que se ha 
esforzado hasta los últimos límites de lo posible 
en mantener en límites de igúaldad las restric- 
ciones del tráfico exterior; la “Comisión para el 
precio de la harina y el pan”, a la que se deben 
los proyectos de ley para la regulación de los 
tipos de harina, pan y pastas alimentícias, en 
interés de la cerealicultura nacional. 

En el afio 1930, durante la inauguración del 
Consejo Nacional de las Corporaciones, el Duce 
dijo: “Es en la Corporación donde el sindica- 
lismo fascista encuentra su meta.” Las secciones 
del Consejo, aun funcionando como Corporacio- 
nes, continuaban siendo unos sustitutivos cuyo 
carácter provisional estaba explicitamente de- 
clarado. Lo mismo en la doctrina que en la práe- 
tica, se esperaba, en cambio, la creación de los 
organismos definitivos, lo cual tuvo lugar con 
1a Ley del 5 de febrero de 1934. Desde aquella 
fecha, se puede considerar trazada, en sus líneas 
fundamentales, la constitución fascista para la 
reglamentación de la economía, y se puede con- 
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siderar adoptada plenamente para la solución 
del problema económico nacional, la solución 
corporativa, 

La labor realizada en este sentido, comprende 
principalmente: la institución de 22 corporacio- 
nes, relativas a los diversos sectores de la econo- 
mía nacional, considerados no sólo en las rela- 
ciones entre los productores (patronos, operarios 
y técnicos), sino también en relación con el Es- 
tado en su doble expresión de Administración 
(Ministerios) y Partido; — la revisión del encua- 
dramiento sindical, en forma que asegure la 
autonomia, en el aspecto sindical, a las asocia- 
clones coligadas de una corporación y de sim- 
plificar el sistema (reducción de las corporacio- 
nes de 13 a 9 y reducción de las asociaciones 
reconocidas, únicamente a las Confederaciones 
y Federaciones Nacionales, convirtiendo estas 
últimas en asociaciones unitarias de primer gra- 
do, mientras que las demás organizaciones sin- 
dicales pasaban a ser divisiones internas de las 
anteriores, sin derecho al reconocimiento jurídi- 
co); — la emanación de algunas normas corpo- 
rativas, 

Habiendo cimentado esta base, nuestro país se 
encuentra en un punto suficientemente avanzado 
en materia de organización econômica. Pero no 
por esto los italianos se pueden ilusionar con la 
den de haber alcanzado la meta; no podemos 
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disposiciones aclaratorias o integrativas conte- 
nidas en los Estatutos de las asociaciones, en 
los decretos constitutivos de las corporaciones, 
en los contratos colectivos del trabajo, en las 
sentencias de la Magistratura del Trabajo y en 
las normas corporativas. 

La Ley de 3 de abril de 1926 disciplina las 
relaciones colectivas del trabajo en sus tres as- 
pectos de actividad de las asociaciones profesio- 
nales, conflictos colectivos del trabajo y delitos 
contra el orden del trabajo. 

Las asociaciones profesionales obtenfan de la 
Ley la posibilidad de ser jurídicamente recono- 
cidas, es decir, de ser incluídas en la vida social 
y económica del Estado. Esta posibilidad repre- 
sentaba una novedad en el ordenamiento jurídico 
y econômico liberal. Novedad, pero no capricho- 
sa, por cuanto, desde hacia tiempo, se agitaban 
en nuestro país, como en todos los demãs países 
de civilización avanzada, las fuerzas sindicales, 
que tendían hacia las mismas posiciones que la 
Ley ocupa. Tales posiciones están caracterizadas 
por un Sindicato (fuerte por el poder de repre- 
sentación de categorfas que le es reconocido) 
y por el carácter obligatorio de los acuerdos 
tramitados en él, El carácter de persona jurídica 
pública, que, al reconocerlas, se confiere a las 
asociaciones profesionales, influye en el compor- 
tamiento de éstas, sujetândolas al poder del 
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Estado, pero por otra parte les asegura poderes 
muy amplios que comprenden la representación 
legal de todos aquellos que pertenezcan a la 
categoria (inscriptos o no inscriptos en el Sin- 
dicato) y la posibilidad de estipular contratos 
colectivos. Estos, si están estipulados por las 
asociaciones reconocidas, son obligatorios para 
todos los pertenecientes a la categoria (inserip- 
tos y no inscriptos). Los conflictos colectivos 
del trabajo encuentran cerrada la vía de la re- 
sistencia en forma de huelgas, cierres, presta- 
ción irregular de trabajo; pero, en compensa- 
clón, tienen abierta la de la Magistratura del 
Trabajo. 

El Reglamento del 1.º de julio tiene la misma 
importancia que la Ley, porque, junto a la ver- 
dadera norma de actuación, pone normas inte- 
gradoras e innovadoras de destacado alcance, 
Regula integramente la ordenación sindical (or- 
Eanización, actividad, vigilancia y tutela de las 
asociaciones profesionales), los contratos colec- 
tivos del trabajo y las normas equiparadas, el 
funcionamiento de la Magistratura del Trabajo 
y Ins sanciones para los promotores de huelgas, 
olerres o irregular prestación en las labore 
operarias. e 

La ordenación sindical resultante de la Ley 
Y del reglamento está constituída por asociacio- 
nos jurídicamente reconocidas, una para cada 
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categoría de patronos y de operarios (encuadra- 
dos separadamente), de trabajadores intelectua- 
les y manuales (también éstos en asociaciones 
separadas), de artistas y profesionales. Dispo- 
siciones particulares regulan el encuadramiento 
de algunas categorias intermedias, representa- 
das, entre otras, por los duefios de propiedades 
rústicas que las tienen en arriendo, por los pro- 
pietarios y arrendatarios directos de tierras de 
labor, por los aparceros, artesanos, pequefios 
comerciantes y auxiliares del” comercio. Las 
Asociaciones pueden ser de primer grado (Sin- 
dicatos) y de grado superior (Federaciones y 
Confederaciones) y tener circunscripción local, 
departamental, provincial, regional, inter-regio- 
nal o nacional. El pertenecer a estas asociaciones 
es facultativo. 

Hay otra clase de asociaciones que pueden 
ser “autorizadas”, pero que no pueden obtener 
reconocimiento jurídico ni estipular contratos 
colectivos de trabajo. Son éstas las asociaciones 
de Dependientes de la Administración del Esta- 
do, provincia o Municipio, Institutos Públicos 
de Asistencia y de Beneficencia, Hacienda Autó- 
noma de los Ferrocarriles del Estado, Hacienda 
postal, telegráfica y telefónica, Caja de Depósi- 
tos y Préstamos, Instituto de Emisión, Bancos 
de Nápoles y de Sicilia, Institutos y Cuerpos 
Estatales y Cajas de Ahorros. La causa de la 
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limitación prescripta está implicada en el hecho 
de que, frente a estos dependientes, se encuen- 
tran instituciones que tienen particular ligazón 
con el Estado, y por tanto desptazadas del con- 
cepto de patronos ordinarios (y sujetas a la pro- 
hibición correspondiente de formar parte de las 
asociaciones patronales reconocidas). 

No pueden tampoco ser reconocidas ni auto- 
rizadas las asociaciones de los adscritos a fun- 
ciones del Estado particularmente delicadas, es 
decir, los oficiales, suboficiales y soldados de los 
cuerpos armados del Estado, Provincia y Mu- 
nicipio, magistrados, profesores de ensefianza 
superior y media, funcionarios y agentes depen- 
dientes de los Ministerios de Gobernación, Esta- 
do, Colonias y Corporaciones, funcionarios y 
agentes dependientes del Ministerio de la Real 
Caza y funcionarios y agentes de la Abogacia 
del Estado. 

En lo que respecta a la construcción sindical, 
el Reglamento se limita a dar, respecto a Ja 
Ley, disposiciones integrativas; en otros dos 
aspectos—órganos corporativos y acción del 
Estado en el terreno econômico-—se sefiala: tam- 
bién un notable progreso. En el aspecto corpo- 
rativo, la Ley no admite más que los eventuales 
Grganos centrales de enlace: el Reglamento pre- 
vé ya las corporaciones, y define su naturaleza 
jurídica (órganos de la Administración del Es- 
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tado), su circunscripeión (nacional) y algunas 
de sus competencias (conciliación, emanación de 
normas generales acerca de tas condiciones del 
trabajo y reglamentación del aprendizaje). En 
materia de relaciones económicas, la Ley (dado 
que su misión estrictamente declarada era la 
de reglamentar las relaciones del trabajo) hace 
una sencilla indicación consistente en reconocer 
a las asociaciones profesionales 1a facultad de 
organizar “institutos que tengan por misión el 
incremento y mejora de la producción” (art. 4 
de la Ley 3 de abril de 1926). Esta disposición 
que abria al Estado una posibilidad de acción 
en el campo económico, aunque facultativa e 
indirecta, está notablemente ampliada en el Re- 
glamento, que reconoce a los órganos corpora- 
tivos la facultad de “promover, alentar y ampa- 
rar todas las iniciativas que tiendan a coordinar 
y organizar mejor la producción” (art. 44, Re- 
glamento 1.º julio 1926). La acción del Estado 
en este aspecto continúa siendo así facultativa, 
pero no indirecta, puesto que se ejerce a través 
de las organizaciones corporativas que se prevén 
como nuevos órganos de la Administración es- 
tatal. 

La Carta del Trabajo está considerada como el 
documento fundamental de la ordenación corpo- 
rativa, aunque no es el primero en orden crono- 
lógico y no posea la forma ni el valor inmediato 
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de un texto legal. Pero aun así expresa la vo- 
luntad de las nuevas organizaciones creadas por 
la revolución y constituye el fundamento, no 
sólo de una dirección legislativa, sino del nuevo 
modo de ser de la sociedad nacional. De aqui su 
carácter de acta fundamental del régimen, cuya 
importancia, en el proceso revolucionario fascis- 
ta, supera a la de una ley, y la constituye en 
fuente primaria en el âmbito del nuevo derecho. 

La Carta no es una ley. Resume, en enuncia- 
dos generales, disposiciones legislativas ya en 
vigor por efecto de la Ley del 3 de abril de 1926 
y del Reglamento del 1º de julio, o pone las 
premisas de otras leyes, hoy en vigor (coloca- 
ciones, contrato colectivo del trabajo, seguros 
contra las enfermedades profesionales y la tu- 
berculosis, controversias individuales del traba- 
jo, etc.). Tiene, por tanto, una eficacia legislativa 
genérica, convalida por sucesivas disposiciones 
legales, entre las cuales figura principalmente 
la Ley del 13 de diciembre de 1928 sobre la 
completa actuación de la Carta del Trabajo, ley 
considerada por algunos juristas como el docu- 
mento que confiere a la propia Carta valor ju- 
rídico. 

E hecho de que la Carta del Trabajo no sea 
una ley puede dejar dudas, desde un punto de 
vista estrictamente jurídico, acerca de su cua- 
lidad de fuente primaria del nuevo derecho. Es. 








30 GIUSEPPE BOTTAI 





necesario, sin embargo, observar que una cosa 
es hablar de su eficacia legislativa directa, y 
otra de su valor como fuente de derecho. En 
este último sentido, reafirmamos que las decia- 
raciones de la Carta del Trabajo tienen valor 
constitucional y fuerza obligatoria para el poder 
legislativo y ejecutivo en la formación de ias 
leyes. Que es, por otra parte, lo que ha ocu- 
rrido con las numerosas Cartas que en el trans- 
curso de la Historia han podido convertirse en 
bases de una ordenación jurídica positiva. 
Omitiendo toda comparación con las citadas 
Cartas en cuanto significa naturaleza. esencial- 
mente política, es interesante comparar la Carta 
del Trabajo italiana con la Carta Internacional 
del Trabajo contenida en la parte XII del Tra- 
tado de Versalles. En el preâmbulo del art. 427 
de esta última, las potencias “se declaran per- 
suadidas de que el trabajo no debe ser consi- 
derado como un simple artículo de comercio, y 
piensan que es necesario exponer modos y prin- 
cipios para regular las condiciones del trabajo, 
que todas las colectividades industriales debe- 
rán poner en aplicación, en cuanto les sea per- 
mitido en las especiales circunstancias en que 
pudieran encontrarse”. Entre las declaraciones 
de esta Carta, que representaban un progreso 
respecto a la mentalidad económica tradicional, 
y las declaraciones de la Carta del Trabajo hay, 
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sin embargo, toda la diferencia práctica que 
existe entre la posición abstracta de un prin- 
cipio y la concreta voluntad de ejecutarlo. En 
el campo internacional no es fácil ir más allá 
de una declaración o de una recomendación : esto 
no obsta para que frente al tono mesurado y 
a las reservas del art. 427, resalte con mayor 
evidencia el carácter realístico de la Carta del 
Trabajo y su tono de afirmación y seguridad, 
ante el que se presentía desde el primer mo- 
mento lo que la experiencia habia de confirmar, 
es decir: que no habia duda posible acerca de 
su realización. 

En cuanto al contenido del documento es pre- 
elso distinguir en la Carta del Trabajo la parte 
que tiene carácter político (I cap.) de aquella 
que lo tiene jurídico y administrativo (II, NI, 
IV capítulos). Esta última parte contiene las 
normas que disciplinan el contrato colectivo del 
trabajo, el empleo de la mano de obra y las 
formas de asistencia en favor de las clases ope- 
rarias, La primera parte contiene, en cambio, 
Jos puntos programáticos, que pueden sinteti- 
garso en los dos enunciados siguientes: 1) subor- 
dinación del derecho del individuo al interés 
general e igualdad de las clases (encuadradas 
em las organizaciones) frente al Estado; 2) su- 
premacia del fin ético, incluso en la ordenación 
económica, y síntesis de todos los aspectos de 
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ta vida nacional en el factor político, o sea en 
el Estado. 

La Ley del 20 de marzo de 1930 es lamada 
Ley de la Reforma del Consejo Nacional de las 
Corporaciones. En realidad, crea un órgano que 
ya estaba previsto como organismo de consulta 
del Ministerio de las Corporaciones) en tres De- 
cretos promulgados en los aãos 1926 y 1927, 
pero que aún no se había constituído. t 

Por el hecho de la creación de este organismo, 
la citada Ley marca el paso de la fase sindical, 
teniendo como misión específica la reglamenta- 
ción de las relaciones del mp p la ed 
corporativa, que se propone regular las reia- 
nte nho: La institución del C. N. €. 
hace prácticamente posible la acción del Estado 
en este aspecto: acción de coordinación intersin- 
dical, operada en las secciones del Consejo (que 
corresponden a las grandes ramas productivas y 


que en el afio 1931 recibieron las atribuciones y 


mente representadas las secciones del Consejo, 
sino también las mayores fuerzas actuantes en 
el âmbito del Estado. | 

La Ley regula la constitución y el funciona- 
miento del Consejo, determinando sus atribucio- 
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nes, Em este aspecto es particularmente notable 
el art. 12, que es el que reconoce el poder de 
formar normas para “la coordinación de la acti- 
vidad de asistencia”, para “la coordinación de 
las varias regulaciones de las relaciones del tra- 
bajo establecidas con contratos colectivos”, pero, 
sobre todo, el poder de dictar “normas (obliga- 
torias para las asociaciones y para los indivi- 
duos) para la regulación de las relaciones eco- 
nómicas colectivas entre las diversas categorias 
de la producción, representadas por asociaciones 
sindicales legalmente reconocidas”, En el art. 12 
“ha afirmado el Duce—está comprendida toda 
la corporación, tal como la interpreta y la quiere 
el Estado Fascista, 

La Ley de 5 de febrero de 1934 relativa a la 
donstitución y a las funciones de las corporacio- 
mos, completa la construcción corporativa, crean- 
do, para la reglamentación de las relaciones eco- 
— númicas, los organismos definitivos, destinados 

& substituir la acción provisional de las Seccio- 
nom del Consejo. 

Lua ordenación corporativa, tal como se presen- 
ta después de Ja promulgación de la Ley del 5 de 
fobroro, resulta constituída por “Corporaciones”, 
prganismos del Estado (para constituirlas en 
Número no fijado a priori, mediante decreto del 
Jofo del Gobierno), de “Secciones”, que pueden 
Mor instituídas en las Corporaciones donde están 
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la vida nacional en el factor político, o sea en 
el Estado. 

La Ley del 20 de marzo de 1930 es liamada 
Ley de la Reforma del Consejo Nacional de las 
Corporaciones. En realidad, crea un órgano que 
ya estaba previsto (como organismo de consulta 
del Ministerio de las Corporaciones) en tres De- 
cretos promulgados en los afios 1926 y 1927, 
pero que aún no se había constituído. A 

Por el hecho de la creación de este organismo, 
la citada Ley marca el paso de la fase sindical, 
teniendo como misión específica la reglamenta- 
ción de las relaciones del trabajo, a la fase 
corporativa, que se propone regular las rela- 
ciones económicas. La institución del Cc. N.€. 
hace prácticamente posible la acción del Estado 
en este aspecto: acción de coordinación intersin- 
dical, operada en las secciones del Consejo (que 
corresponden a las grandes ramas productivas y 
que en el afio 1931 recibieron las atribuciones y 
los poderes propios de las Corporaciones); y ac- 
ción intercorporativa, ejercitada por la Asam- 
blea General en su cualidad de corporación na- 

cional integral. En la Asamblea no están sola- 
mente representadas las secciones del Consejo, 
sino también las mayores fuerzas actuantes en 
el âmbito del Estado. ! 

La Ley regula la constitución y el funciona- 
miento del Consejo, determinando sus atribucio- 
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nes. En este aspecto es particularmente notable 
el art. 12, que es el que reconoce el poder de 
formar normas para “la coordinación de la acti- 
vidad de asistencia”, para “la coordinación de 
las varias regulaciones de las relaciones del tra- 
bajo establecidas con contratos colectivos”, pero, 
sobre todo, el poder de dictar “normas (obliga- 
torias para las asociaciones y para los indivi- 
duos) para la regulación de las relaciones eco- 
nómicas colectivas entre las diversas categorias 
de la producción, representadas por asociaciones 
sindicales legalmente reconocidas”. En el art. 12 
—ha afirmado el Duce-está comprendida toda 
la corporación, tal como la interpreta y la quiere 
el Estado Fascista. 

La Ley de 5 de febrero de 1934 relativa a la 
constitución y a las funciones de las corporacio- 
nes, completa la construcción corporativa, crean- 
do, para la reglamentación de las relaciones eco- 
nómicas, los organismos definitivos, destinados 
a substituir la acción provisional de las Seccio- 
nes del Consejo, 

La ordenación corporativa, tal como se presen- 
ta después de la promulgación de la Ley del 5 de 
febrero, resulta constituída por “Corporaciones”, 
organismos del Estado (para constituirlas en 
número no fijado a priori, mediante decreto del 
Jefo del Gobierno), de “Secciones”, que pueden 
mor instituídas en las Corporaciones donde están 
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representadas categorías de diversas ramas de 
la actividad económica; y por “Comités” relati- 
vos a determinados productos, y que pueden 
constituirse en el caso en que se manifieste su 
necesidad. j 

En el aspecto sindical, la ordenación cor- 
porativa reconoce los sindicatos como su base 
eficaz y necesaria. Por tanto, está previsto: 
1.º, una mutación en los vínculos jerárquicos 
por la cual “las asociaciones coaligadas de una 
corporación pasen a ser autónomas en el aspecto 
sindical”, pero continuando, en lo referente a 
sus otras funciones, adheridas a la Confedera- 
ción respectiva; 2.º, la modificación, a que he- 
mos aludido, del número de Asociaciones pro- 
vistas de reconocimiento jurídico. 

A la corporación se le conceden las atribucio- 
nes previstas en las disposiciones legislativas 
precedentes, más el poder de “elaborar normas 
para la reglamentación colectiva de las relacio- 
nes económicas y para la ordenación unitaria 
de la producción”, y la facultad de “establecer 
las tarifas para las prestaciones y servicios eco- 
nómicos y las de los precios de los productos 
de consumo ofrecidos al público en condiciones 
privilegiadas”. En cuanto a las atribuciones 
conciliativas y consultivas (obligatorias o no), 
la Ley regula de manera definitiva las atribu- 
ciones “normativas” de la corporación, estable- 
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elendo que las normas que de ella emanan son 
“obligatorias” después de la aprobación de la 
Asamblea General del Consejo y la publicación 
von decreto del Jefe del Gobierno. 

El conjunto de las leyes indicadas y de las 
disposiciones que las completan constituye la 
base jurídica de la ordenación corporativa, pero 
ósta tiene, a su vez, una base extrajurídica, 
constituída por las tres condiciones que el Duce 
declaró ser necesarias, al instituir las corpora- 
elones, “para hacer el corporativismo pleno, 
completo, integral, revolucionario” : “Un partido 
único, para que, con la disciplina económica, 
entre en acción la disciplina política y cree, por 
encima de los intereses contrapuestos, un víncu- 
lo que una a todos: la fe común. 

“EI Estado totalitario, es decir, aquel que 
abmorbe en sí, para transformaria y potenciarla, 
toda la energia, todos los intereses y toda la 
esperanza de un pueblo. 

"Tercera, última y más importante condición: 
vivir un período de altísima tensión ideal.” 























EL CIUDADANO CORPORATIVO 


El individuo, frente al sindicato y a la ordenación 
corporativa j 


4 Tiene el individuo en el Estado corporativo 
una suficiente esfera de libertad? 

A los fines de una ordenación económica esta 
libertad puede examinarse, principalmente, bajo 
dos aspectos: el de la libertad sindical y el de 
“Ja Hibertad de iniciativa. En materia de libertad 

, encontramos en las leyes sindicales de 
1926 las siguientes disposiciones: 

Para ser legalmente reconocidas, las asocia- 
elones profesionales deben agrupar a un cierto 
número de patronos y de obreros “inscriptos por 
voluntaria adhesión) (art. 1, Ley del 3 de abril); 

FEI estatuto de las asociaciones, que pretendan 
mer reconocidas, debe indicar “las condiciones 
de ndmisión y de retiro de los socios" y “los 
Ivos de exclusión de la asociación” (art. 1, 
» 1.º de julio) ; 

“Contra la negativa de admisión en una Aso- - 
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ciación legalmente reconocida, así como contra 
la expulsión u otra forma cualquiera de exclu- 
sión de ésta, además de los recursos previstos 
en los estatutos de las asociaciones unitarias y 
de las asociaciones de grado superior, se admite 
siempre, en última instancia, el recurso ante 
el Ministerio de las Corporaciones” (art. 9 del 
Reg. de 1.º de julio); 

“Las asociaciones no legalmente reconocidas 
continuarán subsistiendo como asociaciones de 
hecho” (art. 12 de la Ley del 13 de abril). 

Las susodichas disposiciones están sintetiza- 
das en la siguiente afirmación de principio de 
1a Carta del Trabajo: “La organzación sindical 
y profesional es libre” (Dec. II). 

Al través de tales disposiciones, la zona sindi- 
cal de nuestra ordenación resulta regulada por 
la libertad del individuo, libre de afiliarse o no 
a las asociaciones profesionales (hay una sola 
excepción negativa para los funcionarios del 
Estado), de reclamar o no su reconocimiento 
jurídico, de entrar o no a formar parte de las 
asociaciones, y una vez entrado. de continuar 
en ellas o de darse de baja. Las asociaciones 
reconocidas resultan así grupos abiertos basa- 
dos sobre la libre adhesión del individuo, de 
igual manera que las no reconocidas, mientras 
que el conjunto de las providencias legislati- 
vas vigentes contiene todas las normas necesa- 
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rias para mantenerlas en estas características. 
En otras palabras, la ordenación fascista ase- 
gura al individuo un grado de “libertad sindical” 
que corresponde a las fórmulas elaboradas en 
la X Sesión de la Conferencia Internacional del 
Trabajo: “Libertad para los obreros y para los 
patronos de asociarse libremente, observando las 
formalidades legales, en una asociación elegida 
por ellos, para la defensa colectiva y el des- 
arrollo de los intereses materiales y morales 
referentes a sus condiciones de trabajadores y 
de patronos, salvaguardando la libertad de no 
asociarse.” 

Hay, sin embargo, en la ordenación fascista un 
elemento nuevo en la representación de toda la 
cntegoria—inscriptos y no inscriptos—, concedi- 
da por la ley solamente a la asociación reconoci- 
da, Esta, por tanto, obtiene ciertas ventajas y 
poderes, que podrían invalidar, por vía indirec- 
ta, el principio de la libertad de asociación, tal 
como lo concibe la mentalidad tradicional. A este 
respecto, basta confrontar el comportamiento 
de los llamados “sindicatos libres” con las dis- 
posiciones que regulan el comportamiento del 
sindicato fascista, para darse cuenta de los si- 
gulentes hechos: 

Que el sindicato libre sujeta los intereses indi- 
vidunles a sus fines, fines de clase o de partido, 
», por tanto, superindividuales; 
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Que en el sindicato libre el vínculo entre el 
individuo y la asociación está rigidamente regu- 
lado; pero no por la ley, sino por el arbitrio 
de los dirigentes o del partido político en el 
cual se apoya, mientras que en el sindicato re- 
conocido está regulado por el derecho; 

Que en el sistema del sindicato reconocido, el 
individuo no sufre la acción sindical sino cuan- 
do el Estado la considera conforme al interés 
general, es decir, al criterio supremo de toda 
legalidad. 

Se puede, aún, objetar que antes el individuo 
era libre de no seguir la acción sindical no ins- 
cribiéndose en los sindicatos. Pero lo cierto es 
que la historia reciente, no sólo la italiana, 
demuestra que aunque se les califique como “i- 
bres”, los sindicatos devoran la libertad del in- 
dividuo, aunque se coloque fuera de su órbita. 
Y la devora por su propia necesidad de existen- 
cia y de eficacia, que le impone el representar 
el mayor número posible de individuos y el evi- 
tar deserciones en sus filas para sus batallas, 
Individual en derecho, el sindicato ejerce de 
hecho un poder colectivo: los sistemas de boi- 
cotage, de listas negras y el trato dado a los 
esquiroles, testimonian elocuentemente nuestro 
aserto. Por tanto, la adopción del principio del 
sindicato único reconocido no constituye una 
forma larvada de coacción, sino sencillamente 
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la interpretación y la reglamentación jurídica 
de una tendencia. espontánea del fenómeno sin- 
dical, 

En lo que respecta a la asociación reconocida, 
la posición del individuo está, como en todas 
las demás asociaciones, determinada por los es- 
tatutos. Salvo un principio general: que los con- 
tratos colectivos válidamente estipulados por 
las asociaciones reconocidas, tutelan y obligan 
incluso a los no inscriptos—a todos los per- 
tenecientes a la categoría representada, los cua- 
les, por tanto, estân igualmente obligados al 
pago de las cotizaciones obligatorias. 

La existencia de este principio reduce la dife- 
rencia entre asociados y no asociados, limitán- 
dola a los puntos siguientes: los no inscriptos no 
participan en la vida de la asociación ni están 
obligados al pago de las cotizaciones suplemen- 
tarias; los inscriptos tienen, como título de pre- 
ferencia, el de los ascensos, si se trata de obreros 
(art, 11 R. D. 29 de marzo de 1928 sobre la regla- 
mentación nacional de la oferta y la demanda de 
trabajo). y el derecho a concesiones de adjudica- 
elón de obras públicas, y de suministros para la 
Administración pública, si se trata de patronos 
(Cire. 31 enero 1930, del Ministerio de Hacienda, 
de acuerdo con el Ministerio de las Corporacio- 
nes). 

El otro aspecto de la libertad individual a los - 
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fines de la ordenación económica es el que con- 
cierne a la iniciativa privada en el de la produc- 
ción. La Carta del Trabajo lo expresa en la Decla- 
ración VII: “El Estado Corporativo considera la 
iniciativa privada en el campo de la producción, 
como el instrumento más eficaz y más útil de 
los intereses nacionales... La dirección de la 
empresa económica corresponde al patrono.” 
Y en la Declaración IX: “La intervención del 
Estado en la producción económica tiene lugar 
únicamente en los casos en que falte o sea insu- 
ficiente la iniciativa privada, o cuando estén en 
juego los intereses políticos del Estado.” 

El 2.º párrafo de la Dec. VII califica de “fun- 
ción de interés nacional” la organización privada 
de la producción, y califica al organizador de 
“responsable de la dirección de la producción 
ante el Estado”, lo que puede parecer que se 
contradice con las disposiciones precedentes, o, 
por lo menos, crea dudas acerca de la esfera de 
libertad realmente concedida a la iniciativa pri- 
vada del emprendedor. Con más motivo, cuanto 
que las declaraciones de la Carta están integra- 
das por disposiciones de Ley, las cuales recono- 
cen a las asociaciones profesionales el poder de 
reglamentar obligatoriamente las relaciones del 
trabajo (art. 10 de la Ley del 3 de abril), y a las 
corporaciones, el poder de reglamentar las rela- 
ciones económicas (art. 3, Ley 5 de febrero 1934). 
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A estas incertidumbres se puede contestar que 
el criterio de los intereses nacionales, funda- 
mental en la ordenación, ofrece la posibilidad de 
limitar o regular aquellas iniciativas privadas 
que la Dec. VII parece admitir ilimitadamente. 
Sin embargo, esta posibilidad (a la cual la decla- 
ración de la Carta confiere valor constitucional) 
estaba ya- sancionada desde hace tiempo por la 
práctica. Recordemos las observaciones del Duce 
en materia de economia capitalista: “; Cuândo 
la empresa capitalista deja de ser un hecho eco- 
nómico? Cuando sus dimensiones la conducen 
a ser un hecho social... Y este es el momento 
en el cual surge y se hace cada vez más nece- 
saria la intervención del Estado... Y aquellos 
que lo ignoraban, lo reclaman afanosamente,” 
En la estructura económica moderna, la empre- 
sa reúne a su alrededor, además de los intereses 
del emprendedor, un buen número de otros inte- 
reses: interés del obrero en la continuidad del 
trabajo y del salario, interés del prestatario en 
la conservación del capital desembolsado, interés 
del consumidor en el precio del producto. Dadas 
estas condiciones de hecho, el Estado Corpora- 
tivo se ha propuesto ejercitar una intervención 
racional, por ejemplo, la de no acumular expe- 
dientes de emergencia, sino de responder al cum- 
plimiento de una misión permanente. Misión 
debida en defensa de la colectividad, considerada 
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en conjunto, del arbitrio de los intereses parti- 
culares, que en cualquier instante pueden hallar 
mejor defensa en la fuerza de los grupos que en 
las individualidades aisladas. 

Podemos, por tanto, afirmar que aunque el 
Estado Corporativo asuma ciertas funciones en 
el aspecto económico, el protagonista de la em- 
presa continúa siendo el individuo, y que es del 
individuo de quien toma el impulso toda la or- 
denación. Lo veremos así en las disposiciones 
legislativas, en los estatutos de las asociaciones, 
en las formulaciones de los contratos colectivos 
de trabajo, en el funcionamiento de las corpora- 
ciones, en la regulación de las relaciones del 
trabajo. El individuo está llamado a servir inte- 
reses generales que rebasan su interés particular, 
pero el sistema descansa inicialmente sobre él y 
se forma por su voluntad. 

La tendencia a trasladar el centro de la vida 
social del individuo al grupo, concierne a las 
formas de vida, no a la esencia de ésta, la cual 
no puede prescindir del individuo. Esta tendencia 
se ha manifestado, además, en todos los países 
de civilización occidental progresiva y ha cons- 
tituído, en Italia, el punto de partida del cual 
ha tomado su impulso la ordenación sindical. 
Las agrupaciones sindicales de patronos y de 
obreros constituyen, sin embargo, uno solo de 
los aspectos de este fenómeno, que ha influído 
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en todos los otros sectores de la vida social y 
es base de un elemento del que carece la civili- 
zación burguesa; la falta de un verdadero aca- . 
tamiento espiritual al principio, tan exaltado de 
palabra, de la libertad individual. Resulta, en los 
hechos de la historia de los últimos cincuenta 
afios, que los consideradbs como productores ha- 
bían renunciado, sin vacilación, a la autonomia 
de su propia empresa, constituyendo consorcios, 
cartels, trusts, o reclamando la intervención del 
Estado cuando les parecia económicamente ven- 
tajoso. Este comportamiento demuestra que la 
libertad económica y la libre concurrencia repre- 
sentaban simples instrumentos para la conquis- 
ta de la riqueza, instrumentos que era fácil aban- 
donar cuando no servían, porque no constituían 
una conviceión ni una verdad, de las que se nutre 
una fe. Por su parte, también los productores 
subordinados han organizado y reforzado sus 
agrupaciones, agrupaciones de defensa y de ata- 
que, que tienden a limitar, siendo partícipes, el 
enriquecimiento de los primeros. 

No obstante la profunda transformación for- 
mal operada, muchos dudaban de que las clases 
dirigentes no se dieran cuenta de que el Estado, 
esforzândose en respetar la realidad social—rea- 
lidad de grupos—, sabe (o quiere) evitar el ani- 
quilamiento del individuo. El Estado corporativo 
conoce este problema, y ha dispuesto lo necesa- 
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rio para su solución; además del reconocimiento 
abstracto de sus libertades, hay, en efecto, otro 
modo de proporcionar al individuo una posición 
relativa a su dignidad, teniéndolo presente para 
los fines y para el desenvolvimiento de la orde- 
nación. A este repecto la Carta del Trabajo pone 
dos principios fundamentales: 

1., afirma que los objetivos de la producción 
son unitarios y se resumen “en el bienestar del 
individuo y el desarrollo de la potencia nacional” 
(Dec. 11). 

2.º, considera a todos los individuos bajo el 
aspecto común de productores y de colaborado- 
res activos de la producción, con reciprocidad de 
derechos y deberes, cualquiera que sea la forma 
del trabajo prestado, organizativo, o ejecutivo, 
intelectual, técnico o manual, abriendo el cami- 
no a la concepción del trabajo “sujeto de la eco- 
nomía”, la cual representa la más amplia valo- 
ración posible del individuo y del ciudadano. 

Las disposiciones positivas que, en la ordena- 
ción corporativa, se refieren más directamente 
al individuo, en cuanto que cuidan de su perfec- 
cionamiento espiritual y material, son: 

1) La disposición por la cual el contrato co- 
lectivo debe contener obligatoriamente “normas 
precisas sobre el período de prueba, pago de 
retribuciones, horario de trabajo y reposo sema- 
nal (art. 8 R. D. 6 mayo 1928, conteniendo nor- 
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mas para el depósito y la publicación del con- 
trato colectivo del trabajo); 

2) Las disposiciones relativas a la decisión 
de las controversias individuales del trabajo 
(Real Decreto 21 de mayo de 1934); 

3) Las disposiciones relativas a la colocación 
gratuita de los obreros desocupados (R. D. de 29 
de marzo de 1923 y R. D. del 6 de diciembre de 
1928, con las modificaciones sucesivas), integra- 
das por la acción desarrollada en este aspecto 
para la educación e instrucción profesional de 
dichos obreros; 

4) La obligación impuesta a las asociaciones 
profesionales, de dedicar una parte de sus ingre- 
sos a contribuir a la asistencia económica, social, 
moral y religiosa en beneficio de la educación 
nacional y de la instrucción profesional (artícu- 
lo 18 del Reglamento del 1.º de julio de 1926); 

5) La institución de las Obras Nacionales: 
Dopolavoro, Maternidad e Infancia, Balilla, Pa- 
tronato Nacional; 

6) El desenvolvimiento de la legislación so- 
cial y de la actividad mutualista. 

Por otra parte, también en las disposiciones 
legales que regulan institutos o sociedades rela- 
cionadas con la vida del Estado—reforma de la 
representación política, reforma de los Consejos 
provinciales de Economía, institución de las cor- 
poraciones, etc. —existen muchos indícios de un 
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verdadero esfuerzo orientado a obtener una par- 
ticipación, cada vez más amplia y consciente, de 
los individuos en la vida pública para que éstos 
puedan desenvolver toda su eventual persona- 
lidad. 

En resumen: la ordenación corporativa ofrece 
una valoración del individuo distinta de la tra- 
dicional. Distinta, porque exige una nueva con- 
cepción de la ciudadania y de los deberes que 
le son inherentes, pero no inferior. Ciudadano 
del Estado corporativo puede llamarse el hombre 
que, teniendo presente en su espíritu al Estado 
como valor moral y como valor económico, su- 
bordina su propio interés a los intereses nacio- 
nales, Sólo que la subordinación puede ser es- 
pontánea, o bien desenvuelta por la vigilante 
intervención de la autoridad política, que hace 
valer los citados intereses: si aún estamos lejos 
de la plena realización del ciudadano corporati- 
vo, cuya subordinación al interés nacional es 
espontánea, ello se debe al hecho de que no es 
posible renovar de repente las mentalidades 
como si fueran maquinarias. 

Por tanto, nos encontramos en el caso de uti- 
lizar todavia la conocida frase: “Italia está he- 
cha; es necesario hacer los italianos.” Los ele- 
mentos esenciales del nuevo Estado italiano 
—Estado Corporativo-están ya funcionando: 
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queda por realizar la formación del ciudadano 
corporativo. 

El primer paso de esta formación puede estri- 
bar en el conocimiento de la ordenación. Pero la 
eficacia formativa de ésta se basa en el supuesto 
de que dicho conocimiento no sea unilateral, li- 
mitândolo a los principios generales—que son 
simple retórica—, o a la letra de la ley—cosa 
árida y siempre susceptible de perfeccionamien- 
to—, sino que las abarque ambas, para poder 
buscar, a través del contenido de aquéllos, las 
posibilidades de ésta. 


EL ESTADO CORPORATIVO 


La argumentación pone ante nosotros estas 
tres cuestiones, 

1) La creación de un Estado que se atribuye 
finalidades, con su consiguiente intromisión en 
el aspecto social y económico, además del políti- 
co, es el resultado de la existencia de un partido 
tuerte, o responde verdaderamente a las exigen- 
cias de la sociedad moderna? 

2) ; Existe una relación de parentesco entre 
el Estado fascista y el Estado corporativo? 

3) El Estado italiano actual, ; tiene derecho 
a calificarse de corporativo, es decir, se distingue 
de la formación estatal generalmente incluída 
en la locución de “Estado moderno” en medida 
suficiente que le permita merecer un calificativo 
distinto? 

A la primera cuestión hemos respondido in- 
directamente sefialando el fenómeno sindical, 
anterior al Fascismo, como realidad connatural 
al modo de ser de la producción y de la distri- 
bución capitalista de la riqueza. Hemos dicho. 
cómo'un Estado, teniendo la firme voluntad de 











52 GIUSEPPE BOTTAI 





actuar como Estado de derecho, no podía admi- 
tir que quedaran fuera de su campo de acción 
entidades no reconocidas o relaciones no regla- 
mentadas por él; debe, pues, reconocer los gru- 
pos profesionales y ordenar las relaciones eco- 
nómicas, que es precisamente lo que caracteriza 
a la construcción estatal corporativa. Hay que 
anadir que esta construcción tiene tan poco de 
imposición o de improvisación con miras poli- 
ticas, que podemos encontrar la razón esencial 
y las líneas ideales del principio en que se funda 
la misma, en todo el pensamiento moderno. Este 
principio, del cual nos ocuparemos más adelante, 
prevé por el momento la única réplica al males- 
tar que se siente en la vida del Estado moderno, 
que ha obligado a los técnicos a reconocer la 
existencia de una “crisis del Estado” (se entien- 
de que nos referimos a lo que todavia se consi- 
deran frecuentemente “el Estado” por antono- 
masia y perfecto, es decir, el Estado liberal). 
La crisis, que es doctrinal y práctica, se mani- 
fiesta al través de las dificultades y de las cri- 
ticas en que se desenvuelven los Parlamentos 
políticos, al través de los esfuerzos hechos para 
dar una representación concreta a los intereses 
econômicos y al difuso florecimiento de organis- 
mos estatales creados para regular, en cualquier 
forma, la vida económica, sin atacar explícita- 
mente a las libertades concedidas al individuo 
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en los principios del 89, Se olvida, o se ignora, 
que estas libertades eran “libertades del Estado”, 
y tenían en primer lugar un valor polêmico y 
negativo con el fin de libertar al individuo de 
la tirania del Estado absoluto. Es cierto que esta 
liberación tiene por base una evolución del espi- 
ritu individual, que, una vez consciente de su 
potencia creadora, reivindica el derecho de cons- 
truir por sí mismo su propia historia; pero tam- 
bién es cierto que esta finalidad no se consigue 
apoyândose en una entidad pública impotente o 
extrafia, por su partido político, a particulares 
sectores de la vida social, como lo son los Esta- 
dos construídos en el liberalismo: esto puede 
servir para concretar la posición polémica nece- 
saria para destruir los residuos del pasado, el 
estadio inevitable, pero no final, de los princi- 
pios del 89. Para aplicar cumplidamente el sig- 
nificado histórico de dichos principios, es preciso 
que el camino iniciado por el espíritu con la afir- 
mación de los mismos, sea recorrido hasta el 
final: es decir, hasta donde el individuo, no sa- 
crificado a un poder disperso, ni sujeto pasivo 
de un Estado extrafio, y por lo tanto déspota,' 
pueda desenvolverse en el propio Estado, coin- 
cidiendo con él como con su propia forma. 
Visto bajo este aspecto, un Estado en el que 
el ciudadano desenvuelva, verdadera y comple- 
tamente, su existencia, incluídas aquellas rela- 
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ciones (económicas y sociales) de la misma en 
las que el desvarío de los espíritus ha sido, en 
nuestro siglo, más profundo, no constituye una 
negación de las innegables conquistas que están 
contenidas en la Declaración de los Derechos 
del Hombre, aunque su última fase resulte la 
desembocadura fatal del período histórico ini- 
ciado por la Revolución francesa. 

La necesidad de realizar esta nueva fase de 
la vida social se manifestó con mayor fuerza 
en Italia—a pesar de que los inconvenientes del 
capitalismo no habían alcanzado en ella su má- 
xima intensidad—, porque lo débil de su con- 
ciencia política y la dificultad de la vida econó- 
mica acentuaban en nuestro país los peligros 
inherentes a la contradictoria. estructura de los 
Estados modernos. Esto ha hecho que Italia fue- 
ra la primera en ofrecer un ejemplo orgânico 
de desglosamiento del pensamiento político de 
la standardización ideológica internacional. Bas- 
ta, sin embargo, una simple mirada para encon- 
trar, en las más diversas latitudes, manifesta- 
ciones, aunque sean parciales, de concesiones, 
aunque sean forzadas, a los principios afirmados 
v seguidos por el Estado corporativo. 

En cuanto a la segunda cuestión, encontramos 
que la doctrina política ofrece, en lo referente 
al Estado, lo mismo una que otra denominación 
de Estado Corporativo o Estado Fascista. La 
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misma Carta del Trabajo, en el Capítulo I—Del 
Estado Corporativo—, afirma que “la Nación 
Italiana... se constituye integralmente en el Es- 
tado Fascista”. Si alguna duda pudiera surgir 
entre la significación de Estado Corporativo y 
Estado Fascista, la aclararemos con algunas de 
las afirmaciones del Duce. Después de haber ob- 
servado (Mensaje a la Nación en el IV' aniver- 
sario de la Marcha sobre Roma) que el “Estado 
corporativo es la organización típica y el orgullo 
legítimo de la Revolución fascista”, declaraba 
en la inauguración de la Primera Asamblea Ge- 
neral del C. N. C. (1930), en forma explícita 
vw que no dejaba lugar a dudas, lo siguiente: “El 
Estado Fascista, o es corporativo, o no es fas- 
cista.” Citamos estas declaraciones porque prue- 
ban claramente que la relación entre Estado 
Fascista y Estado Corporativo es una relación 
de identidad. La ordenación corporativa no es, 
por tanto, más que la organización constitucio- 
nal querida por el Fascismo, es decir, un Estado 
apto para recoger todas las fuerzas (y entre 
ellas, la ya consolidada del sindicalismo) y todos 
los motivos (lo mismo los espirituales que los 
materiales) de la vida nacional, para dirigirlos 
hacia el ideal de potencia que la Revolución fas- 
cista tiene sefialado. 

En cuanto a la tercera cuestión, el alcance de 
1a calificación “corporativo”, puede verse no sólo 
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en las disposiciones jurídicas promulgadas a 
partir del 3 de abril de 1926, sino también en 
el presupuesto político que las anima. Esto es 
el “principio corporativo”, que podríamos definir 
“principio de la organización y personificación 
de las categorias económicas, para que partici- 
pen “conscientemente” en la vida de la comuni- 
dad política”. Esto define una nueva concepción 
y organización del Estado, en el cual se reconoce 
el valor que la vida económica del ciudadano y 
de la categoria asumen en el âmbito de la comu- 
nidad estatal, y en la que, por consecuencia, se 
admite la consustancialidad inevitable y perenne 
entre la economia y la política; dos aspectos de 
la misma realidad que es la vida social. 

No existe, según nuestra concepción, acción 
económica que no tenga valor político, ni acción 
política falta de relieves económicos, ya se trate 
de política demográfica, saneamiento, batalla del 
grano, aranceles aduaneros, problemas de las 
reparaciones, electrificación de los ferrocarriles, 
desarme naval, reconocimiento jurídico de los 
sindicatos, relaciones con Rusia soviética o de 
otros mil asuntos que se suceden ininterrumpi- 
damente en las condiciones de la vida colectiva, 
lo mismo que en la individual. 

Como consecuencia de tal concepeión, el Esta- 
do Corporativo introduce en su estructura los 
grupos profesionales (ya embrionariamente co- 
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ordinados al través de la acción de los diversos 
movimientos sindicales), perfeccionando la rela- 
ción rudimentaria individuo-Estado, al través de 
una subordinación sucesiva del interés económi- 
co individual (ciudadano productor) al de la ca- 
tegoría económica (asociación profesional), y 
por último al de la economía nacional (Estado). 
El elemento nuevo de esta escala jerárquica-—el 
grupo profesional-—no es acogido en su forma 
tradicional (clasista), sino transformado en el 
sentido que indica el principio corporativo, de 
tal forma que agricultura, industria, comunica- 
ciones, no resultan actividades por sí mismas, 
sino instrumentos que se integran para el cum- 
plimiento de la obra común. 

El desenvolvimiento del principio corporativo 
es, en teoría, casi pacífico, pero la experiencia 
demuestra en el reconocimiento práctico de los 
hechos de la vida cotidiana, lo arduo que resul- 
taría si los egoísmos de categoria no encontra- 
sen en la superioridad efectiva del Estado un 
límite y una superación, Por tanto, se llega a 
Ta conclusión de que el hecho de admitir en teo- 
ria, y de poner sistemáticamente en práctica. 
la coordinación entre los intereses económicos 
y políticos, individuales, de grupo y estatales, 
distingue al Estado italiano de nuestros días de 
otras formaciones estatales y le hacen acreedor 
a la calificación distintiva que se ha hecho de 
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uso corriente: Estado Corporativo. Podemos, 
por tanto, definir el Estado Corporativo como 
“la Organización Jurídica de las aptitudes y fun- 
ciones de todos los ciudadanos y de todos los 
grupos sociales, a cada uno de los cuales se les 
reconocen particulares funciones, con igual dig- 
nidad”. Podemos también aniadir que de esta for- 
ma se cree solucionar los problemas de la socie- 
dad contemporânea. Y se cree solucionarlos no 
sólo porque teóricamente satisfacen las exigen- 
cias encarnizadas que se desenvuelven junto a los 
Estados liberal-democráticos, sino también por- 
que, en la práctica de la vida italiana, ha dado 
resultados concretos de innegable importancia. 

Al través del desenvolvimiento de la idea cor- 
porativa, y con los medios que ésta ha ofrecido, 
se ha pasado de la desmovilización de la econo- 
mia bélica a la revaloración de la lira y se ha 
desencadenado una ofensiva, orgânica dentro de 
los límites de lo posible, contra la crisis de la 
economía capitalista, que se ha manifestado pre- 
cisamente al mismo tiempo que el régimen ope- 
raba el reajuste de la economía italiana. Lo que 
se ha hecho a este respecto podrá ser plenamen- 
te conocido y mejor valuado en el futuro, cuando 
se presente el balance integral de estos ator- 
mentados afios. 

En cuanto a las relaciones ideales entre el Es- 
tado Corporativo y la Nación, los individuos y los 
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grupos, quedan ya indicados en la declaración I 
de la Carta del Trabajo: “La nación italiana es 
un organismo que tiene fines, vida y medios de 
acción superiores... a los de los individuos di- 
vididos o agrupados... y una unidad moral, poli- 
tica y económica, que se realiza integramente 
en el Estado Fascista.” Dada la identidad ya 
demostrada entre Estado Fascista y Estado Cor- 
porativo, podemos deducir de la susodicha decla- 
ración que en las relaciones Nación-Estado, el 
Estado-Corporación está al servicio del Estado- 
Nación; o, en otras palabras, que la Corporación 
está consagrada a realizar los fines de la Nación. 
Por lo que respecta a las relaciones con el indi- 
viduo, hemos visto que en la ordenación corpo- 
rativa el individuo constituye también la médula 
del Estado, aunque bajo el aspecto social de pro- 
ductor y tomando este término en su significa- 
ción más amplia. Por último, los grupos de inte- 
reses profesionales, concretados, a los fines juri- 
dicos, en el sindicato reconocido, participan en 
virtud de los poderes que se les conceden en 
materia económica y de la facultad que les ha 
sido reconocida en la designación de represen- 
tantes políticos, en la vida del Estado. Pero no 
la absorben. Como el interés del Estado no es 
una resultante de la suma de estos elementos 
(véase la Declaración 1, ya citada), sino que los 
supera este interés, puede imponerse a ellos en 
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virtud de una relación jerárquica. Se ha dicho 
a este propósito que los sindicatos han sido he- 
chos para el Estado, y no el Estado para los 
sindicatos, 

El punto de intersección entre los intereses 
particulares, representados por las asociaciones, 
entidades de derecho público, y los generales, 
representados por el Estado, se encuentra en la 
corporación. El Estado, que en los sindicatos se 
presenta con funciones indirectas de garantia 
y control, en las corporaciones tiene funciones 
directas de colaborador. Con esto no pretende 
ser gravoso, como en el pasado—autoridad exte- 
rior e incompetente, de la que pueden augurarse 
agnosticismos—, sino que quiere por el contra- 
rio representar un elemento no menos dinâmico 
que los otros para los fines de la vida económica. 

Las relaciones aludidas son, teóricamente, cla- 
rísimas, como también resulta clara en princi- 
pio la contemporánea posibilidad de las corres- 
pondientes formas de iniciativa: privada, sindi- 
cal, corporativa y estatal, las cuales no subsisten 
alterna, sino contemporáneamente. Sin embar- 
go, en la práctica, la contemporización de los 
intereses y la repartición de las tareas resultan 
menos inmediatas y requieren un perfecciona- 
miento ulterior en cada uno de los cointeresados: 
en el ciudadano, a fin de que viva la vida corpo- 
rativa y actúe, en su sindicato y en su corpora- 
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ción, en la persecución de sus fines materiales 
y sus aspiraciones ideales; en el sindicato, por- 
que, uniformándose en el nuevo clima, procure 
la exacta posición de los límites entre sus inte- 
reses y los generales; en el Estado, porque con- 
fíe en las corporaciones, en las diversas expre- 
siones de la vida social y política-economia y 
derecho, asistencia, instrucción, educación—, 
sustituyendo las intervenciones y controles tra- 
dicionales, por las intervenciones y controles 
corporativos, es decir, ejercitados por interme- 
dio de los grupos profesionales. Los límites pues- 
tos a la actividad de los individuos y de los 
grupos no excluyen en modo alguno, sino que 
más bien exigen que se pongan límites a la ac- 
tividad del Estado, considerado como elemento 
de la nueva economía. 

No se nos oculta que esta meta no ha sido 
todavia alcanzada. El Estado (es decir, las ofi- 
cinas, las haciendas y los hombres en los que 
se concreta) aún no ha aprendido por completo 
a vivir corporativamente, y eleva, en alguna 
ocasión, objeciones o causa escândalo en la mo- 
ralidad corporativa en formación. Sin embargo, 
esto no debe restar confianza en las posibilidades 
de progreso que pueden realizarse en este aspec- 
to, a medida que con la difusión de su empleo 
aumentará la confianza con que se utilizarán 
los organismos corporativos. 





LOS INSTRUMENTOS DE LA NUEVA 
ECONOMIA 


I-—Las Asociaciones profesionales (1) 


LA CONSTRUCCIÓN SINDICAL.—NACIMIENTO Y EX- 
TINCIÓN DE LAS ASOCIACIONES.—MIEMBROS,— 
ÓRGANOS. — PODERES. — ACTIVIDAD.-— CONTROL, 


Los instrumentos puestos al servicio de la 
nueva organización económica pueden conside- 
rarse divididos en dos grandes categorias. La 
primera de éstas—primera en el orden crono- 
lógico de su elaboración—comprende organis- 
mos de carácter principalmente sindical: entida- 
des de derecho público provistas de personalidad 
jurídica, con las cuales el Estado persigue, por 

(1) Las fuentes legislativas de la construcción sindical 
son esencialmente la Ley del 3 de abril de 1926 y el R. D, de 
1 de julio de 1926. Citaremos únicamente los artículos más 
importantes. En cuanto a las modificaciones aportadas 
por la legislación sucesiva, recordamos que se han limitado 
prácticamente a cuestiones de encuadramiento y de las 


contribuciones, reguladas, tanto una como la otra, por nume- 
rosos decretos 
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via indirecta, ciertos fines que considera propios. 
Son éstas las asociaciones sindicales y aquelas 
entidades instituídas por ellas con fines de asis- 
tencia económica, de educación nacional, de in- 
eremento o mejora de la producción, cultura o 
arte nacionales (art. 4 de la Ley). La otra cate- 
goria comprende, por el contrario, las institu- 
ciones privadas de personalidad jurídica, orga- 
nismos del Estado, de las que éste se sirve para 
actuar directamente en los âmbitos de la vida 
económica. Son las que llamamos Ministerio de 
las Corporaciones, Consejo Nacional de las Cor- 
poraciones, Corporaciones y Consejos Naciona- 
les de la Economia Corporativa. En esta cate- 
goría podemos incluir también a los Comités In- 
tersindicales y las Oficinas de Colocación. 
Podría decirse aproximadamente que las aso- 
ciaciones profesionales reconocidas por la orde- 
nación fascista son aquellas que se formaron 
espontáneamente, mucho antes del Fascismo, en- 
tre individuos dedicados a actividades afines. 
Hay que afiadir, sin embargo, que para pasar 
tales formaciones espontâneas, actuantes fue- 
ra de la vida estatal y en escasos sectores (los 
espiritualmente más avanzados) de la vida eco- 
nómica, a un sistema asociativo orgânico e inte- 
gral, ha sido preciso hacer innovaciones respecto 
al criterio tradicional del sindicalismo. De aquí 
la diferencia, consolidada por la Ley, entre el 
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sistema italiano y las manifestaciones de carác- 
ter sindical que florecieron en otros países. 

Las asociaciones profesionales de nuestra or- 
denación pueden definirse: “uniones voluntarias 
de varias personas pertenecientes a la misma 
categoría, con el fin de desarrollar colectivamen- 
te una acción jurídica para la tutela de sus 
intereses y de su categoria”. Las misiones de 
tutela de los intereses de categoria y acción 
jurídica constituyen los elementos diferenciales 
respecto'a los demás tipos de organización sin- 
dical. ÉÉstos contienen la adopción de los prin- 
cipios a que hemos aludido: reconocimiento ju- 
rídico de las asociaciones profesionales—una 
para cada categoria—y concesión a las mismas 
de la representación legal de toda la categoria. 

Sobre la base de tales principios se ha creado 
una construcción sindical, constituída de la ma- 
nera siguiente, ya recordada a propósito de la 
Ley sindical: 

1) Asociaciones reconocidas para cada una 
de las categorias de patronos, de obreros, de 
libres ejercitantes de un arte o una profesión, 
distribuídas en todo el territorio nacional en la 
medida que se considere más adecuada a las 
exigencias de la categoria interesada. 

Tales asociaciones son entidades autárquicas, 
dotadas de autonomia (es decir, de facultad de 
organizarse jurídicamente: por ejemplo, de dar- 
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se, con el Estatuto, un reglamento al que la Ley 
reconoce eficacia obligatoria) y de autarquia 
(o sea facultad de regular la propia administra- 
ción de manera análoga a cuanto procede para 
la administración del Estado). 

2) Asociaciones autorizadas de funcionarios 
—empleados y jornaleros—del Estado, Provin- 
cia o Municipio, Instituciones públicas de Asis- 
tencia y beneficencia, Banca de Italia, Bancas de 
Nápoles y de Sicilia y Cajas de Ahorros. Ni 
estas asociaciones de trabajadores, ni las de 
patronos, eventualmente formadas por las admi- 
nistraciones correspondientes, pueden obtener 
el reconocimiento jurídico, sino solamente una 
autorización (art. 9 del Reg.), que puede ser 
revocada en cualquier momento, “cuando su ac- 
ción sea incompatible con el buen orden y la 
disciplina del servicio” (art. 93). No representan, 
por tanto, toda la categoría, sino únicamente a 
los inscritos, y no pueden estipular contratos 
colectivos obligatorios para quienes no sean 
socios. 

La distinción entre las dos formas de aso- 
ciaciones tiene su fundamento en la tradición 
sindical: estando las organizaciones sindicales 
fuera del Estado, era precisa la necesidad de 
limitar la libertad asociativa para aquellos que 
se encontraban en dependencia del Estado o de 
importantes organizaciones públicas, para poder 
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tutelar el funcionamiento de los más importan- 
tes servicios públicos. Hoy, sin embargo, las 
funciones públicas atribuídas a las asociaciones 
profesionales y las garantias Ilegales del Estado 
respecto a su funcionamiento, reducen grande- 
mente los peligros precedentemente seiialados. 
Por otra parte, la distinción entre las asociacio- 
nes reconocidas y autorizadas, distinción basada 
en la imposibilidad para estas últimas de esti- 
pular contratos colectivos, tiene hoy menos im- 
portancia que en su origen, porque el contrato 
colectivo de trabajo no es la única preocupación 
de las asociaciones profesionales, sino tan sólo 
una de sus múltiples tareas. De aquí que la 
distinción seiialada haya perdido una buena par- 
te de su fundamento: sin embargo, continúa sub- 
sistente, y las asociaciones autorizadas—por 
otra parte, en número limitado—continúan ejer- 
ciendo tan sólo una actividad colateral. 

Las asociaciones se diferencian en que pueden 
ser: unitarias (o de primer grado), o de grado 
superior. Las asociaciones de grado superior 
agrupan a las asociaciones unitarias, en tanto 
que las unitarias agrupan directamente a los 
individuos, sean éstos personas físicas o perso- 
nas jurídicas. Actualmente están reconocidas 
como asociaciones unitarias las Federaciones 
Nacionales y los Sindicatos Nacionales, que ejer- 
cen la función representativa directamente o por 
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medio de los sindicatos provinciales o munici- 
pales. Estos últimos constituyen, por su parte, 
divisiones internas de la asociación unitaria y, 
por tanto, carecen de personalidad jurídica. 
Entre las asociaciones de grado superior, go- 
zan de reconocimiento jurídico las Confederacio- 
. nes (asociaciones de segundo grado), que se sir- 
ven, como oficinas periféricas sin personalidad 
jurídica, de las Uniones provinciales. Sólo para 
las categorias de profesionales y artistas se ha 
concedido el reconocimiento jurídico a cierto nú- 
mero de asociaciones locales, y a los sindicatos 
provinciales, interprovinciales y de distrito. 
- Las normas que regulan su reconocimiento, 
organización y administración son comunes a 
las asociaciones unitarias y a las asociaciones 
de grado superior (artículos 38 y 40 del Re- 
glamento). La diferencia esencial consiste en 
el hecho de que las asociaciones de grado supe- 
rior, no estando en contacto directo con los in- 
dividuos, patronos y obreros, no pueden impo- 
nerles contribuciones obligatorias (art. 39 del 
Reglamento), sino únicamente exigir el pago 
de las contribuciones suplementarias de las aso- 
ciaciones unitarias adheridas. Por otra parte, 
estando antepuestas a estas últimas, las asocia- 
ciones de grado superior ejercen un control so- 
bre su actividad. Es este un poder autónomo, de 
control, que se deriva directamente del vínculo 
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de subordinación. Existe también un poder de 
control delegado respecto a las funciones que 
deben ser ejercidas por el Ministerio de las Cor- 
poraciones, el Prefecto o la Junta Provincial 
Administrativa; pero del cual la Ley (art. 8) y 
el Reglamento (art. 37) autorizan su delegación 
en las asociaciones de grado superior. Corres- 
ponde, por último, a las asociaciones de, orden 
superior el ejercicio del poder disciplinario, tan- 
to sobre las asociaciones unitarias como sobre 
los individuos que las componen. 

Hemos indicado como lo más saliente de las 
asociaciones sindicales, la categoría, que puede 
ser definida “agrupación ideal de todos aquellos 
que cumplen una función idéntica en un deter- 
minado proceso productivo”. Los límites de esta 
agrupación tienen un carácter relativo y contin- 
gente, así que pueden variar según el punto de 
vista desde que sean consideradas, y se concre- 
tan tan sólo al ser transformada la categoria 
en reconocimiento jurídico; es decir, el recono- 
cimiento de la asociación profesional, que viene 
a representar el grupo activo de la categoria así 
delimitada. 

La operación por la que los individuos que 
ejercen una determinada actividad son asigna- 
dos a una determinada categoria, y, por tanto, 
a la representación de una determinada asocia- 
ción reconocida, toma el nombre de encuadra- 
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miento individual, y está integrada por otra 
operación—el encuadramiento colectivo—, que 
reparte las asociaciones unitarias entre las de 
grado superior correspondientes. Ambas opera- 
ciones—pero especialmente la primera—deben 
tener en cuenta la realidad social, es decir, se- 
cundar la natural formación de las categorias 
profesionales, atemperando éstas con otras dos 
exigencias de la construcción: el coste del servi- 
cio sindical, si el número de las asociaciones 
resultase excesivo, y la ineficacia del mismo ser- 
vicio, si su número fuese insuficiente. 

Los problemas del encuadramiento están re- 
gulados con el Decreto del Ministerio de las 
Corporaciones en base a las disposiciones conte- 
nidas en el R. D. de 27 noviembre 1930 acerca 
de la disciplina jurídica del encuadramiento sin- 
dical. Antes de éste y los otros numerosos de- 
cretos acerca de esta cuestión, la Ley y el Re- 
glamento habían puesto ya los principios gene- 
rales del encuadramiento, de los cuales recor- 
damos los más importantes: 

Contraposición de los patronos (productores 
dotados de autonomia en la dirección de la em- 
presa) a los trabajadores (aquellos que partici- 
pan, en forma subordinada, en el proceso pro- 
ductivo) en asociaciones distintas y simétricas: 

Senaración de los trabajadores manuales de 
los intelectuales: entre estos últimos, los em- 
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pleados técnicos y administrativos pueden for- 
mar parte de la misma asociación, pero en sec- 
ciones separadas; 

Posibilidad, dejada a aquellos que ejercen de 
manera estable y continuada más de una acti- 
vidad, de entrar a formar parte de todas las 
asociaciones correspondientes; 

Formación de asociaciones separadas para 
todas las formas de actividad productiva que 
no entran directamente en el binomio patrono- 
obrero, o sea, de aquellos que ejercen libremente 
un arte o una profesión, empleados con funcio- 
nes directoras, empresas cooperativas, artesa- 
nos, pequeiios comerciantes, auxiliares del co- 
mercio, propietarios y arrendadores que cultivan 
directamente fundos rústicos, propietarios con 
fundos en arriendo y aparceros. A los fines del 
encuadramiento colectivo, es precisamente la 
posición de estos productores, que constituyen 
la categoría intermedia, lo que ha precisado una 
particular labor para adaptarse a la categórica 
exigencia del art. 4 del Reglamento: “Las aso- 
ciaciones que se proponen la tutela de los inte- 
reses morales o materiales de sus socios, cuando 
éstos no sean patronos ni obreros, no pueden ser 
legalmente reconocidas,” 

Las principales directivas promulgadas en 
este aspecto, son las siguientes: 

Las asociaciones separadas de los empleados 
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con misiones directivas forman parte de las aso- 
ciaciones de patronos, de la misma forma que 
las asociaciones de artesanos, pequefios comer- 
ciantes, auxiliares del comercio, propietarios y 
arrendadores cultivadores directos de fundos 
rústicos, y propietarios de fundos con fundos 
alquilados, excluídas estas últimas de la estipu- 
lación de los contratos colectivos de trabajo 
agrícola; 

Las asociaciones separadas de colonos y apar- 
ceros forman parte de las asociaciones superio- 
res de trabajadores agrícolas; 

Los que ejercen libremente un arte o una 
profesión tienen una organización que forma 
parte de la Confederación de Profesionales y de 
Artistas. (Aquellas órdenes o colegios legalmente 
reconocidos para las profesiones libres, con ante- 
rioridad a la ley sindical subsisten, pero no pue- 
den formar parte de las asociaciones de grado 
superior: art. 2 de la Ley y 35 del Reg.) 

Las asociaciones profesionales reconocidas, 
que abarcan ya casi todo el campo productivo 
nacional, han asumido los poderes y las funcio- 
nes que les han sido asignados por la Ley a 
efectos del reconocimiento, mediante un acto de 
voluntad de sus miembros y concedido por Real 
Decreto, a propuesta del Ministerio de las Cor- 
poraciones, de acuerdo con el del Interior (en 
vista de la importancia de las organizaciones 
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sindicales a los fines de orden público), una vez 
oído el Consejo Nacional de las Corporaciones. 

La demanda del reconocimiento implica la po- 
sesión de los siguientes requisitos: 

Agrupar un número de obreros que represente, 
por lo menos, la décima parte de los trabajado- 
res de la categoria, para la que se ha constituído 
la asociación, en la circunscripción en que actúa : 
o un número de patronos que empleen, por lo, 
menos, la décima parte de los trabajadores de- 
pendientes de las empresas de su clase en la 
eircunscripción en que la asociación actúa (la 
base de este requisito numérico es el número de 
trabajadores que resulta de las denuncias anua- 
les obligatorias—art. 5 de la Ley —de los patro- 
nos: tales denuncias sirven para la compilación 
de listas por parte de las asociaciones unitarias. 
Estas listas son válidas también a los fines de 
recaudación de contribuciones obligatorias, pre- 
vio el examen y la aprobación de las Comisiones 
Provinciales, de los representantes de las asocia- 
ciones interesadas, de la publicación y del even- 
tual recurso de los interesados al Ministerio de 
las Corporaciones; 

Perseguir-—además de la tutela de los intere- 
ses económicos y morales de los socios—fines 
de asistencia, instrucción, educación moral y 
nacional de los mismos: 

Tener dirigentes que presenten garantias de 
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capacidad, moralidad y segura fe nacional (ar- 
tículo 1 de la Ley). 

La demanda de reconocimiento debe ir además 
acompaifiada de la presentación del Estatuto 
(conteniendo los requisitos obligatorios que men- 
ciona el art. 14 del Reg.), de una relación acerca 
de los orígenes y actividades de la asociación y 
de la lista de los socios y dirigentes. 

La Ley sindical no reconoce, sin embargo, a 
las asociaciones que se hallan en posesión de 
estos requisitos, un interés legítimo al recono- 
cimiento; así que éste puede serles negado cuan- 
do resulte inoportuno por razones de índole po- 
lítica, económica o social, según discrecional 
apreciación de la autoridad pública. La Ley no 
se pronuncia acerca de la eficacia de esta apre- 
ciación, pero la doctrina prevalente niega a la 
asociación la posibilidad en un recurso contra 
sus resultados, que se consideran basados en cri- 
terios de orden político. 

En la tramitación de reconocimientos conce- 
didos existe una particularidad: la de que mien- 
tras la Ley preveía, como vía normal, el recono- 
cimiento de las asociaciones de grado superior. 
después del de las asociaciones unitarias, en la 
práctica se sigue el camino opuesto, apoyândose 
en la posibilidad que ofrece el art. 6 de la Ley: 
“EI reconocimiento de las Federaciones o Confe- 
deraciones lleva implícito de derecho el recono- 
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cimiento de las Asociaciones o Federaciones ad- 
heridas” (cuya lista, estatutos y actas de adhe- 
sión son presentados por la asociación superior 
en el momento en que solicita el reconocimiento). 

La asociación pierde la personalidad jurídica 
con la revocación del reconocimiento, revocación 
que puede ocurrir con el mismo procedimiento 
establecido para este último, cuando concurran 
motivos graves o sencillamente disminuyan las 
condiciones reclamadas. Casos prácticos de tal 
revocación se han presentado con ocasión de 
varios reajustes efectuados en materia de encua- 
dramiento, y encaminados a reducir el número 
de asociaciones reconocidas. 

Para el individuo la calidad de miembro de 
una categoría puede considerarse como un sta- 
tus en el cual se encuentra el productor por el 
hecho de ejercer una actividad profesional. Esta 
actividad es, por tanto, preexistente al hecho del 
reconocimiento jurídico de la asociación, porque 
sólo después del reconocimiento de la misma, el 
status se convierte productivo de derechos 
(tutela sindical) y de deberes (obligación de pa- 
gar las contribuciones sindicales), independien- 
temente del hecho de que el individuo quiera, o 
pueda, entrar a formar parte de la asociación. 

Para pertenecer a la asociación, se requiere, 
además de la voluntad del individuo, la nosesión ! 
de algunos requisitos, aunque genéricos. Para 
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las personas físicas, estos requisitos son la ciu- 
dadanía italiana, o la residencia, por lo menos, 
de diez afios en el Reino, y la buena conducta 
moral y política desde el punto de vista nacio- 
nal; para las personas jurídicas, la ciudadania 
italiana y la buena conducta moral y política 
desde el punto de vista nacional de los dirigen- 
tes (arts. 1 y 2 del Reg.). 

Hemos hecho ya mención de la diferencia que 
existe entre la posición de los socios y la de 
los miembros de la categoria no inscritos en la 
asociación en cuanto que todos tienen la obliga- 
ción de observar los contratos colectivos y pagar 
las contribuciones, Resulta, sin embargo, del 
espíritu de la ley sindical, aunque no de su letra, 
que el vínculo asociativo impone a los socios 
un mayor sentido de disciplina y una conciencia 
sindical más concreta. Por otra parte, contra 
éstos existen sanciones derivadas del poder dis- 
ciplinario de la asociación, y que van desde la 
censura hasta la expulsión. Para las asociaciones 
existen las mismas sanciones, pero son ejercidas 
únicamente contra los dirigentes. 

De su reconocimiento derivan a las asociacio- 
nes profesionales dos elementos esenciales a los 
fines de su actividad y del cumplimiento de los 
fines públicos que, por su mediación, persigue 
el Estado: el poder de representación y el de 
mando. Por el primero, la asociación puede ac- 
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tuar en la categoria y obligarla jurídicamente, 
dando lugar a toda una serie de poderes y fun- 
ciones, entre los que recordamos: 

El poder y la obligación de estipular contratos 
colectivos obligatorios para todos los represen- 
tados (art. 10 de la Ley); 

El poder de constituir instituciones de asis- 
tencia, educación e instrucción profesional, con 
arreglo al art. 4 del Reg. y a las Dec. XXVIII- 
XXX de la Carta del Trabajo; 

El derecho de designar candidatos a la Câmara. 
(Ley del 30 de abril de 1928), miembros del 
Consejo Nacional de las Corporaciones (Ley del 
20 de marzo de 1930), y de las Corporaciones 
(Ley del 5 de febrero de 1934); expertos para 
las controversias individuales del Trabajo (Real 
Decreto 26 de febrero de 1928) y representantes 
en los cuerpos políticos, administrativos y téc- 
nicos del Estado y de las demás entidades pú- 
blicas (art. 11 del Reg.); 

El derecho de actuar en las controversias co- 
lectivas del trabajo (art. 17 de la Ley) y de in- 
tervenir en las individuales (R. D. 26 de febre- 
ro de 1928); 

El poder ordenar las relaciones de los socios 
(individuos, en las asociaciones unitarias; aso- 
ciaciones e individuos, en las de grado superior) 
según las normas de los estatutos. 1) 

Además de las citadas relaciones de derecho 
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público, encaminadas al cumplimiento de sus 
finalidades públicas, las asociaciones reconocidas 
pueden tener relaciones de derecho privado. Un 
buen número de éstas (compraventa de bienes, 
alquiler de inmuebles, etc.) es inherente, como 
medio para conseguir el cumplimiento de sus 
fines públicos, y se puede, por tanto, considerar 
que están incluídos en la capacidad jurídica con- 
cedida a las asociaciones mediante el reconoci- 
miento. Una sola excepción se sefiala expresa- 
mente por la Ley, y es la del cumplimiento de 
actos de comercio (art. 22 del Reg.), ya que 
éstos son incompatibles, por tener un fin de lu- 
cro, con el carácter público de la asociación, y, 
en cuanto se relacionan únicamente con los so- 
cios, con las funciones de representación de toda 
la categoría confiada a la asociación reconocida 
(Circ. del Ministro de las Corporaciones, julio 
de 1927). 

Por su naturaleza de entidades autárquicas, 
las asociaciones reconocidas tienen un poder re- 
gulador, que se concreta en la emanación de 
órdenes y de instrucciones para las asociaciones 
subordinadas, y en las normas generales, obli- 
sntorias para los dependientes (por ejemplo, en 
materia de organización del personal) o para 
los terceros (como en materia de contribuciones 
obligatorias). El poder de mando confiere a las 
asocinciones reconocidas la posibilidad de impo- 
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ner a todos los representados una contribución 
anual (art. 5 de la Ley). Esto constituye, desde 
el punto de vista jurídico, la correlación del ser- 
vicio sindical que se da a cada productor, aun- 
que no sea para si mismo, sino en el interés 
general, | 

Las asociaciones pueden ser poseedoras de un 
patrimonio acumulado antes del reconocimiento 
o recibido por “devolución” (cuando la mayor 
parte de los socios de una asociación no recono- 
cida pasa a formar parte de una reconocida, con 
arreglo al art. 21 del Reg) o proveniente de ac- 
tos de liberalidad. La base típica de su gestión 
financiera está, de todas formas, representada 
por las contribuciones Sindicales. La recaudación 
de éstas se ejecuta por mediación de los patro- 
nos, que están obligados a entregar también la 
cuota de sus dependientes, reembolsândose luego 
por retención. 

El poder de imponer contribuciones obligato- 
rias para los no socios corresponde a las aso- 
ciaciones unitarias por disposición del art. 39 
del Reglamento: “Las asociaciones sindicales de 
grado superior no pueden imponer contribucio- 
nes ni al patrono ni al obrero.” Los medios nece- 
sarios para el funcionamiento de las asociaciones 
de grado superior provienen de la repartición, 
hecha sobre la cuota disponible de tales contri- 
buciones, según un decreto del Ministerio de las 
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Corporaciones (art. 27 del Reg.). La Ley esta- 
blece para las contribuciones un límite máximo : 
para los obreros, la retribución de una jornada 
de trabajo, y para los patronos, la misma retri- 
bución multiplicada por el número de empleados. 
En la práctica, sin embargo, no están uniforma- 
dos por el criterio único del salario medio, por 
ser éste un medio de difícil determinación, sino 
que se han adoptado distintos criterios para las 
distintas categorias. 

Del importe global recogido en las asociacio- 
nes a título de contribución obligatoria, se hacen, 
por la ley, los siguientes repartos: 

* 8 por ciento para la formación de un fondo 
de garantía para las obligaciones asumidas como 
consecuencia de los contratos colectivos; 

7 por ciento para la educación nacional, ins- 
trucción profesional, ete., como afiadidura a la 
cuota que debe darse obligatoriamente, para ta- 
les fines, del fondo disponible; 

10 por ciento a favor del Estado, que debe en- 
tregarse en la cuenta corriente del Ministerio 
de las Corporaciones (una décima parte de este 
importe, hasta el máximo de un millón de liras, 
es entregada a las oficinas de colocación) ; 

8 por ciento a las obras de asistencia (Ley, 
Reglamento y R. D. del 27 de julio de 1928, 
R. D. del 1 de diciembre de 1930, ley del 18 de 
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junio de 1931, R. D, Ley del 19 de noviembre 
de 1931). 

El remanente queda disponible, pero las aso- 
ciaciones tienen que respetar su obligación de 
atender a “la organización sindical, la asistencia 
económica, social, moral y religiosa, la educación 
nacional y la instrucción profesional” y las con- 
tribuciones a las obras nacionales del régimen 
(art. 18 del Reg.), en la medida fijada por el 
Ministerio de las Corporaciones, oído el parecer 
de las asociaciones de grado superior. Además 
de las contribuciones dichas—obligatorias—, 
los estatutos de las asociaciones pueden recla- 
mar a sus socios el pago de contribuciones su- 
plementarias, las cuales se recaudan a su cargo. 
Estas no tienen carácter estatal, sino contrac- 
tual, y deben limitarse a los motivos siguientes: 

1) por carnet y distintivos; 2) contribuciones 
asociativas deliberadas anualmente, además de 
las precedentes, en los límites fijados por las 
asociaciones de grado superior; 3) contribucio- 
nes facultativas únicamente para hacer frente a 
gastos de absoluta necesidad (R. D. 4 de abril 
de 1929). 

Existe, por último, otra forma de contribución, 
lamada contribución integrativa, que puede ser 
establecida por el Ministro de las Corporaciones 
a cargo de aquella categoría de patronos para 
los cuales las contribuciones básicas resulten 
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insuficientes o inadecuadas (R. D. 1 de diciembre 
de 1930). 

La actividad concreta de las asociaciones se 
desarrolla por medio de sus organismos, según 
las normas fijadas por las leyes y por los esta- 
tutos que el Estado aprueba en el acto del reco- 
nocimiento. Estos organismos son: la Asamblea 
General (en algunos estatutos llamada Congre- 
so), el Presidente (para las asociaciones de pa- 
tronos) y el Secretario (para las de obreros) y 
el Consejo Directivo o Directorio. La Asamblea 
no está explicitamente nombrada por la Ley 
como organismo, pero los estatutos la subrayan 
como el primero y más importante organismo 
social; en las asociaciones unitarias está forma- 
da por todos los inscritos, y en las asociaciones 
de grado superior, por los delegados de las aso- 
ciaciones adheridas. Sus atribuciones esencia- 
les son: 

Deliberar sobre las cuestiones de mayor im- 
portancia; 

Nombrar los dirigentes (salvo la rectificación 
del Ministerio de las Corporaciones) y los sin- 
dicos; 

Deliberar sobre todas las cuestiones propues- 
tas por los órganos directivos; 

Deliberar eventualmente sobre la reforma del 
estatuto, salvo la aprobación de la ley. 

La Asamblea puede ser convocada por el Pre- 
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sidente, pero frecuentemente, y por razones de 
oportunidad práctica, la convocatoria es susti- 
tuída por el referéndum. 

El Presidente (o Secretario) representa (por 
lo general también procesalmente) a la asocia- 
ción. La dirige a la consecución de sus fines, y 
es responsable de su gestión; por tanto, no puede 
asumir funciones análogas en otras asociaciones. 
Dada la posición especial de confianza que ocupa 
por este organismo, su nombramiento (reservado 
a la Asamblea) está subordinado a la posesión 
de algunos requisitos, que son: la ciudadania 
italiana (los extranjeros no pueden tener cargos 
directivos) y la garantia de capacidad, morali- 
dad y segura fe nacional (a juício de las Aso- 
ciaciones de grado superior y del Ministerio de 
las Corporaciones). Por el contrario, ni la Ley 
ni los estatutos hablan de la pertenencia a la 
categoría y de la calidad de socio. Pero la opor- 
tunidad de una selección hecha entre los ins- 
critos está generalmente reconocida: entre otras, 
en una deliberación del Gran Consejo (noviembre 
de 1926) en la que se dijo que “a la inscripción 
va unida siempre la posibilidad de acceso a los 
cargos directivos”. El nombramiento no tiene 
eficacia si no está aprobado por Decreto Real 
(art. 7 de la Ley), a propuesta del Ministerio 
de las Corporaciones, de acuerdo con el del In- 
terior, o por las asociaciones que actúan en la 
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provincia, con Decreto del Ministro de las Corpo- 
raciones, de acuerdo con el del Interior. Es este 
un intento de contemporización entre las exigen- 
cias representativas de la categoría y las de la 
política, entre la elección desde abajo, que re- 
presenta el autogobierno de la categoria, y el 
nombramiento desde arriba, justificado en virtud 
de los fines públicos asignados a los nuevos or- 
ganismos, 

Por contribuir a formar la voluntad de una 
entidad pública con fines públicos, los presiden- 
tes y los secretarios asumen el papel de funcio- 
narios públicos, 

El Consejo Directivo es nombrado también 
por la Asamblea, pero sin necesidad de aproba- 
ción, y se compone de socios en el número y 
por el tiempo fijado en el estatuto, aunque, ge- 
neralmente, cuentan con un representante de 
la Asociación de Mutilados y con los Presidentes 
de los Institutos de Asistencia colaterales. El 
Consejo es presidido y convocado por el Presi- 
dente o por el Secretario; delibera, entre otras 
cosas, acerca de las admisiones y dimisiones de 
los socios, y ejerce poderes disciplinarios. 

Junto con los dirigentes, las asociaciones tie- 
nen también, para los fines de su actividad, em- 
pleados cuyas relaciones con la asociación están 
reguladas por la misma. Como empleados en una 
entidad pública, tienen la cualidad de encarga- 





LA ORDENACION CORPORATIVA 8 





dos de un servicio público y deben poseer los 
mismos requisitos de idoneidad moral y política 
exigidos a los dirigentes (art. 7 de la Ley). 


La actividad de las asociaciones profesionales 
tiene como campo típico de explicación el de las 
relaciones colectivas del trabajo, donde tal acti- 
vidad se desarrolla de las formas ya citadas: 
estipulación de los contratos colectivos de tra- 
bajo, acción en las controversias colectivas del 
trabajo, intervención en las controversias indi- 
viduales, etc. La Ley sobre el Consejo Nacional 
de las Corporaciones abre, sin embargo, a estas 
actividades otro campo de acción, relativo a las 
relaciones económicas entre las categorias repre- 
sentadas. En estas relaciones, las categorias no 
se consideran ya en cuanto que son antagonis- 
tas, sino solidarias en determinadas materias 
(art. 12, n. 3, de la Ley del 20 de marzo de 1930, 
y art. 9 de la Ley del 5 de febrero de 1934), en 
relación con las cuales pueden hallar, por tanto, 
el camino de un acuerdo, bien al través de las 
corporaciones, o por conducto de las asociacio- 
nes interesadas (salvo, en este caso, la apro- 
bación de la Corporación, allí donde exista). 
Otras misiones que sobrepasaban el campo de 
acción de las relaciones del trabajo estaban ya 
previstas para las asociaciones profesionales en 
el art. 4 de la Ley: “Los estatutos pueden esta- 
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blecer la organización... de instituciones que 
tengan por finalidad el incremento y la mejora 
de la producción, de la cultura y del arte nacio- 
nal”; y en la Dec. IV de la Carta del Trabajo: 
“Las asociaciones profesionales legalmente reco- 
nocidas mantendrán la disciplina de la produc- 
ción y del trabajo y promoverán su perfeccio- 
namiento”; y, además, en la Dec. VIII: “Las 
asociaciones profesionales de patronos tienen la 
obligación de promover por todos los medios el 
aumento y el perfeccionamiento de la producción 
y la reduceión del coste.” 

Una tercera misión—característica-—cumplen 
las organizaciones sindicales fascistas: la de la 
asistencia. La asistencia es una forma indirecta 
de tutela profesional, y, como tal, accesoria en 
las otras funciones sindicales. Nuestro sistema 
ha colocado, por el contrario, en primer plano 
esta obligación, considerândola esencial a los 
fines de la ordenación. La importancia que se le 
atribuye resulta del hecho de que, a los fines del 
reconocimiento, se requiere de las asociaciones 
la prueba de una efectiva actividad desarrollada 
en el campo de la asistencia, y del hecho de 
que las contribuciones para la asistencia están 
incluídas entre los gastos obligatorios de las 
asociaciones profesionales, 

Hemos hablado incidentalmente del control 
ejercido sobre las asociaciones unitarias, ya sez 
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por las asociaciones de grado superior, o por 
los organismos del Estado o por su delegación 
en las mismas asociaciones de grado superior, 
control es, en tal caso, confiado a los Consejos 
Directivos, salvo la facultad, dejada al Ministro 
o al Prefecto, de ejercer un control suplemen- 
tario por medio de investigaciones o de inspec- 
ciones. Dados los poderes concedidos a las aso- 
ciaciones y la importancia de los fines que per- 
siguen, la legislación sindical se reserva respec- 
to a las mismas un amplio control, bajo la forma 
de vigilancia, en su sentido lato, sobre el fun- 
cionamiento general, o en forma de tutela en 
lo que se refiere al control de los actos de mayor 
importancia (balances, actos que implican mu- 
danzas patrimoniales, organización del personal, 
y otros citados en el art. 30 del Reg.). El control 
se refiere, tanto a las personas (aprobación de 
directivos, revocación o substitución de los mis- 
mos por comisarios, seleceión de los Consejos 
Directivos), como a los actos (facultad de ejer- 
cer investigaciones o inspecciones, anulación de 
Jas deliberaciones contrarias a las Leyes, regla- 
mentos, estatutos o finalidades esenciales de la 
entidad y cumplimiento de los actos necesarios 
que hubieran sido omitidos). Aunque—bajo la 
modalidad de la tutela—el control se ejerce so- 
bre todas las actividades de la asociación, se 
ha hablado de un control todavia más intenso 
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y de una mayor publicidad en materia de gestión 
financiera. En este aspecto, se ha dispuesto ya 
para las Confederaciones, cuyos ces son 
presentados, con datos resumidos, arlamento. 





H.—órganos de carácter corporativo 


MINISTERIO DE LAS CORPORACIONES.— OFICINAS 
PROVINCIALES DE ECONOMÍA CORPORATIVA— 
INSPECCIÓN CORPORATIVA.—OFICINAS DE COLO- 
CACIÓN.—CoMITÉS INTERSINDICALES.—CONSEJO 
NACIONAL DE LAS CORPORACIONES.—CORPORA- 
CIONES.—CONSEJOS PROVINCIALES DE ECONO- 
MÍA CORPORATIVA. 


Estos organismos merecen un examen de con- 
junto, porque, en su complejidad, que aspira a 
ser orgánica, representan el elemento nuevo y 
característico de la ordenación. 

Los organismos de estructura sindical, aun- 
que, al través del reconocimiento, han obtenido 
la posibilidad de conciliar ciertos intereses diver- 
gentes, no pueden poner en práctica la regla- 
mentación unitaria de las fuerzas económicas. 
Por otra parte, como ya hemos visto, la organi- 
zación sindical existía, aunque en diversa forma, 
antes de la ordenación fascista, cuando todavia 
no había huellas de la organización corporativa, 
a la que el Régimen debia aspirar. 
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Cierto es que estaba abriéndose camino la 
idea de que la coordinación de las fuerzas pro- 
ductivas en el âmbito nacional fuese más econó- 
mica que la recíproca concurrencia, y la con- 
vieción de que la intervención estatal sería opor- 
tuna, e incluso necesaria, en los casos de coyun- 
tura desfavorable: desastres financieros, cierre 
de los mercados de salida, competencia extran- 
jera. No se llegaba antes de la ordenación fas- 
cista ni durante un buen período de esta fase 
sindical hasta admitir la legitimidad jurídica y 
la oportunidad económica de un sistema produe- 
tivo completamente organizado bajo la égida del 
Estado, 

Sin embargo, del hecho de las reiteradas e 
invocadas intervenciones estatales hubiera sido 
fácil sacar la conclusión de que Ia multiplicación 
de ciertas medidas inmiscuye al Estado tan pro- 
fundamente en la actividad económica de un 
país, que una intervención orgânica, ejercitada 
por organismos de su directa administración, 
no debe resultar tan nuevo que asombre, ni tan 
peligroso que pueda causar temores. Pero como 
sólo una minoría de ciudadanos habia sabido 
sacar de la observación de los hechos su conclu- 
sión lógica, el paso a la fase corporativa (reali- 
zado con la institución de mayores y más im- 
portantes organismos, a los que nos referiremos) 
no ha dejado de produeir asombro ni temores de 
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que resultara imposible obtener resultados eco- 
nómicos positivos mediante una organización de 
la que era jefe el Estado. 

Notemos, sin embargo, que si la continuidad 
de la intervención del Estado en el campo de la 
economia, por presión de los individuos intere- 
sados, puede dar una justificación práctica a la 
ordenación corporativa de la economía y un ar- 
gumento para tranquilizar a los más temerosos, 
no debe olvidarse que la construcción no es una 
consecuencia de la crisis, sino un orden estable- 
cido, surgido de la elaboración original, de al- 
gunos aspectos básicos de la civilización con- 
temporánea, ereado por exigencias permanentes 
de la producción moderna tal como se presenta- 
ta a los ojos del legislador fascista antes de la 
crisis; es decir, al tiempo de la Ley sindical 
(1926) y de la Carta del Trabajo (1927), prece- 
dentes ambos al fatídico 1929, que había de ver 
estallar la crisis. 

Entre los organismos indicados, algunos—Cor- 
poraciones, Consejo Nacional de las Cornora- 
ciones, Ministerio de las Corporaciones-—forman 
parte de la administración directa del Estado, 
Y representan la escala jerárquica mediante la 
cual la voluntad de los interesados en Jos diver- 
soso problemas económicos, se transforma en 
voluntad del Estado y asume fuerza de ley, o 
bien interviene para proporcionar los elementos 
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para la reglamentación unitaria de que depende 
el desenvolvimiento armónico de la economia na- 
cional. En la periferia, la acción de estos orga- 
nismos centrales es trasmitida o ejercitada por 
las Oficinas y por los Consejos provinciales de la 
Economía Corporativa, mientras que las Ofiei- 
nas de Colocación, la Inspección Corporativa y 
los Comités Intersindicales (estos últimos no son 
órganos del Estado, sino del partido) cumplen 
misiones especiales relativas a la organización 
e integridad del sistema. El complejo de dichos 
organismos constituye la urdimbre, que se pue- 
de decir completa (aunque falten todavia al- 
gunas partes por coordinar), de la ordenación 
corporativa, su elemento objetivo. Sin embargo, 
su funcionamiento está influído notablemente 
por el elemento subjetivo, es decir, por la acti- 
vidad de los individuos que constituyen los cua- 
dros de la organización o que pertenecen de al- 
gún modo a la misma: el valor de esta influencia 
no es comprendido siempre; tanto es así, que es 
a la parte corporativa de la ordenación, más que 
a la sindical, a la que se acusa—como ya hemos 
visto—de no dar importancia al individuo o de 
limitar subrepticiamente sus posibilidades de 
acción. 

La participación voluntaria y consciente de 
los individuos asume, en la ordenación corpora- 
tiva, una importancia preeminente, y muchas de 
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las actuales y lamentadas imperfecciones son 
debidas precisamente al egoísmo o incompren- 
sión de los individuos (probablemente, reforza- 
das con egoísmos o incomprensiones de catego- 
ría y con el fin de disfrutar en beneficio propio 
las posibilidades ofrecidas en la ordenación). 
Esto constituye, sin duda, un inconveniente, el 
cual, sin embargo, no es específico del sistema 
actual sino propio de toda ordenación humana, 
porque ordenación humana quiere decir intere- 
ses individuales, que tienden a prevalecer con 
daãio de los colectivos, interés presente, que tra- 
ta de subordinar el del futuro, egoísmos adscri- 
tos a intereses consolidados, que obstaculizan la 
marcha hacia la mayor ventaja común. Y como 
ningún sistema humano puede prescindir de la 
voluntad de los individuos de agruparse, volun- 
tad nacida de los egoismos que tienden a soste- 
nerlo en las posiciones tradicionales, y la má- 
xima perfección para una ordenación consiste 
en saber excitar la voluntad y plegar los egoís- 
mos; al primer fin se tiende educando en el in- 
dividuo la “consciencia corporativa”, la cual no 
es más que la expresión de la “altísima tensión 
ideal” sefialada por el Duce entre los requisitos 
necesarios para poner en práctica el corporati- 
vismo; el segundo fin se alcanza con una con- 
traposición de tareas y de controles de la que 
surja, casi automáticamente, el interés que le- 
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va la denominación abstracta de interés nacio- 
nal. El método seguido en la elaboración de la 
ordenación ha sido el experimental, y el criterio 
básico del Legislador, el de no dificultar con 
disposiciones demasiado rígidas los posibles des- 
arrollos, de forma que deje espacio a las coor- 
dinaciones y complementos que la práctica indi- 
que oportunos. 

Entre los organismos esenciales, el primero en 
surgir fué el Ministerio de las Corporaciones. 
Sus atribuciones, en el campo sindical, están 
definidas en el art. 1 del Decreto constitutivo 
(Real Decreto 2 de julio de 1926): “El Ministro 
de las Corporaciones y, bajo su dirección, los 
prefectos de la provincia ejercen todas las fun- 
ciones de organización, coordinación y control, 
concedidas al Gobierno en la Ley del 3 de abril 
de 1926 y en las relativas normas para su cum- 
plimiento.” Las funciones sefialadas en tal dis- 
posición comprenden el control sobre la activi- 
dad de las asociaciones profesionales (con las 
instituciones complementarias) y de las Corpo- 
raciones (todavia no constituídas, pero indicadas 
en la Ley y en el Reglamento), la publicación 
de los contratos colectivos de trabajo, la inter- 
vención en las controversias colectivas del tra- 
bajo, etc. Todas estas misiones de naturaleza 
principalmente sindical, que deben ser integra- 
das con otras misiones implicitamente atribuídas 
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al Ministerio por la definición dada por el Jefe 
del Gobierno en ocasión de su instalación (31 de 
julio de 1926): “El Ministerio de las Corpora- 
ciones es el organismo por el cual, en el centro 
y en la periferia, se realiza la corporación inte- 
gral; se sitúa el equilibrio entre los intereses y 
las fuerzas del mundo económico y social,” Tal 
definición sobrepasa. evidentemente las misiones 
sindicales de la Ley y del Reglamento, las buro- 
cráticas de los organismos de simple adminis- 
tración del Estado, y hace del Ministerio el or- 
ganismo supremo en la nueva organización pro- 
ductiva nacional en el puesto de las corporacio- 
nes, ya delineadas conceptualmente, pero cuya 
realización estaba aún lejana. 

En efecto; un decreto posterior del Jefe del 
Gobierno (8 de mayo de 1927), definiendo parti- 
cularmente las funciones del Ministerio, conce- 
de a éste las siguientes atribuciones: inter- 
vención en las escuelas de carácter sindical y 
corporativo, actuar en la propaganda de los 
principios corporativos, coordinar los datos in- 
herentes a la producción y al trabajo provenien- 
tes de varios conductos, disponer y promover la 
legislación sindical. Las tareas del Ministerio 
aumentan tras la disolución del Ministerio de la 
Economía Nacional (1929), del cual pasaron al 
Ministerio de las Corporaciones las atribuciones 
que tenía en materias de industria y de comercio - 
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(Direcciones Generales del Comercio y de la 
Política económica, de la Industria y de la Mine- 
ria, del Trabajo, de la Previsión y del Crédito; 
con los consiguientes organismos consultivos, 
deliberativos y ejecutivos). El Ministerio de las 
Corporaciones obtuvo así la posibilidad genérica 
de poner en marcha la coordinación general poli- 
tica (entendiendo esta expresión como la unidad 
de dirección para conseguir el fin que persigue 
la nación al través de las múltiples manifesta- 
ciones de su actividad) entre asociaciones pro- 
fesionales, o entre las asociaciones, las corpo- 
raciones y el Estado; pero también una posibi- 
lidad más específica relativa al ajuste unitario 
y orgánico que había de darse a la política eco- 
nómica nacional. 

Los problemas de ordenación corporativa, con- 
fiados al Ministerio, presentan la particularidad 
de no ser sólo económicos, sino también morales 
y políticos: como tales van incluídos en la com- 
petencia de todos los Ministerios, pero al Minis- 
terio de las Corporaciones compete una labor 
de coordinación, con el fin de dar a cada una 
de las materias una dirección unitaria y orgá- 
nica. Para estas atribuciones políticas y econó- 
micas, cuyo alcance es a menudo más general 
que parcial, el Ministerio de las Corporaciones 
se diferencia de los otros organismos de la ad- 
ministración directa, y asume una posición cons- 
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titucional de centralización que se aúna a la de 
la Presidencia del Consejo. 

La composición y las funciones del Ministerio 
son reguladas (además del Decreto constitutivo) 
por numerosos decretos, entre ellos el R. D. del 
17 de marzo de 1927, D. M. 8 de mayo de 1927, 
Real Decreto de 19 de mayo de 1927 y R. D. 27 
de octubre de 1929. De su conjunto resulta que, 
además de los servicios ya confiados al Ministe- 
rio de Economia Nacional, y de las funciones 
ya indicadas que le incumben en materia cultu- 
ral y de propaganda, corresponde al Ministerio 
de las Corporaciones el control en la actividad 
de las asociaciones profesionales, en forma de 
aprobación de directivos, depósito y publicación 
de los contratos colectivos y promulgación de 
las deliberaciones de las Corporaciones. La fun- 
ción de intervención en las desavenencias colec- 
tivas del trabajo, ha pasado, en cambio, a las 
corporaciones correspondientes, con arreglo a la 
Ley del 5 de febrero de 1934. 

Las funciones del Ministerio están actualmen- 
te distribuídas entre cinco Direcciones Gene- 
rales y una Oficina Autónoma, de la siguiente 
manera: 


1) Dirección General del Secretariado del 
Consejo Nacional de las Corporaciones y Asun-. 


tos Generales. 
+ 
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2) Dirección General de las Asociaciones 
Profesionales. 

3) Dirección General de Trabajo, Asistencia 
y Previsión. 

4) Dirección General de la Industria. 

5) Dirección General del Comercio. 

Oficina Autónoma de vigilancia sobre Seguros 
y Capitalizaciones. 


De las tres primeras Direcciones Generales 
forman parte las siguientes dependencias: 

Secretaría de las Corporaciones Generales (las 
Secciones del Consejo Nacional de las Corpora- 
ciones de categoria), que vigila la ejecución de 
las deliberaciones de las corporaciones y la re- 
cogida de los ejercicios locales asegurados en los 
Consejos Provinciales de Economia Corporativa; 

Servicio Central de las Oficinas y de los Con- 
sejos Provinciales de la Economia Corporativa, 
que ejerce el servicio de inspección sobre los 
mismos y el examen de los reglamentos y de las 
gestiones especiales; 

Negociado de asuntos generales, vigilancia y 
tutela, que vigila la actividad de las asociacio- 
nes profesionales, movimiento de socios y de 
representantes; 

Negociado de control en las gestiones econó- 
mico-financieras de las asociaciones sindicales, 
que examina los balances, la recaudación. el 
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pago de las contribuciones sindicales, y ejerce 
la inspección de la contabilidad; 

Negociado de relaciones del trabajo, que vigi- 
la la estipulación de los contratos colectivos, 
cumplimiento de lo contractuado e interviene 
en las desavenencias colectivas; 

Negociado de legislación del trabajo, que vigi- 
la las instituciones de tutela del trabajo, ejerce 
et control jurídico y el examen formal de los 
contratos colectivos, controla las emigraciones 
y las oficinas de colocación; 

Negociado de mutualidad y cooperación, que 
vigila las entidades corporativas y las Cajas 
Mutuales creadas por las asociaciones profesio- 
nales; 

Negociado de previsión social, que ejerce la 
vigilancia financiera en los Institutos de Seguros 
Sociales y de Previsión y en la Inspección Cor- 
porativa regional. 

El Ministerio de las Corporaciones posee otros 
muchos cuerpos consultivos (algunos que ya 
existían, otros instituídos por el R. D. del 17 de 
marzo de 1927), entre los que recordamos la 
Comisión consultiva las contribuciones sin- 
dicales, la Comisión consultiva acerca de las 
gestiones sindicales, el Consejo Superior de Mi- 
nería, la Comisión permanente de estudios acer- 
ca de las relaciones colectivas de trabajo y pu- 
blicación de estudios y revistas, etc. Por medio 
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de esta última Comisión, el Ministerio de las 
Corporaciones se ha convertido en parte activa 
en la obra de difusión de la idea corporativa y 
en el estudio de los diversos aspectos de la 
misma, 

El presupuesto del Ministerio de las Corpora- 
ciones está dividido en dos partes: “el presu- 
puesto estatal” (a cargo del presupuesto general 
del Estado) del cual dependen los gastos estric- 
tamente administrativos—locales, personal, fun- 
cionamientos de oficinas, ete.—y el fondo espe- 
cial constituído con el cobro del 10 por ciento 
sobre las contribuciones sindicales obligatorias, 
previsto en el art. 26 del Reglamento. La gestión 
de este fondo está regulada. por el Decreto del 4 
de marzo de 1931 y ha sido mantenida separada 
del presupuesto del Estado, porque es distinto 
su origen y distinto el empleo de los mismos, 
que está esencialmente destinado a hacer frente 
a los gastos particulares que la Ley del 3 de 
abril, el Reglamento del 1 de julio y otras nume- 
rosas disposiciones legislativas, ponen a cargo 
del Ministerio de las Corporaciones (Contribu- 
ción a las Obras Nacionales, Cruz Roja Italiana, 
Patronato Nacional, Instrucción Profesional, 
Comisariado de Emigraciones Internas, Oficinas 
de Colocación, etc.). 

La acción ejercida en el centro por el Minis 
terio de las Corporaciones, está reservada al 





LA ORDENACION CORPORATIVA 101 





Prefecto por lo que respecta a la periferia (ar- 
tículo 1 eit.). Pero para mejor asegurar la adhe- 
sión de ésta a las directivas del Ministerio y 
para recoger en los âmbitos de la provincia las 
Oficinas dependientes del mismo, han sido con- 
servadas las Oficinas Provinciales de Economía, 
organismos del suprimido Ministerio de Etono- 
mia Nacional, transformândolas en Oficinas Pro- 
vinciales de la Economía Corporativa. Reguladas 
por el T. U. aprobado por R, D. de 20 de sep- 
tiembre de 1934, estas Oficinas constituyen or- 
ganismos descentrados de la administración pú- 
blica, y están, por tanto, privados de persona- 
lidad jurídica. Su personal depende directamente 
del Ministerio de las Corporaciones, pero los 
gastos correspondientes están a cargo de los 
Consejos Provinciales de Economía Corporati- 
va, dado que las Oficinas mencionadas funcio- 
nan como Secretarias de los propios Consejos, 
asegurando así el enlace de la actividad de 
éstos con la actividad de la administración pú- 
blica. 

A Jos fines de centralización de los organismos 
locales dependientes del Ministerio de las Cor- 
poraciones está establecido que los organismos 
locales de tal naturaleza, que tengan su sede en 
Jas capitales de provincia, pueden fundirse con 
las Oficinas o agregarse a ellas, mientras que 
los situados en otras partes pueden quedar bajo 
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la dependencia de las Oficinas como secciones 
separadas. 

Las funciones de las Oficinas consisten en 
recoger los datos que reflejan el movimiento 
económico y social de la provincia y en numero- 
sas atribuciones de distinto origen. Estas son 
relativas a los dibujos y modelos de fábrica. 
marcas y signos distintivos; certificados de ori- 
gen de las mercaderías; compilación de tarifas 
y listines de precios; compilación y ordenación 
del registro de Compaíiias que ejerzan una acti- 
vidad industrial, comercial o agrícola en la cir- 
cunscripción, etc. 

La Inspección Corporativa ha substituído las 
otras formas de inspeceión vigentes para la 
industria y el trabajo, tendiendo a limitar el 
inconveniente material y psicológico de la plu- 
ralidad de entidades inspectoras. Es un órgano 
especial del Ministerio de las Corporaciones, 
compuesto por una Inspección Corporativa Cen- 
tral, con sede en el Ministerio, y de Oficinas 
regionales. Es, por tanto, un organismo de la 
administración directa del Estado, con sistema 
descentralizado. Además de las atribuciones 
concedidas por leyes, reglamentos o normas del 
Consejo Nacional de las Corporaciones, la Ins- 
pección Corporativa ha recibido de la Ley del 
16 de junio de 1932 las atribuciones siguientes: 

Una competencia exclusiva en la vigilancia de 
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la aplicación de las normas de trabajo, asisten- 
cia y previsión social, que las leyes adscriben a 
organismos del Ministerio de las Corporaciones 
o a entidades dependientes del mismo; 

Vigilancia de la ejecución de los contratos 
colectivos de trabajo y normas equiparadas; 

Vigilancia en el funcionamiento de las activi- 
dades de previsión, asistencia e higiénico-sani- 
tarias, en favor de los trabajadores; 

Recoger todas las noticias e informaciones re- 
queridas por el Ministerio de las Corporaciones 
o por la Magistratura del Trabajo acerca de las 
condiciones y del desarrollo de la producción 
nacional y de las diversas actividades produc- 
tivas; 

Cumplimiento de relevos, investigaciones y 
encuestas encargadas por el Ministerio de las 
Corporaciones. 

En el âmbito de su competencia, las atribucio- 
nes de la Inspección tienen carácter de funcio- 
nes de policia judicial, y aquellos que no se 
atengan a las legítimas demandas de los inspee- 
tores, son sancionados. Así, por dar intenciona- 
damente noticias inexactas o incompletas, o por 
no haberlas dado, pueden ser multados hasta 
con 3.000 liras; mientras que, por no observar 
las disposiciones legales dadas por los inspec- 
tores, están previstas multas hasta de dos mil 
liras. En caso de falta de observancia de las dis- 
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posiciones de la Ley, cuya vigilancia compete 
a la Inspección, ésta tiene la facultad de advertir 
al patrono, fijândole un plazo para ponerse en 
regla. En materia de previsión de infortunios, 
las disposiciones dadas por los inspectores son 
de ejecución inmediata. Los gastos inherentes 
a la inspección corren a cargo del Estado, sólo 
en la medida prevista para las inspecciones que 
fueron suprimidas al ser creada la Inspección 
Corporativa. Los gastos excedentes son abona- 
dos con contribuciones a cargo de los Institutos 
de Seguros Sociales, empresas industriales y 
agrícolas sujetas al pago del seguro de infor- 
tunios en la medida establecida por decreto del 
Ministerio de las Corporaciones, y eventualmen- 
te con una contribución a cargo del fondo es- 
pecial de las Corporaciones. 

Los Comités Intersindicales han sido creados 
como instituciones de hecho. Su oportunidad 
ha sido sugerida por la vida práctica, la cual ha 
determinado también sus atribuciones, 

El primero en surgir fué un Comité Intersin- 
dical Central creado durante las reuniones de 
patronos y de obreros por iniciativa del Secre- 
tario del Partido y con el fin de examinar las 
cuestiones a que daba lugar la aplicación de la 
ordenación sindical. Por su composición (repre- 
sentantes de las supremas organizaciones sin- 
dicales presididos por el Secretario del Partido 
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y más tarde por el Jefe del Gobierno) y por su 
finalidad (resolver los problemas iriherentes a la 
producción sobre un plano superior al de cada 
uno de los interesados) este Comité se puede 
considerar como una especie de anticipación 
embrionaria del Consejo Nacional de las Cor- 
poraciones. Vistos los buenos resultados obte- 
nidos mediante la acción de coordinación entre 
la actividad económica y la política, fueron ins- 
tituídos en el afio 1927 los Comités Intersindi- 
cales Provinciales. Disciplinados primeramente 
por Circular del Secretario del Partido (2 de 
agosto de 1927) y después por el Gran Consejo 
Fascista (que dió por válidos los acuerdos, salvo 
la ratificación del Ministerio de las Corporacio- 
nes), fueron, por fin, regulados por una Circular 
ministerial de fecha 14 de enero de 1930. 

Los Comités Intersindicales han ejercido la 
primera forma de actividad corporativa, consa- 
grándose a la resolución de muchos problemas 
importantes a los fines de la economía nacional, 
como la rebaja de los salarios, la adaptación de 
los precios a la cuota 90, ete. Por otra parte, 
han facilitado, además, los primeros pasos de 
la nueva ordenación al interesarse en la conclu- 
sión de los contratos colectivos, en la resolución 
de las desavenencias, y sobre todo, elemento psi- 
cológico de notable importancia en la compren- 
sión entre los órganos de acción económica y 
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los de acción política, comprensión que, en la 
cumbre de la ordenación, con el nombramiento 
del Jefe del Gobierno (Jefe también del Partido) 
como Presidente del Comité Corporativo Cen- 
tral. Sin embargo, una vez constituídos los ór- 
ganos corporativos, propios y verdaderos, sur- 
gieron muchas incertidumbres en lo que respecta 
a los Comités Intersindicales, y se pensó unirlos 
con los Consejos y con las Oficinas Provinciales 
de Economía Corporativa. Pero únicamente el 
Comité Intersindical Central fué transformado 
(Ley del 20 de marzo de 1930) en Comité Cor- 
porativo Central, órgano del Consejo Nacional 
de las Corporaciones, Los Comités Intersindica- 
les Provinciales han sido conservados como ar- 
ganismos del Partido, con la siguiente composi- 
ción: Secretario Federal (presidente), represen- 
tantes legales de las Asociaciones Profesionales 
de la provincia, Viceprefecto y Administrador 
Provincial de la Entidad Nacional de la Coope- 
ración. 
Sus atribuciones normales son: 


Vigilancia general política en la actividad de 
las asociaciones profesionales; 

Vigilancia en la estipulación de los contratos 
colectivos; 

Intervención en la solución de las controver- 
sias de trabajo; 
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Elaboración de iniciativas en el campo de la 
producción y de la asistencia; 

Control en el licenciamiento de los dirigentes 
sindicales. 

Las Oficinas de Colocación fueron creadas en 
el ano 1928 (RR. DD. del 29 de marzo y 6 de 
diciembre de 1928, modificados con RR. DD. del 
9 de diciembre de 1929, números 2.333 y 2.393) 
y recientemente con R. D. del 18 de octubre de 
1934. Realizaban lo deliberado en la Convención 
Internacional de Wáshington (creación de ofici- 
nas de colocación gratuitas y públicas), asumien- 
do el compromiso contraído por Italia con la 
ratificación de la misma. Dadas las repercusiones 
que la función de colocación puede tener en el 
campo social y en el económico, nuestra orde- 
nación Ia considera función pública y atribuye 
al Estado su monopolio sobre la base de Jos si- 
guientes principios: 

Los órganos encargados de la colocación ope- 
raria son organismos del Estado regulados por 
normas que emanan del propio Estado; 

La composición de las Comisiones antepuestas 
a las oficinas de colocación es proporcional, y 
la obra que realizan, gratuita. 

Es obligatorio utilizar el trâmite de estas ofi- 
cinas, para la admisión del obrero. 

Estos principios son el resultado de la direc- 
ción seiialada en esta materia en la parte TI de 
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la Carta del Trabajo, donde se dice que el fe 
nómeno de la ocupación y de la desocupación 
es “índice sumario de las condiciones de la pro- 
ducción del trabajo” (Dec. XXII) ; que las ofici- 
nas “están constituídas con base proporcional 
bajo el control de los órganos corporativos del 
Estado” (Dec. XXIIT) Y que “las asociaciones 
profesionales tienen la obligación de ejercer una 
acción selectiva entre los trabajadores, encamina- 
da a elevar cada vez más su capacidad técnica y 
su valor moral” (Dee. XXTV). Las ventajas de la 
organización pública frente a la organización 
libre no necesitan demostración, habiendo sido 
reconocidas desde la época de la Conferencia 
de Wáshington. No obstante, la primera elabo- 
ración integral de la materia, realizada en Italia 
por los Decretos de 1928 y 1929, ha hecho lamen- 
tar algunos inconvenientes debidos a la plura- 
lidad de las oficinas, que obraban cada una de 
elas por cuenta propia en la misma zona. Para 
eliminar tales inconvenientes, se promulgó, des- 
pués de largas polémicas, el citado Decreto del 
18 de octubre de 1934, Con arreglo a éste, las 
oficinas de colocación deben constituirse, por 
Decreto del Ministerio de las Corporaciones, en 
número de una por provincia, con sede junto a 
los Consejos Provinciales de Economía Corpo- 
rativa, La Oficina Provincial está dividida en 
Secciones profesionales (que tienen su sede jun- 
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to a las respectivas asociaciones sindicales de 
trabajadores) y está dirigida por una comisión 
proporcional de representantes de las asociacio- 
nes profesionales interesadas, presididos por el 
Secretario Federal. Todos los empleados y fun- 
cionarios de la Oficina y de las Secciones tienen 
un único dirigente, nombrado por el Ministerio 
de las Corporaciones a propuesta de la Comisión. 
Este único dirigente asegura al fenómeno de la 
colocación unidad de dirección en el âmbito pro- 
vincial, siguiendo las directivas del Prefecto (en 
calidad de Presidente del Consejo Provincial de 
la Economía Corporativa) y las del Ministerio 
de las Corporaciones en lo que respecta a la 
gestión administrativa y técnica de la Oficina, 
mientras que en lo que respecta a la marcha 
sindical de las Oficinas, está sometido al Secre- 
tario Federal (en su calidad de Presidente de la 
Comisión Directiva). En particular, correspon- 
den al dirigente las siguientes funciones: j 

Dar a los empleados de las secciones, disposi- 
ciones acerca de la repartición de las demandas 
de mano de obra; j 

Disponer las eventuales instrucciones de un 
mismo trabajador en varias secciones; j 

Dirigir la marcha administrativa y vigilar la 
técnica de cada una de las secciones, lo mismo 
que la recogida y ordenación de los datos esta- 
dísticos de la desocupación; 
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Formular eventuales propuestas de simplifi- 
Sación y más razonable estructura de las ofi- 
cinas. 

La organización resultante del citado Decreto 
facilita la unidad de misión y de acción en el 
mercado nacional de la mano de obra, pero com- 
porta también obligaciones cuya naturaleza pro- 
viene directamente del carácter Público recono- 
cido a la función de colocación: obligación del 
trabajador de inscribirse en la oficina de colo- 
cación y presentar el carnet de trabajo en los 
casos en que esté así dispuesto (art. 8 de la Ley 
de 10 de enero de 1935) acerca del carnet del 
trabajo; obligación del patrono de utilizar ma- 
no de obra por el trâmite de las oficinas; obli- 
gación para ambos de denunciar el respectivo 
despido o vuelta al trabajo dentro de los cinco 
días de haberse realizado. La violación de tales 
obligaciones lleva emparejadas sanciones pena- 
les bajo forma de multas, que varían, para los 
patronos, de 50 a 200 liras por cada obrero des- 
pedido, cuyo despido no ha sido declarado, y de 
50 a 300 liras por cada obrero tomado ilegal- 
mente; para el trabajador, la multa puede al- 
canzar un máximo de 200 liras, en caso de falta 
de inscripción, y de 300 en el caso de ser tomado 
ilegalmente. 

El primer método, en lo que se refiere a la 
colocación, preveía la selección del obrero, por 
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parte del patrono, en los censos compilados por 
las secciones, teniendo en cuenta como títulos 
de preferencia: inscripción en el Partido, ins- 
cripeión en los Sindicatos, cualidad de ex com- 
batiente. Tal facultad de selección ha dado lu- 
gar a vivas polémicas por parte de aquellos que 
creian que se operaba una inútil ingerencia, por 
parte de los patronos, en los poderes discrecio- 
nales concedidos al funcionario encargado de 
ocupar la mano de obra inactiva. La disputa ha 
sido resuelta en el terreno político por delibe- 
ración del Gran Consejo Fascista y se ha tra- 
ducido en algunas directivas que el Ministerio 
de las Corporaciones ha transmitido a las Con- 
federaciones (marzo 1935). Las Confederacio- 
nes para las que funcionan las oficinas provin- 
ciales de colocación (Agricultura, Industria y 
Comercio) son invitadas a disciplinar la facultad 
de selección con el contrato colectivo: pero las 
directivas ministeriales declaran que la facultad 
de selección se concede, en la agricultura, única- 
mente para los obreros especializados, en la in-* 
dustria, para los obreros calificados y especia- 
lizados, y en el comercio, únicamente para los 
empleados que desempefian cargos de confianza: 
en todo caso, se ha fijado un porcentaje máximo 
de trabajadores que pueden ser escogidos con 
arreglo a la selección patronal. ; 
Pero el examen de las disposiciones legislati- 
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vas no basta para justificar la clasificación de 
las oficinas entre los organismos de carácter 
corporativo, si no nos elevamos al espíritu que 
anima sus concretas medidas. Este espíritu está 
expresado en la Carta del Trabajo, donde el 
fenómeno de la ocupación y desocupación del 
obrero se declara: “índice sumario de las condi- 
ciones de la producción”; es decir, elemento que 
rebasa el interés de la categoria de la cual forma 
parte el trabajador desocupado, para influir en 
todo el campo productivo. Esta visión del fenó- 
meno impone no sólo la curación, sino también 
la profilaxis del fenómeno (a la que pueden con- 
tribuir las oficinas suministrando—a base de 
los datos recogidos y de las experiencias he- 
chas—las directivas acerca del encauzamiento 
del trabajo y la instrucción profesional) ; impo- 
ne también que la curación se efectúe sobre una 
base nacional, coordinândola con la actividad 
de las Comisarías de emigración, e impone, final- 
mente, un contacto continuo con todos los orga- 
nismos .encargados de la disciplina de la pro- 
ducción, ya que son ellos quienes deben tener 
en cuenta este “índice” en sus: deliberaciones. 
Otras tendencias nuevas se manifiestan también 
en el criterio adoptado para la colocación, sur- 
gido de consideraciones de orden social, las cua- 
les pueden hacer que se anteponga un obrero 
a otro. En este asunto, antes de llegar a las 
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directivas que hemos seialado y que todavia 
no están sancionadas por la Ley, se ha desarro- 
lado una larga lucha entre los partidarios de 
la libertad de selección por parte del que pro- 
porciona la colocación y los partidarios de con- 
ceder ul funcionario los más amplios poderes a 
fin de que pueda tener en cuenta las condiciones 
de familia, el tiempo que levan desocupados y 
otros elementos de juício que le permitan repar- 
tir el trabajo disponible con el máximo sentido 
de Justicia social. 

Los Consejos Sociales de Economia Corpora- 
tiva se remontan, bajo esta denominación, a la 
Ley del 18 de junio de 1931, que dió forma cor- 
porativa a los organismos existentes bajo el 
nombre de Consejos Provinciales de Economía, 
organismos en los cuales estaban centralizadas 
las atribuciones inherentes a las Câmaras de 
Comercio e Industria y a los Consejos Agrarios 
Provinciales. La modificación sufrida por estos 
organismos no se refiere solamente al nombre, 
sino que penetra en su estructura en cuanto que 
están llamados a formar parte de los mismos 

-en base paritaria—los representantes de las 
usociaciones profesionales de trabajadores inte- 
lectuales y manuales (lo que ya estaba anterior- 
mente previsto, pero en forma limitada y con 
carácter accesorio). Los Consejos se hallan, boy, . 
regulados por el T. U. aprobado por R. D. del 


“ 
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20 de septiembre de 1934, que los convierte en 
el único organismo de representación y tutela 
de la actividad productiva local. En el artículo 
2 del citado R. D. se dice, en efecto, que los 
Consejos Provinciales de Economia Corporativa 
“representan de modo unitario e integral los 
intereses de las actividades económicas de las 
respectivas provincias y aseguran y promueven 
su coordinación y su desarrollo en armonía con 
los intereses generales económicos de la Nación”. 
Los Consejos tienen su sede en cada capital de 
provincia y constituyen personas jurídicas de 
derecho público y organismos de la administra- 
ción indirecta del Estado, 

Sus atribuciones principales son: 

Promover la coordinación de la actividad de 
asistencia y de la actividad sindical en cuanto 
atafie al incremento y perfección de la produc- 
ción, y, en general, promover todas las iniciati- 
vas que tengan por fin el incremento de la pro- 
ducción y el mejoramiento de las condiciones 
económicas y sociales de la provincia, formulan- 
do propuestas relativas a este fin; 

Dar su opinión en materia de policia rural, 
costumbres cívicas, ferias y mercados, o —cuan- 
do sean requeridos—acerca de todas las cues- 
tiones relativas a la producción, al crédito, al 
ahorro, a la previsión social y a la instrucción 
profesional; 
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Ejercer en algunos casos, con arreglo a las 
condiciones y normas establecidas, funciones de 
tutela sobre entidades e institutos de carácter 
público de la provincia, que tengan por fin el 
incremento de la producción, crédito, ahorro, 
previsión social e instrucción profesional, ex- 
cluyendo únicamente las instituciones públicas 
de asistencia y beneficencia y las asociaciones 
profesionales, con las correspondientes entidades 
complementarias; 

Compilar los registros de los peritos y pesa- 
dores públicos, expertos y mediadores; 

Administrar las Bolsas de Comercio; 

Ejercer control sobre las oficinas de coloca 
ción; 

Proveer a las designaciones de ciudadanos 
destinados a actuar como expertos en las Ma- 
gistraturas del Trabajo o como asistentes en 
las Secciones del Trabajo; 

Compilar y examinar periódicamente las rela- 
clones de usos y costumbres comerciales y agra- 
rios de la provincia; 

Ejercer las funciones que la Ley y los regla- 
mentos especiales habfan atribuído a las anti- 
guas Câmaras de Industria y Comercio y Con- 
sejos Agrarios provinciales. 

Los miembros del Consejo son designados en 
número proporcional por las asociaciones pro-. 
fesionales reconocidas, actuantes en la provincia, 
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Pueden ser admitidas para la elección de con- 
jeros las instituciones y entidades públicas que, 
desarrollando su actividad en la provincia, re- 
presentan intereses económicos. relevantes. El 
nombramiento de los consejeros designados se 
hace por decreto del Prefecto, según la repar- 
tición numérica fijada por decreto del Ministerio 
de las Corporaciones. 

Los órganos del Consejo, son: Presidente, 
Vicepresidente, Comité de Presidencia, Consejo 
General, Secciones y Comisiones especiales per- 
manentes, eventualmente constituídas. Además, 
cada Consejo tiene un Colegio de Revisión. El 
Presidente del Consejo lo es, de derecho, el Pre- 
fecto; el Vicepresidente, lo mismo que los Presi- 
dentes y Vicepresidentes de las secciones que, 
en unión del Presidente, constituyen el Comité 
de Presidencia, son nombrados por Decreto del 
Ministerio de las Corporaciones y elegidos en 
forma que sea mantenida la representación pro- 
porcional entre patronos y obreros. Todos los 
cargos son gratuitos, duran cuatro afios y admi- 
ten reelección. El Comité de Presidencia compila 
el presupuesto y el balance y toma, en los casos 
de urgencia, las deliberaciones de competencia 
del Consejo y de las Secciones. 

El Consejo General está compuesto por los 
miembros del Comité de Presidencia, por los 
Consejeros de las Secciones y por miembros de 
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derecho, que tienen voto consultivo: inspector 
corporativo, inspector agrario, director de la 
Cátedra ambulante de Agricultura, comandante 
de la Milicia forestal, jefe de Ingeniería Civil 
y veterinario provincial. Pueden, sin embargo, 
ser Ilámados a participar con voto consultivo en 
cada una de las reuniones de los organismos del 
Consejo los dirigentes de las oficinas locales de 
las demás administraciones estatales o paresta- 
tales, o los expertos en la cuestión de que se tra- 
te, El Consejo General examina los presupuestos, 
delibera acerca de las cuestiones que le son so- 
metidas por el Ministerio de las Corporaciones 
o por otros Ministerios y sobre la constitución 
o participación en la administración, gestiones 
o servicios especiales. 

Las Comisiones especiales pueden ser consti- 
tufdas con miembros pertenecientes al Conse- 
jo, para regular materias que tengan carácter 
principalmente técnico o para asumir la admi- 
nistración de asuntos, gestiones o servicios es- 
peclales. Se constituyen por decreto del Ministro 
de las Corporaciones, 

El Colegio de Revisión está compuesto por 
consejeros seleccionados de tal forma, que re- 
sulten representadas todas las secciones y ase- 
gurada la representación proporcional. 

En cuanto a las Secciones, la Ley del 18 de 
abril de 1926 establece: “El Consejo funciona 
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por medio de sus Secciones” (art. 1). .fstas re- 
presentan, por tanto, el órgano normal de su 
funcionamiento. Su número, composición y com- 
petencia se establecen por decreto del Ministro 
de las Corporaciones. Pueden ser convocadas 
conjuntamente. Sus deliberaciones están siempre 
sujetas al visto bueno del Presidente. 

Como entidades autárquicas, los Consejos es- 
tán sometidos al control del Estado, control que 
asume la forma de tutela por parte del Minis- 
tro de las Corporaciones. Tal tutela se realiza 
mediante la aprobación de los presupuestos, de 
los reglamentos y de los más importantes actos 
de gestión. Además, está previsto un control ge- 
nérico sobre su actividad, control que puede le- 
gar hasta ordenar el cumplimiento de los actos 
estimados necesarios por ley, por reglamento 
o para conseguir los fines principales de la enti- 
dad y omitidos por ésta; a anular las delibera- 
ciones contrarias a las leyes, reglamentos y fina- 
lidades esenciales; a la disolución del Consejo, 
confiando sus funciones a una comisión compues- 
ta por el Prefecto y dos miembros, uno por los 
patronos y otro por los obreros. 

El patrimonio del Consejo está formado por 
rentas patrimoniales, derechos percibidos sobre 
certificados y actas expedidas, y sobre las ins- 
cripciones en los registros del Consejo, nor una 
contribución anual de los Institutos de Seguros 
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Sociales, algunos impuestos y sobreimpuestos, 
contribuciones voluntarias de los individuos y 
las entidades y, finalmente, del producto del la- 
mado impuesto del Consejo, que grava los rédi- 
tos procedentes de actividades comerciales, in- 
dustriales o agrícolas sujetas al impuesto de 
riqueza móvil y que actúan en el âmbito de la 
provincia. Para este impuesto ha sido fijada una 
alícuota máxima y establecida la exención de los 
réditos mínimos, 

El Consejo Nacional de las Corporaciones ha 
sido creado con arreglo al art. 4 del R. D. del 
1 de julio de 1926 como órgano consultivo del 
Ministerio de las Corporaciones para las cues- 
tiones relativas “a corporaciones diversas o a 
asociaciones pertenecientes a corporaciones dis- 
tintas” y “para las demás cuestiones que le sean 
sometidas por el Ministerio de las Corpora- 
ciones”. 

Aunque, sucesivamente, haya sido modificada, 
vor medio de decretos, su composición, al esta- 
blecer que formarán también parte del mismo 
un representante de la Entidad Nacional de las 
Corporaciones, el Secretario del Partido, un re- 
presentante de las asociaciones de funcionarios 
del Estado y de las demás entidades públicas 
(RR. DD. del 21 de abril y 14 de julio de 1927), 
el Consejo previsto en el afio 1926 no se ha . 
constituído nunca, ni ha habido razones para 
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que se constituyera, Se trataba, en efecto, de 
un órgano que resultaba fundamentalmente bu- 
rocrático, por la preponderante participación de 
los miembros de la Administración Pública, y 
privado de eficacia directa, porque le faltaba po- 
der jerárquico sobre las asociaciones sindicales 
y poder normativo en el campo de la economía. 
La constitución efectiva del Consejo no se rea- 
lizó hasta el afio 1930, y, precisando más, hasta 
la Ley del 20 de marzo, llamada de “Reforma 
del Consejo Nacional de las Corporaciones” por- 
que en realidad ha creado este organismo en su 
forma típica y eficaz, como instituto que con- 
ereta una nueva fase del desarrollo y, bajo cier- 
to aspecto, de cumplimiento de la organización 
económica fascista. Tal “Reforma” está apoyada 
en motivos de carácter corporativo, de carácter 
económico y de carácter político, que pueden 
resumirse así: 

Resolver el problema de la representación in- 
tegral de los intereses económicos nacionales 
mediante un organismo encuadrado en la orde- 
nación sindical-corporativa; 

Crear una institución verdaderamente eficaz. 
en cuanto que no sólo es administrativa y con- 
-sultiva, sino representativa y normativa; 

Forjar un instrumento adecuado para coordi- 
nar los sectores económico y político en el ám- 
bito del Estado; 


LA ORDENACION CORPORATIVA 121, 





Estos motivos resaltan claramente en las dis- 
eusiones en torno al proyecto de Ley yen las 
declaraciones a que su presentación ha dado 
lugar. Así, en el discurso del Ministro de las 
Corporaciones a la Câmara, el Consejo fué defi- 
nido como “Corporación integral” porque “re- 
sume y sintetiza todas las actividades produc- 
tivas del pueblo italiano”. 

“Con el Consejo Nhcional de las Corporacio- 
nes—se ha dicho—se forja el instrumento de 
un orden económico nuevo; nótese que es el 
instrumento y no el orden económico nuevo.” 
A este instrumento le corresponde realizar “la 
función del Estado fascista en la producción”. 
En su expresión típica y definitiva, tal función 
no será de intervención y'control, sino de coor- 
dinación y disciplina de las fuerzas de la pro- 
ducción, o, más exactamente, representará una 
nueva forma de intervención, que se ejerce, sí, 
por medio de un organismo del Estado, pero de 
un organismo sui géneris, porque está compuesto 
de representantes de los intereses a disciplinar. 

La discusión alrededor del proyecto de Ley, 
ha sido una de las más vivaces e interesantes. 
Ha durado cerca de dos afios y han participado 
ella el Gran Consejo Fascista (por tratarse 
de materia que tiene carácter constitucional con 
arreglo a la Ley de 1928), los Presidentes de las . 
Federaciones Nacionales (requerido su parecer 
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como representantes de las categoría encuadra- 
das sindicalmente), el Consejo de Ministros y 
las dos Cámaras, operândose así una vasta co- 
laboración de esfuerzos que modificó y amplió el 
proyecto original. En lo referente al Consejo, 
tal como está indicado en la Ley del 20 de marzo 
de 1930, habían de definirse dos clases de rela- 
ciones: 

a) Relaciones entre la organización sindical 
creada por la Ley del 3 de abril de 1926 y la 
organización corporativa sintetizada en el Con- 
sejo. La cuestión ha sido resuelta tomando la 
organización sindical como base para la reali- 
zación del principio de representación profesio- 
nal, y considerando en cambio al Consejo como 
un órgano que completa la misma organización 
en cuanto coordina sus exigencias con las exi- 
gencias del Estado; 

b) Relaciones con los órganos constitucio- 
nales, y particularmente con el Parlamento. En 
efecto, se habfa hablado del Consejo como de 
una asamblea corporativa que, de las funciones 
normativas en materia económica, habria podido 
pasar fácilmente a las legislativas, con lo que la 
Cámara de Diputados se habria convertido en su 
sucursal. A varios afios de distancia de la Ley 
en cuestión, no se ha producido ningún cambio 
en tal aspecto: también se ha declarado, en el 
afio 1934, que sólo en una fase ulterior se pro- 
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cederá a la Reforma constitucional. Recordemos 
a este propósito, cómo, no obstante las innova- 
ciones aportadas en materia electoral, el actual 
modo de elegir los diputados no es suficiente 
para transformar la Câmara en una Asamblea 
profesional; pero como, por otra parte, el prin- 
cipio de la representación política, llamada a 
actuar para fines siempre ultraprofesionales, 
difiere del principio de la representación profe- 
sional, llamada en el Consejo a exponer los in- 
tereses de categoria, que solamente en su última 
fase podrían llamarse intereses generales. 

En el estado actual de su organización, Câ- 
mara y Consejo no son, por tanto, intersubsti- 
tuíbles. Por lo que respecta a este último, ha sido 
afirmado explicitamente que su poder normati- 
vo no puede prescindir de las leyes del Estado, 
lo que es tanto como decir que hasta en su 
propio âmbito la norma corporativa está jerár- 
quicamente subordinada a las normas emanadas 
del Poder legislativo. 

Con la institución del Consejo, y con haberle 
conferido importantes funciones, no se ha ope- 
rado una substitución de competencias, sino una 
distribución de las mismas entre los organismos 
del Estado, que tienden a adherirse más estre- 
chamente cada vez, al terreno en que cada uno 
de ellos opera: el sindicato disciplina las acti- 
vidades profesionales de los individuos en fun- 
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ción de los intereses de categoría; la pareja de 
los sindicatos disciplina las relaciones profesio- 
nales entre los individuos en función del ramo 
de producción a que se refieren; el Consejo Na- 
cional de las Corporaciones disciplina las rela- 
ciones económicas entre las varias ramas de la 
producción, en función del bienestar económico 
nacional, y el Parlamento interviene en función 
de los intereses generales de la nación. Es decir, 
que, tanto en la realización concreta como en 
los principios ideales de la ordenación, el interés 
político nacional comprende y supera el interés 
del individuo y el de la categoría, del ramo de 
producción y de la producción misma conside- 
rada en su conjunto y sintetizada en el Consejo. 
Este no es, por tanto, órgano constitucional del 
Poder legislativo (si bien no en el sentido técnico 
empleado a propósito de las Asociaciones profe- 
sionales por los artículos 5 y 10 de la Ley de 
3 de abril), por cuanto sus miembros son desig- 
'nados por grupos colectivos de particular im- 
portancia para la vida nacional y que son la 
expresión de sus intereses. De tales miembros 
podemos hacer la siguiente clasificación: 
Presidente de las Confederaciones y miembros 
designados por los organismos superiores de las 
mismas conforme al art. 8 de la Ley y a la tabla 
aneja de la misma; 
Miembros designados según normas del Esta- 
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tuto de las Asociaciones entre los empleados del 
Estado y de la Entidad Nacional de la Coope- 
ración; 

Miembros de derecho; 

Expertos en cuestiones económicas y corpora- 
tivas (en número de diez). 

Para ser miembro del Consejo se requieren 
los mismos requisitos que para la elección a 
diputado, La cualidad de miembro se reconoce 
por Decreto Real, a propuesta del Jefe del Go- 
bierno, y comporta la prestación del juramento. 
Los miembros de derecho, al ser tales por razón 
de su cargo, dejan de serlo al abandonar el cargo 
citado; los que no son de derecho, son miembros 
durante tres aos y pueden ser confirmados en 
el cargo: pero si pierden los requisitos necesa- 
rios para ser miembros, esta cualidad la pierden 
por el mismo procedimiento requerido para su 
conferimiento. 

Son órganos del Consejo, según el art. 2 de la 
Ley, “las secciones y gubsecciones, las comisio- 
nes especiales permanentes, la Asamblea General 
y el Comité Corporativo Central, 

El Jefe del Gobierno, a quien corresponde la 
presidencia del Consejo con todos sus organis- 
mos, tiene funciones propias y autónomas, por 
lo que debe ser considerado como órgano del 
Consejo, aunque el art. 2 no lo cite como tal, 
Dada la particular situación del Jefe del Gobier- - 
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no en nuestra ordenación constitucional, esta 
presidencia concreta la soldadura del Consejo 
—organización unitaria de la economia nacio- 
nal—con los demás organismos (y, respectiva- 
mente, los demás sectores) de la vida estatal. 
En otras palabras, concreta la unidad ideológica 
de la vida nacional, de la que la acción política 
del partido, la burocrática de la Administración 
Pública y la económica de las categorias profe- 
sionales no son más que expresiones parciales, 
fuentes de energía, que hay que coordinar para 
conseguir el mismo fin, El Jefe del Gobierno 
tiene en el Consejo dos funciones: una como Jefe 
del Gobierno y otra como Presidente del Conse- 
jo. El Jefe del Gobierno, como tal, constituye las 
Comisiones especiales permanentes que se crean 
necesarias, confiere al Consejo el ejercicio del 
poder normativo, tiene la facultad de prohibir 
la publicación de las normas y de los acuerdos 
corporativos. Estas funciones no son delegables. 
Como Presidente del Consejo, corresponde al 
Jefe del Gobierno convocar a todos los organis- 
mos y dirigirlos en sus trabajos. En su lugar, 
o por su delegación, estas atribuciones pueden 
ser ejercidas por el Ministro de las Corporacio- 
nes, mientras que para los organismos menores 
—secciones, subsecciones, comisiones permanen- 
tes—la presidencia puede ser confiada a otros 
Ministros o subsecretarios, a los miembros del 
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Consejo, a funcionarios del Secretariado General 
del Ministerio de las Corporaciones, etc. 

A la preparación de los trabajos de los órga- 
nos del Consejo, al ejercicio de sus deliberacio- 
nes y a los servicios administrativos provee el 
Secretario General, que lo es, de derecho, el 
Director General de las Corporaciones en el Mi- 
nisterio, ayudado y eventualmente substituído 
por los Delegados Corporativos Centrales. 

Las secciones corresponden a las siete ramas 
confederales originarias: agricultura, industria 
y artesanado, comercio, transportes terrestres 
Y navegación interna, transportes marítimos y 
aéreos, banca, profesiones liberales y artes. 

Tienen subsecciones, la sección de la Indus- 
tria—Industria y Artesanado—; la de las profe- 
siones liberales—Profesiones y Artes—; y la de 
los Transportes marítimos—Transportes maríti- 
mos y transportes aéreos—. La composición ori- 
ginaria de las secciones y subsecciones puede ser 
modificada por decreto del Jefe del Gobierno, a 
propuesta del Ministro de las Corporaciones, oído 
el parecer de la Asamblea General. La paridad 
es, a ser posible, respetada, teniendo en cuenta 
la especial sistematización de las categorías in- 
termedias como los dirigentes de Compaúias, 
que tienen representación en el Consejo entre los 
patronos; los empleados, que están representa- 
dos entre los operarios; los representantes desig- 
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nados por la Entidad Nacional de Cooperación, 
eteétera. El funcionamiento de las secciones está 
previsto en forma lo suficientemente elástica, 
para que permita asegurar la mayor adhesión 
a los diversos problemas a tratar; pueden con- 
vocarse separada o conjuntamente, en número 
de dos o más, eventualmente con la sola repre- 
sentación de patronos y obreros. 

Las secciones tienen, para las materias de su 
competencia, poderes de deliberación autónoma, 
subordinados únicamente a los poderes de la 
Asamblea General, la cual puede también inter- 
venir (como órgano que concreta los intereses 
generales respecto a los que representan intere- 
ses particulares) en las materias de competencia 
de las secciones, tanto en el aspecto consultivo 
(dar su parecer donde haya sido pedido el de 
las secciones), como en el deliberativo (realce de 
estilo y de mérito a las normas formuladas y a 
los acuerdos ratificados por las secciones) . Según 
lo dispuesto en el artículo 13, podían conferirse 
a las secciones las atribuciones propias de las 
Corporaciones (excluídas las funciones concilia- 
tivas, reservadas al Ministerio de las Corpora- 
ciones y ejercidas por el Secretario General del 
Consejo Nacional de las Corporaciones hasta la 
Ley del 5 de febrero de 1934, que las confia 
definitivamente a la Corporación). Esto, además 
de ejercer la función de enlace entre las corpo- 
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raciones eventualmente constituídas en cada ra- 
ma respectiva. 

Las Comisiones Especiales Permanentes pue- 
den ser instituídas por decreto del Jefe del 
Gobierno, a propuesta del Ministro de las Cor- 
poraciones. Están compuestas por personas per- 
tenecientes a la Asamblea General, y tienen la 
misión de examinar las materias de carácter 
general y de naturaleza principalmente técnica. 
Sus atribuciones no están establecidas a priori, 
sino que se determinan, caso por caso, en el 
Decreto de institución. Citaremos entre las Co- 
misiones ya constituídas las de la legislación 
sobre el trabajo, asistencia, previsión social y 
cooperación, cambios con el extranjero, política 
aduanera, tratados de comercio, cambio de 
aprendices con el extranjero, etc. 

La Asamblea General, en vista de la impor- 
tancia de la materia que le ha sido confiada, ha 
recibido una composición particular, resultando 
así más compleja que el conjunto de secciones. 
En efecto, está establecido por la Ley que: 
“cuando el objeto de las deliberaciones interese 
a toda la ordenación sindical y corporativa del 
Estado, y en los casos taxativamente prescritos 
en la presente Ley, las secciones del Consejo se- 
rán convocadas en Asamblea General” (art. 5). 
Con el fin de tener un organismo verdaderamente 
representativo de los intereses generales de la 
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nación, el legislador ha establecido que esta 
Asamblea General comprenda : 

El elemento profesional procedente de las sec- 
ciones; 

El elemento político, representado por el Par- 
tido—Secretario del P. N. F.-—y un miembro del 

. Directorio; 

El elemento administrativo: Ministro y Direc- 
tores generales de los Ministerios interesados; 

El elemento técnico, representado por diez 
expertos en materia corporativa, nombrados por 
el Ministro de las Corporaciones; 

Los representantes de las Asociaciones y En- 
tidades públicas más importantes desde el punto 
de vista de los intereses generales, económicos, 
políticos y sociales, es decir, el Presidente del 
O. N. B,, del Patronato Nacional, de las Asocia- 
ciones de Mutilados e Inválidos de guerra, de 
la Asociación Nacional de Combatientes, de la 
Asociación Fascista. de Empleados Públicos y 
de la Asociación de Funcionarios de Entidades 
Públicas. 

El Comité Corporativo Central ha absorbido 
al Comité Central Intersindical, que, como he- 
mos indicado, representaba embrionariamente al 
Consejo. Por su composición y funcionamiento, 
el CC. €. constituye la síntesis del propio Con- 
sejo y es su órgano activo y permanente. Está 
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compuesto por el Ministro de las Corporaciones y 
Subsecretarios de las mismas, por los Ministros 
de Agricultura y del Interior, Secretario del Par- 
tido, Presidentes de las Confederaciones y Enti- 
dad Nacional de la Cooperación, y Secretario 
General. A continuación de la institución de 
las Corporaciones (Ley del 5 de febrero de 1934 
y Decretos sucesivos) han entrado a formar 
parte del C. C. C. los 22 representantes del Par- 
tido que tienen en la Corporación funciones de 
Vicepresidentes, el Ministro de Gracia y Justicia, 
el de Finanzas, Educación Nacional, Obras Pú- 
blicas, Comunicaciones, el Secretario Adminis- 
trativo y los dos Vicesecretarios del Partido, 
en tanto que ha sido excluído el Presidente del 
Patronato Nacional, pasando esta entidad a la 
dependencia de las asociaciones de trabajadores 
(R. D. 27 diciembre de 1934). Como órgano cen- 
tral del Consejo, el Comité ha recibido la tarea 
de coordinar su actividad, de sustituir a la Asam- 
blea en las cuestiones de urgencia (excepto para 
las funciones normativas y acuerdos económi- 
cos), de dar su parecer acerca de las cuestiones 
que reflejan las orientaciones políticas de la ac- 
ción sindical frente a los problemas nacionales 
de la producción y a los fines morales de la orde- 
nación corporativa. Con el incremento numérico 
dado al Comité en las disposiciones más recien- 
tes, se ha procurado además aumentar su carác- - 
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ter representativo y sus poderes a fin de hacerio 
apto para asumir las atribuciones conferidas 
a la Asamblea en materia de coordinación cor- 
porativa, e incluso sustituirla en lo que respecta 
a la aprobación de los actos de la corporación, 
haciendo de esta manera más rápida y factible 
la actividad corporativa. Ha sido prevista la 
posibilidad de que la competencia sustitutiva del 
C.C.C. sea extendida a todas las deliberaciones 
de los órganos corporativos, previa una autori- 
zación para el ejercicio de estas nuevas atribu- 
ciones que han de concederse, caso por caso, por 
el Jefe del Gobierno. El C. C. C. podria, entonces, 
sustituir a la Asamblea en las funciones norma- 
tivas, aprobar enmiendas a las normas y tarifas 
o hacer depender la aprobación de los acuerdos 
económicos de la adopción de modificaciones. 
En cuanto a las funciones del Consejo, resulta 
del examen de la Ley del 20 de marzo de 1930, 
asi como del examen de la obra desarrollada 
hasta la institución de las corporaciones, que 
tales funciones fueron corporativas no en el sen- 
tido restrictivo indicado en la Ley del 3 de abril 
de 1926 y en el correspondiente Reglamento 
(enlace entre patronos y-obreros), sino más bien 
en el sentido extensivo, expresado en la Carta 
del Trabajo, donde ya la función de coalición 
paritaria entre patronos y obreros está conside- 
rada como expresión particular de un principio 
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general: el de Ja organización unitaria de la pro- 
ducción nacional. ' 

En particular, las funciones del Consejo pue- 
den ser sintéticamente clasificadas en tres gru- 
pos: consultivas, facultativas y de control. 

Las funciones consultivas no son típicas de la 
ordenación corporativa, ya que se las encuentra 
en los numerosos Consejos ereados en el extran- 
jero como órganos consultivos de la Adminis- 
tración Pública, en materias económicas. Tales 
funciones reflejan una difusa tendencia a racio- 
nalizar la obra de la Administración Pública 
mediante la colaboración de los expertos en los 
diversos problemas que tiene que tratar. Estas 
funciones pueden ser facultativas y obligatorias. 
Las primeras se extienden sobre un âmbito muy 
amplio, limitado prácticamente solo por la com- 
petencia obligatoria de los otros organismos con- 
sultivos del Estado (Consejo de Estado y Gran 
Consejo Fascista). El art. 10 de la Ley contiene 
numerosos ejemplos, con una lista de carácter 
ejemplar: en general, se puede decir que el Con- 
sejo puede ser Ilamado a dar su parecer sobre 
cualquier cuestión que interese a la producción 
nacional. Las funciones consultivas obligatorias 
atribuídas a la Asamblea general son, por el con- 
trario, enumeradas taxativamente en los siguien- 
tes términos: reconocimiento de las asociaciones 
profesionales, revocación del mismo, revocación 
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de la delegación hecha en las asociaciones de 
grado superior, de las funciones de vigilancia y 
tutela sobre las de grado inferior, autorización 
al reconocimiento de nuevas confederaciones, 
constitución de cada una de las corporaciones 
y recurso en última instancia sobre la no admi- 
sión o la expulsión de una asociación legalmente 
reconocida. 

Las funciones de control se refieren al control 
preventivo (autorización) y al sucesivo (auto- 
rización o ratificación). El primero se explica en 
lo que respecta a la facultad concedida a las 
organizaciones profesionales “de determinar las 
tarifas para las prestaciones profesionales de 
los propios representantes y de promulgar re- 
glamentos profesionales”. Para éstos se precisa 
una autorización, que debe concederla la Asam- 
blea general a propuesta de la sección o subsec- 
ción competente (art. 11 de la Ley del 20 de 
marzo de 1930). El control sucesivo se verifica 
a su vez en los siguientes casos: 

a) Examen sucesivo de las tarifas y de los 
acuerdos promulgados por las asociaciones pro- 
fesionales como consecuencia de la autorización 
concedida; 

b) Aplicación de los acuerdos estipulados 
según el art. 12, eventualmente subordinado a 
sufrir modificaciones; 

c) Aprobación de las normas, acuerdos y 
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tarifas promulgados con arreglo a los artículos 
8 y 10 de la Ley del 5 de febrero de 1934. Esta 
última atribución fué conferida primeramente a 
la Asamblea General, pero después se ha estu- 
diado la posibilidad de substituirla con el C. C,C, 

Las funciones normativas son las más impor- 
tantes y las más típicas, por cuanto diferencian 
al Consejo de todos los organismos similares 
creados en el extranjero o, anteriormente, en 
nuestro país. Están incluídas en el art. 12 de la 
Ley del 20 de marzo de 1930 y se distinguen en 
tres puntos, que se refieren a dos categorias de 
normas—normas de coordinación y normas nue- 
vas reguladoras de las relaciones económicas — 
en las que el poder normativo del Consejo asume 
distinta importancia. El art. 12 se refiere, en 
efecto, y ante todo, a una actividad normativa. 
coordinadora: a) de normas ya existentes, rela- 
tivas a la actividad de asistencia de las asocia- 
ciones, entidades complementarias o institutos 
corporativos (art. 12, n.º 1); b) de las diversas 
disciplinas de las relaciones del trabajo estable- 
cidas con contratos colectivos o de otros modos 
equiparados (norma corporativa y sentencia de 
la Magistratura del Trabajo); c) de cualquier 
otra actividad normativa de las corporaciones 
(Idem núm. 2). No se trata de formar, en este 
aspecto, nuevas normas, sino sólo de introducir 
en las existentes aquellas novedades que implica! 
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cada coordinación. Por efecto de esta interven- 
ción del Consejo, es posible obtener la máxima 
racionalización de las actividades de asistencia, 
la paridad entre la disciplina del trabajo ope- 
rada por categorias afines del mismo ramo de 
producción, y la disciplina nacional del apren- 
dizaje. Pero el fundamento de estas atribuciones 
dadas al Consejo ha de buscarse no tanto en la 
simplificación inherente a Ia coordinación, como 
en el deseo de uniformar la visión particular que 
ha dictado las normas con la visión general que 
el Consejo puede tener acerca de las referidas 
relaciones. 

El ejercicio de la función de coordinación no 
es autónomo, sino que está conferido en cada 
caso, a propuesta del Ministro de las Corpora- 
ciones, por el Jefe del Gobierno, en su calidad 
de organismo representante de la suprema sínte- 
sis de los intereses nacionales, y, por tanto, ca- 
lificado para juzgar la oportunidad de la obra 
del Consejo. Además de tener un poder de ini- 
ciativa en el ejercicio de la actividad normativa 
del Consejo, el Jefe del Gobierno puede interve- 
nir q posteriori en el asunto. mediante el veto a 
la publicación de las normas formadas: este veto 
no es impugnable. 

2) En cuanto a la actividad formadora de 
normas nuevas para la regulación de las rela- 
ciones económicas colectivas de que trata el 
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artículo 12, n.º 3, recordemos que, por su im- 
portancia, ha sido calificada por el Jefe del Go- 
bierno como el elemento revolucionario de toda 
la Ley. De ello trataremos a propósito de la 
norma corporativa, que es resultado de la mis- 
ma: recordemos que el poder atribuído en este 
aspecto al Consejo, es un poder de ordenación, 
subordinado al poder legislativo, que es el único 
a quien compete la promulgación de leyes for- 
males. Esto resulta explícitamente del art. 32 
del Reg. del 12 de mayo de 1930: “EI C. N. C. 
forma normas, según el art. 12 de la Ley del 
20 de marzo de 1930, únicamente sobre materias 
que no estén ya disciplinadas por leyes o regla- 
mentos.” 

La Corporación puede ser calificada como ex- 
presión analítica de los intereses de categoria, 
intereses que ya no son los de clase, pero que 
aún no han Ilegado a nacionales. Por particu- 
lares exigencias prácticas, su completa sistema- 
tización jurídica ha sido la última en el desarro- 
Mo de la ordenación, pero su concepción está 
presente y cada vez menos incierta en las diver- 
sas disposiciones legislativas orientadas a regu- 
lar directa o indirectamente el campo de la 
producción. El paso del interés de clase al de 
categoria, en perspectiva en el proyecto de Ley 
acerca de la disciplina de las relaciones del tra- . 
bajo bajo forma de sindicato mixto, está, por 
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el contrario, incluído en la Ley del 3 de abril y 
en el Reglamento correspondiente, bajo la forma 
de órganos centrales de enlace. Estos han sido 
creados a título provisional por las secciones 
del C. N. C. y a título definitivo por los insti- 
tutos que han sido disciplinados por la Ley del 
5 de febrero de 1934 y constituídos en los meses 
sucesivos. 

A las tres cuestiones propuestas durante los 
trabajos preparativos—qué deben hacer, cuán- 
tas deben ser y cómo deben estar constituídas 
las corporaciones—, la Ley del 3 de febrero de 
1934 contesta del modo siguiente: 

1) La corporación es “el instrumento que, 
bajo la égida del Estado, realiza la disciplina 
integral, orgânica y unitaria de las fuerzas pro- 
ductivas, teniendo en cuenta el desarrollo de la 
riqueza, de la potencia política y del bienestar 
del pueblo italiano” (orden del día aprobada por 
el C. N.C. el 13 de noviembre de 1933). Tal 
definición no tiene forma jurídica, pero es la 
única de que disponemos, porque la Ley sucesi- 
va no define el instituto. Notemos en la defini- 
ción sefialada la frase “bajo la égida del Esta- 
do”, la cual recuerda que también la voluntad 
de las corporaciones debe subordinarse a una 
dirección superior y unitaria; 

2) Las corporaciones deben ser en número 
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adecuado a las necesidades reales de la econo- 
mia nacional; 

3) Deben estar compuestas por representan- 
tes del Estado (en sus dos expresiones de Ad- 
ministración y de Partido) y por representantes 
del capital, del trabajo y de la técnica; 

4) 'Tienen como misiones específicas las con- 
ciliativas, las consultivas, con obligatoriedad en 
los problemas de mayor importancia, y, al través 
del C. N. €., la promulgación de Leyes regula- 
doras de la actividad económica de la nación 
(orden del día citada). 

Las disposiciones de la Ley del 5 de febrero 
se uniforman con los principios sefialados y se 
mantienen, por consiguiente, lo suficientemente 
elásticas para no impedir los futuros desarrollos 
de la ordenación. 

Una particularidad legislativa se refiere a la 
constitución de las Corporaciones, que tiene lu- 
gar “con decreto del Jefe del Gobierno, a pro- 
puesta del Ministro de las Corporaciones, oido 
el C. C. €” (art. 1), esto es, con un acto del 
Poder ejecutivo, más bien que con un acto del 
Poder legislativo, o por su delegación. 'También 
por decreto del Jefe del Gobierno son nombra- 
dos los presidentes, que pueden ser Ministros, 





Subsecretarios o el Secretario del Partido, mien- 


tras que los miembros (en el número fijado por 
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el Decreto constitutivo) son designados por las 
asociaciones coaligadas Y aprobados por decreto 
del Jefe del Gobierno, a propuesta del Ministro 
de las Corporaciones, Las Corporaciones (consti- 
tuídas por sucesivos decretos del Jefe del Go- 
bieno, en número de 22), están divididas en tres 
grupos: ciclo productivo agrícola, industrial y 
comercial; ciclo industrial y comercial; de ac- 
tividades productoras de servicios. Están pre- 
vistos, en relación a los problemas que han de 
discutir, tanto su unión como su fraccionamien- 
to, de la siguiente manera: 

En las corporaciones donde están representa- 
das categorias de diversas ramas de actividad 
económica, pueden ser instituídas Secciones de 
categoria, cuyas deliberaciones quedan someti- 
das a la aprobación de la corporación; 

Para las cuestiones concernientes a las diver- 
sas ramas de la actividad económica, pueden ser 
convocadas juntas dos o más corporaciones, con 
los mismos poderes que las corporaciones indi- 
viduales; 4 

Para disciplinar la actividad económica rela- 
tiva a determinados productos, pueden consti- 
tuirse Comités corporativos de productos, con el 
mismo procedimiento que el prescrito para la 
institución de las corporaciones. Las delibera 
ciones de estos comités están sometidas a la 
aprobación de las corporaciones competentes y, 
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sucesivamente, a la de la Asambleã General 
del C. N. 

Con la nueva Ley, entre las atribuciones con- 
sultivas de las corporaciones, son obligatorias 
todas las que se refieren a materias de particu- 
lar importancia, por lo cual se ha establecido 
por Decreto que las Administraciones públicas 
deben reclamar el parecer de las corporaciones 
competentes. 

Para todas las materias que se refieren al 
ramo para el que la corporación ha sido consti- 
tuída, el recurrir a su parecer es facultativo. 
A este propósito, recordaremos que por Decreto 
del Jefe del Gobierno se pueden suprimir las 
comisiones consultivas existentes en el ramo 
para el que la Corporación ha sido constituída 
(artículo 17). 

Las atribuciones conciliadoras de la corpora- 
ción se establecieron ya en la Ley del 3 de abril, 
en el Reglamento y en la Carta del Trabajo 
(Dec. X); en esta última se declaraba obligato- 
ria la tentativa de conciliación en el organismo 
corporativo para poder adir la Magistratura del 
Trabajo. Transitoriamente ejercidas por el Mi- 
nisterio de las Corporaciones, estas funciones 
han sido transferidas a la corporación en forma. 
de un Colegio compuesto por el Presidente de 
la corporación interesada y por miembros se- 
leccionados, de vez en cuando, en el seno de esta 


— ate 
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última, teniendo en cuenta la naturaleza y el 
objeto de la controversia. 

Por lo que se refiere a las atribuciones nor- 
mativas, recordamos lo que indica acerca de 
ellas la Ley del 3 de abril (art. 10: “Los orga- 
nismos centrales de enlace... pueden establecer... 
normas generales sobre las condiciones de tra- 
bajo en las empresas a que se refieren") y en 
el Reglamento (art. 44, b): “Los organismos 
corporativos... poseen la facultad... de promo- 


ver, alentar y amparar todas las iniciativas: 


orientadas a coordinar y organizar mejor la pro- 
ducción..."). La Carta del Trabajo va más le- 
jos, afirmando, en la Dec. VI, que las corpora- 
ciones, como representantes de los intereses 
unitarios de la producción, “pueden dietar nor- 
mas obligatorias acerca de la disciplina de las 
relaciones del trabajo y también sobre la coor- 
dinación de la producción, siempre que tengan 
los poderes necesarios de las asociaciones coli- 
gadas”, Por último, la Ley del 5 de febrero, que 
siguió a un vivaz movimiento de ideas tendentes 
a atribuir a la corporación un poder legislativo 
en sentido formal, aun manteniéndose pruden- 
temente, todavia, en las líneas del poder nor- 
mativo, sanciona un progreso afirmando que “la 
corporación elabora las normas para la regla- 
mentación colectiva de las relaciones económi- 
cas y para la disciplina unitaria de la produe- 
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ción...” (art. 8), y que, en el ramo de su com- 
petencia, la corporación “tiene la facultad de 
establecer... las tarifas para las prestaciones y 
los servicios económicos y la de los artículos 
de consumo ofrecidos al público en condiciones 
de privilegio” (art. 10). Insistiremos sobre la 
importancia de este punto a propósito de la 
norma corporativa. 

La corporación actúa por medio de su Con- 
sejo. La Ley (art. 3) deja, en lo que se refiere a 
la composición de éste, amplias facultades de 
determinación al Decreto constitutivo. Por los 
Decretos constitutivos promulgados el 29 de ma- 
yo, 9 y 23 de junio de 1934, respectivamente 
para cada uno de los tres ciclos citados, resulta 
que—aparte del número y de la calificación de 
los miembros—los Consejos de las corporaciones 
comprenden: 

a) Representantes del Partido; 

b) Representantes de patronos y de obreros 
—en número paritario, pero que varia de cate- 
goría a categoria—de las categorias represen- 
tadas por la corporación (los directores de Com- 
pafiias están representados en el grupo de pa- 
tronos); 

c) Representantes de los técnicos y even- 
tualmente de la Entidad Nacional de la Coope- 
ración. 

La designación de los representantes del Par- 
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tido se hace por el Secretario del mismo; la de 
los representantes de las fuerzas productivas, 
por las asociaciones sindicales, por medio de los 
organismos a quienes compete con arreglo al 
estatuto. La elección se hace entre aquellos que, 
perteneciendo a los grúpos que han de represen- 
tar, poseen los requisitos requeridos para poder 
ser directivos sindicales (art. 1, n.º 3, de la Ley 
del 3 de abril). Los miembros son nombrados 
por tres aiios y pueden ser reelegidos. Además, 
pueden ser llamadas a participar en las reunio- 
nes del Consejo, sin derecho a voto, personas 
expertas en los problemas que se discuten. Pue- 
den intervenir siempre los Ministros y Subse- 
cretarios interesados y los Presidentes de las 
Confederaciones de las industrias y del comercio. 
Por último, y con autorización del Presidente, 
pueden intervenir los jefes de Institutos y En- 
tidades interesados en las cuestiones a discutir. 

Al servicio de coordinación de los trabajos 
de enlace, con las Administraciones estatales y 
y con los organismos del C. N. C., así como a 
los servicios de secretaria, provee el Secretario 
General del propio Consejo. 

La institución de las corporaciones ha puesto 
una vez más sobre el tapete viejos problemas, de 
los cuales ya hemos hecho mención, como el pro- 
blema de las relaciones entre la ordenación sindi- 
cal y la ordenación corporativa, y el de las rela- 
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ciones entre el enlace corporativo y confederal. 
Además, ha planteado los nuevos problemas de 
las iones entre el C, N. €. y las Corporacio- 
nes, entre el poder normativo de uno y el de las 
otras, entre las tareas de las corporaciones gene- 
rales (secciones y subsecciones) y las de los nue- 
vos organismos. Tales problemas están previstos 
en la Ley del 5 de febrero de 1934, en el art. 14, 
en el que se da al Gobierno facultad para promul- 
gar las normas para coordinar la Ley del 5 de 
febrero con las otras leyes del Estado, entre las 
cuales está expresamente citada la Ley acerca 
del C. N. C. Este enlace es de la mayor impor- 
tancia, por evitar el fraccionamiento de las ten- 
dencias y el particularismo de los intereses. Re- 
cordemos, en efecto, que si es útil poder exa- 
minar analíticamente el fondo de todos los sec- 
tores productivos de la nación, la posibilidad de 
obtener una visión sintética de los mismos es 
indispensable si se quiere dar a los problemas 
económicos una solución significativa desde el 
punto de vista nacional, La Corporación, tal co- 
mo la concibe la Ley del 5 de febrero de 1934, 
desenvolviêndose en la órbita de un aspecto par- 
ticular de la producción, puede presentar el peli- 
gro de reforzar el particularismo de categoria 
y de agotarse en intereses particulares o en re- 
soluciones fragmentarias. Sólo en una síntesis 
intercorporativa, como la que podría dar el Con- - 


o, 
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sejo Nacional de las Corporaciones, se puede te- 
ner el instrumento del nuevo equilibrio econó- 
mico obtenido con el necesario sacrificio de las 
divergencias de intereses entre individuos o en- 
tre categorias, 

Por lo demás, la corporación no ha sido lan- 
zado en el maremágnum de las instituciones crea- 
das por el Fascismo como un órgano perfecto e 
intangible. Es exactamente lo contrario, ya que 
el Jefe del Gobierno ha declarado en el Senado 
(13 de enero de 1934): “En la segunda fase, 
después de aprobada la Ley, se procederá a la 
constitución de las corporaciones, cuyo funcio- 
namiento será seguido de cerca por el Gobier- 
no... Cuando hayamos visto, seguido y contro- 
lado el funcionamiento efectivo y práctico de 
las corporaciones, legaremos a la tercera fase: 
es decir, a la que se denomina reforma consti- 
tucional.” 

é Qué otra cosa expresa la intención de seguir 
y controlar el funcionamiento de las corporacio- 
nes antes de seguir más adelante, sino una puer- 
ta abierta, explicitamente dejada a las modifi- 
caciones que pudieran hacerse necesarias? 





LA DISCIPLINA JURÍDICA DE LAS 
RELACIONES COLECTIVAS 


Contrato colectivo y Normas equiparadas. 
Norma corporativa 


Podemos definir el contrato colectivo como 
“la determinación contractual entre grupos de 
patronos y grupos de obreros (o también de un 
solo patrono) de las cláusulas generales inhe- 
rentes a las relaciones del trabajo”. Estas cláu- 
sulas deben ser observadas en los contratos in- 
dividuales estipulados entre los miembros de los 
mismos grupos. Se trata también de una insti- 
tución surgida de necesidades cuotidianas de la 
vida productiva y que constituye una derivación 
directa, su más importante razón de ser, de 1a 
asociación de clase, A esta última los contratos 
colectivos están tan estrechamente unidos, que 
su número y su fuerza coercitiva dependen del 


- número y de la fuerza de las asociaciones inte- 


resadas. En la ordenación fascista, la fuerza y- 
los poderes concedidos a las asociaciones profe- 
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sionales reconocidas se han extendido por ello 
al c. c. asegurândole un vasto alcance y una 
notable eficacia en cuanto que: 

1) Las asociaciones profesionales tienen la 
obligación de estipular c. c. entre las categorias 
que representan ; 

2) Ele.c, tiene eficacia obligatoria para to- 
dos los pertenecientes a la categoría, aunque no 
sean miembros de las asociaciones estipulantes, 
Y puede ser invocado, también, por aquellos que 
por error resultasen encuadrados en categoria 
distinta; 

3) El alcance del c. c. se ha extendido desde 
el campo de las relaciones de trabajo, a que lo 
limitaban las disposiciones de 1926, al campo de 
las relaciones económicas, donde se coloca al 
lado de la ordenanza y de la norma corporativa. 

Además de las numerosas disposiciones de 
Ley, promulgadas a partir de la Ley del 3 de 
abril de 1926, resulta fundamental en la materia 
la indicada disposición de la Carta del Trabajo, 
que, aun sin haber sido traducida en Ley, ha 
influído fuertemente en la actividad de las aso- 
ciaciones: “Las asociaciones profesionales tie- 
nen la obligación de regular mediante c. c. las 
relaciones de trabajo entre las categorias de pa- 
tronos y de obreros que representan” (Dec. XI). 
Esta reglamentación obligatoria representa, cier- 
tamente, desde el punto de vista económico un 
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vínculo al Ilamado “libre juego de la oferta y 
la demanda”. El vínculo es, sin embargo, justi- 
ficable cuando se considera que el susodicho 
juego resultaba libre únicamente en teoria, por- 
que la vida productiva —cualquiera que sea el 
ambiente en que se la considere—le ha impuesto 
siempre limitaciones; pero sobre todo es justi- 
ficable con arreglo a una consideración ética, 
porque no se puede admitir que las condiciones 
de trabajo y de vida del factor humano sean 
indefinidamente comprimidas, sino que se debe 
tender a garantizar el minimum necesario a una 
existencia digna. Esta es, evidentemente, una 
consideración extraeconómica: sin embargo, en 
los particulares aspectos de la concepeión fas- 
cista no es la única que interviene para modifi- 
car el punto de equilibrio, que se estabilizarta 
si no actuaran otras consideraciones que las eco- 
nómicas. 

La naturaleza jurídica del e. c. constituye una 
cuestión muy debatida, tratândose de definir una 
estipulación de tipo contractual que tiene, sin 
embargo, una eficacia vinculativa que sobrenasa 
las partes contratantes, para abarcar todos los 
miembros de la categoria. 

Se han sefialado tres tendencias en lo que 
respecta en el sentido de atribuir al contrato 
colectivo: ) 

a) La naturaleza estrictamente contractua] 
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de un acto, que surge en el campo del derecho 
público, pero que se basa sobre una representa- 
ción de voluntad de los individuos interesados 
(los componentes de la categoría) análoga a la 
del derecho privado; 

b) La naturaleza ecléctica de un acto, que 
posee “el aspecto del contrato, pero el espíritu 
de la Ley”: que es contrato en cuanto se deriva 
de un acuerdo de voluntad entre las partes, y 
que, sin embargo, es también norma por lo que 
tiene de obligatorio en lo que respecta a ter- 
ceros; 

c) La naturaleza normativa basada en una 
representación de intereses que las asociaciones 
reciben por la Ley en lo que respecta a la cate- 
goría respectiva. ) 

Esta tercera opinión, que atribuye al c, c. el 
carácter de norma jurídica, parece más en con- 
sonancia con la sistematización que el legislador 
ha dado al mismo: el contrato colectivo deriva, 
en efecto, de entidades cuya voluntad-—en los 
campos y en los límites determinados por las 
leyes sindicales—acepta el Estado como volun- 
tad propia. 

Elementos constitutivos del c. c. son: la capa- 
cidad de las partes, el consentimiento, el objeto 
y la causa. 

La capacidad jurídica de las partes a los fines 
del c. e. está atribuída a las asociaciones profe- 
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sionales (art. 10 de la Ley y 47 del Reg.) legal- 
mente reconocidas. Son, por tanto, incapaces 
las asociaciones de hecho; las asociaciones que 
pueden ser autorizadas, pero no reconocidas (de 
empleados del Estado y de otras entidades pú- 
blicas seiialadas en los arts. 3 y 52 del Reg), 
las categorias a las que está prohibida la cons- 
titución de asociaciones profesionales (art. 11 de 
la Ley y 91 del Reg.), y por último, las catego- 
rías de profesionales y artistas en cuanto sus 
prestaciones no estén reguladas por c. €., sino 
por tarifas. La capacidad tiene, a su vez, límites 
máximos incluso para las asociaciones reconoci- 
das, en cuanto que no pueden regular relaciones 
que salgan del âmbito de la categoria represen- 
tada o de la zona territorial de su competencia, 
Para facilitar el ajuste de la reglamentación a 
las variadas exigencias de las relaciones y para 
conciliarla con las ventajas que proporciona una 
disciplina unitaria en el âmbito de la categoria, 
ta Carta del Trabajo (Dec. 11, apartado 2.) da 
la siguiente directiva: “el contrato colectivo de 
trabajo se estipula entre las asociaciones de pri- 
mer grado, bajo la guia y el control de las 
organizaciones centrales, salvo la dificultad de 
substitución por parte de las asociaciones de 
grado superior, en los casos previstos por la Ley 
y por el estatuto”. Conforme a esta directiva, el 
poder contractual, que ya hemos dicho que era 
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ampliamente utilizado en un princípio por las 
organizaciones de grado superior, más prepara- 
das espiritual y técnicamente a este fin, ha sido 
restituído a las asociaciones de primer grado, 
como propio poder característico, con la reciente 
reorganización sindical, que ha transformado las 
Federaciones Nacionales en asociaciones de pri- 
mer grado, y con la Ley del 5 de febrero de 1934, 
que declara explícitamente “autónomas en el 
campo sindical” las asociaciones profesionales 
enlazadas por una corporación (art. 7). 

El consentimiento debe ser válidamente dado 
por los representantes legales de la asociación. 
es decir, si los estatutos no fijan a este respecto 
otros organismos adecuados, por el Presidente 
o Secretario y, eventualmente, por el Comisario. 
Estando prescrita—bajo pena de nulidad—la 
forma solemne (acta escrita), el consentimiento 
resulta de la suscripción del contrato colectivo 
por parte de los representantes de la asociación. 
Tal consentimiento deberá uniformarse además 
a las normas eventualmente prescritas por los 
estatutos, además de las normas de Ley: auto- 
rización preventiva o ratificación por parte de 
las asociaciones de grado superior. Estas dos 
condiciones son a veces consideradas simplemen- 
te integrativas del consentimiento, el cual resul- 
ta válido para las asociaciones estipulantes, aun- 
que falten aquellas condiciones. En otras pala- 
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bras, esta falta es para el contrato colectivo 
causa de anulación, pero no de nulidad (art. 50 
del Reglamento). De los vicios del consentimien- 
to sólo interesan al contrato colectivo los deri- 
vados de error: el error de persona (que puede 
ser dado de buena fe a una asociación no reco- 
nocida) lleva consigo la nulidad del contrato; 
el error sobre los motivos (ignorancia o falso 
conocimiento de los presupuestos de hecho de 
la norma corporativa, como es, por ejemplo, la 
de las condiciones del mercado de trabajo) asu- 
me, en cambio, en materia. sindical, a diferencia 
de lo que sucede en derecho privado, particular 
relieve, hasta el extremo de constituir motivo de 
anulación del contrato colectivo. 

Son objeto del contrato colectivo las relacio- 
nes del trabajo que tienen carácter colectivo, 
o sea, referentes a un número indeterminado e 
indeterminable de personas, característica ésta 
que lo distingue de las relaciones individuales 
sobre las cuales el contrato colectivo ejerce su 
función normativa. Dada el amplio alcance que 
la palabra “trabajo” (véase Dec. TI de la Carta) 
tiene en la ordenación, el radio de acción del 
contrato colectivo no debería tener limitación 
en lo que respecta a su objeto. El criterio adop- 
tado, en lo que a esto se refiere, por el Minis- 
terio de las Corporaciones es suficientemente | 
lato, porque admite que existe una relación de 
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trabajo disciplinable por contrato colectivo 
“siempre que pueda identificarse el elemento tra- 
bajo como objeto autónomo de obligación y, por 
consiguiente, como autónoma prestación con- 
tractual”, abarcando de esta manera no sólo 
las relaciones de trabajo subordinado (locatio 
operarum), sino también las de trabajo autóno- 
mo (locatio operis). 

La Carta de Trabajo habla explicitamente 
de la extensión del contrato colectivo estipulado 
por la categoría, incluso en el trabajo a domici- 
lio (Dee. XXI); y, en efecto, también esta forma 
de trabajo autónomo es susceptible-—por lo me- 
nos, en parte—de ser tutelada, que obligatoria- 
mente deben prestar los contratos colecivos (re- 
sarcimiento de infortunios, indemnización 
caso de cesación de la relación del trabajo, eteé- 
tera). La misma extensión está prevista para. 
los empleados de cooperativas de producción y 
para los dependientes de tiendas artesanas, a 
los cuales se aplican, en cuanto no sean incom- 
patibles, los contratos colectivos estipulados en 
las asociaciones profesionales de la misma acti- 
vidad productiva. En cuanto a las relaciones del 
trabajo agrícola, las disposiciones del aão 1926 
se limitaron a excluir de la estipulación de los 
contratos colectivos “a los propietarios que hu- 
bieran dado en alquiler sus propiedades” (art. 4 
del Reg.), pero más tarde la Ley del 3 de abril 
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de 1933 “acerca de la extensión de la disciplina 
jurídica de los contratos colectivos de trabajo 
en las relaciones de coparticipación agrícola y 
de pequeiios arriendos” ha concedido obligato- 
riedad a las capitulaciones entre aparceros esti- 
puladas por las organizaciones sindicales y a 
los contratos relativos a las demás formas de 
colonia parcial. Por ello, únicamente están ex- 
cluídos de la estipulación de los contratos colec- 
tivos: 

1) Los empleados del Estado y de las demás 
entidades públicas (art. 3 de la Ley). 

2) Los adscritos a servicios regulados por 
actos de la autoridad pública, por Ley, regla- 
mento o cláusulas de adjudicación (art. 52 del 
Reglamento, 

3) Los que ejercen servicios de carácter per- 
sonal y doméstico (art. 52 del Reg.). 

La causa del contrato colectivo es la disci- 
plina de las relaciones de trabajo para la tutela 
de la categoría y la resolución preventiva de los 
conflictos que pudieran surgir en el desarrollo 
de las relaciones individuales del trabajo. El 
c. e. resultaria, por tanto, nulo por causa si no 
contuviese disposiciones normativas en materia 
de trabajo. Seria nulo, por causa ilícita, cuando 
contuviera cláusulas contrarias a la Ley (es de- 
cir, a aquellas normas imperativas destinadas . 
a tutelar un interés general, y por lo mismo, 
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superior al parcial de la categoría); o al orden 
público (es decir, en el caso específico capaz de 
provocar una perturbación, aun solamente en 
potencia, del orden económico nacional) ; o cuan- 
do persiguiese intereses particulares de los ins- 
criptos con prioridad a los de la categoria, o 
bien intereses de la categoría sin tener en cuenta 
los intereses generales de la producción o, en 
general, los del Estado. 

En cuanto al contenido del c. c., podemos di- 
vidir sus cláusulas en: imperativas, es decir, 
inderogables en la estipulación de los contratos 
individuales; y dispositivas, es decir, válidas, a 
falta de una reglamentación distinta contenida 
en el contrato individual, Las cláusulas no dero- 
gables a cuyo respecto el c. c. debe dar “normas 
precisas” bajo pena de ver refutada su publica- 
ción, son: relaciones disciplinarias, período de 
prueba, medida y pago de la retribución, horario 
de trabajo, descanso semanal, y, para las em- 
presas de trabajo continuo, acerca del período 
anual de descanso festivo retribuído, cesación 
de relaciones del trabajo, traspaso de la compa- 
fifa, tratamiento de las enfermedades, amada 
a las armas o al servicio militar (art. 8 del Real 
Decreto del 6 de mayo de 1928 sobre dep. y 
pub. de los c. c. de trabajo, y Dec. XT de la Car- 
ta). Estas normas deben atenerse a los princi- 
pios enunciados en la Carta, Dees. XTV - XX. 
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principios que son expresamente senalados por 
la legislación y son, por tanto, principios de 
derecho positivo. Está previsto que se podrá 
derogar el contenido del derecho citado en los 
siguientes casos: 

1) Cuando el contenido prescrito haya sido 
objeto de una reglamentación legal o esté regu- 
lado por contratos estipulados anteriormente y 
no substituíbles por el contrato sucesivo; por 
ejemplo, en un contrato estipulado por las aso- 
ciaciones de orden superior; 

2) Cuando la reglamentación prevista no sea 
aplicable, dada la naturaleza de la relación; por 
ejemplo, las vacaciones o el horario de trabajo 
en el trabajo a domicilio; 

3) Cuando dicha reglamentación esté dife- 
rida a un contrato sucesivo, 

Los contratos de trabajo individuales esti- 
pulados por los patronos y obreros sujetos al 
c. c. deben uniformarse como éste, ya que el 
legislador ha declarado que: “Las cláusulas dis- 
tintas de los contratos de trabajo individuales 
preexistentes o sucesivas al c. c., son sustituídas 
de derecho por aquellas del c, c., salvo en el caso 
de que sean más favorables a los trabajadores” 
(art. 54 del Reg.). Esta disposición ha sido muy 
discutida, pero es necesario admitir que corres- 
ponde a la intención del legislador el fijar con ; 
el c. c. un mínimo en las condiciones de trabajo, 
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asi como interferir con la reglamentación indi- 
vidual sólo en el caso de que esta última quede 
por debajo del sealado mínimo. 

En lo referente a la duración, se establece que 
el c. c. debe contener, bajo pena de nulidad, “la 
determinación del tiempo por el que debe tener 
eficacia” (art. 10 de la Ley). Este tiempo se defi- 
ne por dos términos: el inicial, que puede ser 
convencional o bien coincidir con el día de la 
estipulación de la publicación, y el final, que 
normalmente abarca un cierto lapso de tiempo 
a partir de la puesta en vigor del contrato. En 
lo que respecta al punto inicial, es válido el prin- 
cipio de la irretroactividad, como ocurre con la 
ley. Pero con esta diferencia, que las cláusulas 
del c, e. sustituyen a las cláusulas de los con- 
tratos individuales, si éstos son menos favora- 
bles al obrero, aun en el caso en que hayan sido 
estipulados con anterioridad (art. 54 del Reg). 
Sin embargo, los derechos y las obligaciones 


maduras en el momento de la estipulación, que-. 


dan sujetas a las normas preexistentes. La fija- 
ción del término sirve para dar estabilidad a 
las funciones de trabajo fijado en el c. c., y éste 
puede ser renovado a su término si las relacio- 
nes que regula no han sido cambiadas sustan- 
cialmente. En caso contrario, puede ser denun- 
ciado dentro del término establecido, y por lo 
menos tres meses antes de que caduque, con el 
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fin de que las Asociaciones puedan estipular un 
nuevo contrato y no dejar a la categoria sin un 
adecuado Reglamento colectivo. A este fin, se 
declara también que la disciplina contractual no 
cesa con la denuncia, sino que mantiene su valor 
jurídico hasta que no sea válidamente sustituída 
con un nuevo contrato o con sentencia de la 
Magistratura del Trabajo (art. 53 del Reg,, ar- 
tículos 2 y 3 de la Ley de 25 de enero de 1934). 
A falta de denuncia dentro de los términos esta- 
blecido, el contrato se entiende tácitamente re- 
novado. La resolución del contrato antes de su 
caducidad puede ocurrir de las siguientes ma- 
neras: 

Convención entre las partes para reducir la 
duración; 

Estipulación de un contrato por una categoria 
prevalente y comprensiva. 

Promulgación de una norma corporativa en 
la materia objeto del contrato o promulgación 
de las normas de coordinación según el artícu- 
lo 12 de la Ley del 20 de marzo de 1930. 

Por último, la resolución puede ser provocada 
judicialmente ante la Magistratura del Trabajo 
cuando hayan intervenido “notables cambios en 
el estado de hecho existente en el momento de 
la estipulación” (art. 71, apartado 2.º del Reg.). 
El contenido de estos cambios va unido a las 
condiciones de la producción o del trabajo, enla - 
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situación monetaria o en el tono de vida de los 
patronos. Las nuevas condiciones serán deter- 
minadas mediante una sentencia dispositiva de 
la Magistratura del trabajo, sobre la que vol- 
veremos a continuación. 

Sobre la estipulación del c. c. existe un control 
del Estado que lo ejercita por medio de deter- 
minados organismos. Este control se justifica 
porque el Estado, tutor de los intereses nacio- 
nales de la producción e interesado en todas las 
manifestaciones de la actividad productiva, y, 
por tanto, también en lo que se refiere a las 
relaciones de trabajo. Los órganos estatales lla- 
mados a ejercer el control son el Ministerio de 
las Corporaciones o las Prefecturas, según el 
terreno de aplicación del contrato, y la Inspec- 
ción Corporativa competente para al territorio 
(para la observancia de las leyes promulgadas 
para tutelar el trabajo). Las formas que el con- 
trol asume son la aceptación del depósito y la 
autorización a la publicación (art. 10 de la Ley, 
art. 51 del Reg. y R. D. del 6 de mayo de 1928 
sobre el depósito y las publicaciones de los c. c.). 
Este último decreto compendia toda la institu- 
ción del control estatal en las tres fases en las 
cuales podemos considerarlo dividido: depósito, 
control propio y verdadero, y publicación. 

El depósito (en las Prefecturas para los con- 
tratos que han de aplicarse en la provincia y 
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en el Ministerio de las Corporaciones para los 
interprovinciales y nacionales) debe tener lugar 
en los treinta días siguientes a la estipulación, 
salvo que los estipulantes fijen un término ma- 
yor (nunca superior a sesenta días). Tales tér- 
minos pueden ser prolongados por un máximo 
de treinta días por la autoridad que recibe el 
depósito. La obligación del depósito compete a 
ambas asociaciones, salvo que se estatuya lo 
contrario por las mismas y dé a la parte dili- 
gente el derecho de resarcirse de los gastos. En 
cuanto al control verdadero, está establecido (ar- 
tículo 10 de la Ley) que será recusada la publi- 
cación de los c. c., “nulos por razones de sus- 
tancia o de forma”. Se'comprende que con esta 
expresión el legislador ha querido indicar un 
control de legitimidad (es decir, relativo a la 
simple correspondencia del contrato con las nor- 
mas de la ley, por lo que respecta a la existencia 
de los requisitos esenciales) ; más que un control 
«e mérito (relativo al contenido del contrato mis- 
mo). El control de mérito chocaría, efectivamen- 
te, por un lado, contra la disposición que admite 
— contra la denegación de publicación-—el recur- 
so ante la Magistratura del trabajo (porque con 
éste, el juez del trabajo sería llamado a exami- 
nar una disposición promulgada por la autoridad 
administrativa en el ejercicio de sus poderes 
discrecionales), mientras por el otro chocaría 
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contra el principio de autonomia sindical, que 
es básico para la ordenación, derivando a las 
asociaciones de su calidad de personas jurídicas 
públicas. Por eso, la publicación del contrato, 
que es la consecuencia de un éxito favorable del 
control, se puede considerar como un simple ac- 
to administrativo de afirmación, que comprueba 
que el contrato está de acuerdo con los requisi- 
tos legales; y los contratos a los que falte estos 
requisitos no serán nulos, sino simplemente in- 
eficaces, y no producirán efectos jurídicos hasta 
que la publicación no haya tenido lugar. Pero 
cuando ésta tenga lugar, el contrato tendrá efi- 
cacia a partir de la fecha predipuesta, aunque 
sea anterior a la de la publicación. 

La publicación se verificará in extenso en la 
sección de anuncios oficiales de la provincia, O 
en el Boletin Oficial del Ministerio de las Cor- 
poraciones y, en extracto, en 1a Gaceta Oficial. 
Antes de la Ley del 5 de febrero de 1934, las 
asociaciones de grado superior ejercían, con 
arreglo a sus estatutos y à los de las asociacio- 
nes de primer grado, un amplio control preven- 
tivo y sucesivo en los c. €., estipulados por estas 
últimas. Pero la disposición del artículo 7, que 
dice: “Las asociaciones enlazadas por una cor- 
poración se transforman en autónomas en el 
campo sindical”; ha hecho necesaria la ya indi- 
cada modificación de los estatutos confederales. 
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Con arreglo a los nuevos estatutos (aprobados 
por RR. DD. del 16 de agosto de 1934), la inter- 
vención confederal en materia de c. c. queda 
limitada a los siguientes puntos: comunicación 
preventiva de la estipulación contractual por 
parte de la asociación adherida; intervención 
confederal en las discusiones; depósito de los 
contratos estipulados. 

El c. c. es, para los miembros de las respec- 
tivas categorias, fuente indirecta de obligacio- 
nes. En efecto, las obligaciones de los individuos 
se concretan sólo en el momento de la estipu- 
lación de los contratos individuales en la forma 
que ya hemos dicho. Para las asociaciones esti- 
pulantes, el c. c. es, en cambio, fuente directa 
de obligaciones por cuanto el hecho de la esti- 
pulación les supone una recíproca responsabili- 
dad en cuanto a la constante y completa. reali- 
zación del contrato. Las asociaciones responden, 
por tanto, del incumplimiento cuando hayan omi- 
tido hacer lo que está en su poder, para. obtener 
su observancia “por parte de los componentes 
de las categorias profesionales”. La obligación 
es accesoria respecto a la finalidad del c. e, que 
es la de dictar normas para los terceros que 
componen la categoria, y no la. de crear obliga- 
ciones entre los estipulantes; no obstante, esto 
constituye un elemeno esencial del c. c., que no 
es eliminable por disposiciones en contrario de 
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las partes, está garantizado por el fondo que 
las asociaciones tienen obligación de constituir 
mediante reserva de una cuota (1 %) de con- 
tribuciones sindicales (art. 5 de la Ley, modi- 
ficado por la Ley del 1 de mayo de 1930). 

En lo que concierne a los socios, las asocia- 
ciones pueden cumplir su obligación haciendo 
uso de las sanciones disciplinarias. Para los no 
socios falta, en cambio, un medio directo de 
acción; quedan, sin embargo, medios indirectos, 
como las multiformes iniciativas de propaganda 
y de persuasión, de las que disponen las asocia- 
ciones en virtud de la posición que ocupan en 
la ordenación estatal. É 

Además de la indicada obligación legal, las 
asociaciones puede asumir reciprocamente obli- 
gaciones contractuales de diversa naturaleza, y 
especialmente una obligación fiadora, con la 
cual la asociación garantizaría la ejecución del 
contrato por parte de quienes componen la cate- 
goría (art. 55, apartado 3). En este caso las 
asociaciones responderían de las obligaciones 
asumidas contractualmente, además de la legal. 
En la práctica, sin embargo, esta intensificación 
de responsabilidad no ha sido solicitada hasta 
la fecha. 

Los medios aludidos que la Ley prevé con el 
fin de garantizar las obligaciones que se derivan 
del c. e. concretan una triple tutela del mismo: 
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tutela de derecho privado, de derecho penal y de 
derecho corporativo. La tutela de derecho penal 
se realiza mediante sanciones punitivas contra 
los respectivos culpables de inobservancia del 
ce. e, de sentencia colectiva y de ordenanza cor- 
porativa; la tutela de derecho privado (derecho 
de trabajo) considera las relaciones obligatorias 
de los individuos entre sí, esto es, las contro- 
versias individuales reguladas por R. D. 21 de 
mayo de 1934; mientras la tutela de derecho 
corporativo se realiza al través de las indicadas 
responsabilidades de las asociaciones profesio- 
nales entre ellas y de los particulares respecto 
a las asociaciones, 

Tiene un carácter particular la responsabili- 
dad de los respectivos incumplimientos respecto 
a las asociaciones estipulantes. En este caso, el 
dafio de las asociaciones resulta, en efecto, la 
lesión del interés de categoría, del cual aquélias 
son titulares y no tiene un carácter económico- 
patrimonial capaz de hacerlo fácilmente resar- 
cible: tiene, en cambio, más bien un carácter 
económico-social. Se puede, por tanto, a este 
respecto considerar válida—más que la tutela 
resarcitiva—la tutela reparativa o compensati- 
va, esto es, aquello que procura al perjudicado 
una satisfacción de naturaleza diversa, con tal 
que sea capaz de restablecer el equilibrio tur- 
bado. Aún en el caso de la responsabilidad entre 
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asociaciones, el objeto no es simplemente un dafio 
resarcible, pero sí compensable, toda vez que 
no es patrimonial. Sin embargo, como hemos 
indicado, está vinculado por la precisa eventua- 
lidad de un resarcimiento el fondo de garantia, 
y en caso de disolución de la asociación o de 
revocación de su reconocimiento, también el pa- 
trimonio de la misma queda vinculado para todo 
el afio sucesivo a la duración del contrato. 

El examen del movimiento contractual, desde 
las primeras y difíciles estipulaciones Nevadas 
a cabo bajo la égida de los Comités Intersindi- 
cales, esto es, necesitando la. intervención con- 
ciliadora 'del elemento político y el apoyo inin- 
terrumpido de las asociaciones de grado superior 
hasta los últimos contratos, bastante más ra- 
cionalmente discutidos y concluídos, nos mues- 
tra el fervor de una lucha contractual que parte 
de los conocidos intereses opuestos y que van 
hacia un régimen de paz social, que raramente 
ha tenido necesidad de llegar al paro y a la 
huelga. 

Sin embargo, frente a los dos fenómenos de 
Jos intereses opuestos que hay que aunar, y de 
ta difusión de los contratos colectivos, se ha 
presentado un temor: que en vez de disciplinar 
ta natural uniformidad de las relaciones de tra- 
bajo, se Ilegase a crear una uniformidad artif- 
cial allí donde hubiera debido desarrollarse libre- 
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mente el juego de las diversas 8. *“uaciones eco- 
nómicas. El temor no resultaba 'njustificado, 
especialmente en la primera fase- 1ecesaria a 
los fines organizadores y didácticos, , “To menos 
útil a los fines económicos—, en la que ta esti- 
pulación del c. e. ha sido ampliamente pedida 
a las asociaciones de grado superior. La tenden- 
cia ha sido después corregida con la vuelta (que 
ya hemos comentado) a Jas asociaciones unita- 
rias como órganos específicos para la estipula- 
eión de los c, e. (art. 7, Ley del 5 de febrero 1934 
y nuevos Estatutos Confederales). Otra tenden- 
cia elaborada gradualmente por la vida cotidia- 
na y claramente perceptible en la fase más re- 
ciente de la ordenación, hace referencia a la 
costumbre de regular mediante los e. c., no ya 
solamente las relaciones de trabajo, sino tam- 
bién las instituciones de naturaleza preventiva 
y las relaciones que tienen un verdadero y pro- 
plo alcance económico; lo cual afecta automá- 
tica y fatalmente al acuerdo económico y a la 
norma corporativa. 

Aunque el legislador haya demostrado clara- 
mente la intención de atribuir normalmente a 
tas asociaciones profesionales el poder de regu- 
tar las relaciones de trabajo y solo excepcional- 
mente haya reconocido tal poder a otras enti- 
dades y organismos, el c. c. puede encontrarse 
junto a: 
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1.º La Ley: como ocurre en materia de em- 
pleo privado donde el Real Decreto Ley 13 de 
noviembre de 1924 define las condiciones míni- 
mas de tratamiento para el “personal dependien- 
te, así se considera que un c. c. puede derogarse 
sólo en base a condiciones más favorables para 
los obreros; 

2º Las costumbres, en vista de las cuales 
es aún debatida la cuestión de la derogabilidad; 

3.º La Carta del Trabajo, que se considera 
un conjunto de principios generales para tener- 
los presentes donde falte la tutela del c. c., esto 
es, para las categorias no sindicadas o para las 
no sindicales (también el e. c. debe, por su parte, 
tener en cuenta las directrices contenidas en la 
Carta, según se indica de un modo explícito en 
el art. 8 Real Decreto 6 mayo 1928). 

Existen, por último, las Ilamadas normas equi- 
paradas-—sentencia de la Magistratura del Tra- 
bajo, ordenanza corporativa y laudos arbitra- 
les—que representan precisamente los casos en 
que la reglamentación de los contratos de tra- 
bajo se confia a entidades distintas de las aso- 
ciaciones profesionales, en tanto que a su resul- 
tado se le reconoce la misma eficacia que al c. e, 

La sentencia de la Magistratura del Trabajo 
interviene a instancia de una o de ambas asocia- 
ciones cuando éstas no hayan Ilegado a un acuer- 
do o la tentativa de conciliación hecha por la 
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corporación haya sido nula: la falta de acuerdo 
puede referirse a la falta de c. c., a haber cadu- 
cado el mismo o renovar la caducidad por un 
notable cambio en las condiciones de hecho (con- 
diciones del mercado, costo de la vida, rendi- 
miento del trabajo) existentes en el momento 
de la estipulación. Las facultades concedidas al 
juez en este campo representan una innovación 
en la regla general por la cual el juez crea la 
norma para un caso concreto: la norma del 
c. c. tiene, en efecto, carácter abstracto, siendo 
para todos los contratos de trabajo que se esti- 
pulen en el âmbito de la categoria. Una innova- 
ción, sin embargo, que encuentra su explícito 
reconocimiento en la Ley, la cual tiene el poder 
de autorizar al magistrado a crear aquella situa- 
ción que debiera haber sido creada por el acuer- 
do intersindical. 

La ordenanza corporativa en materia de rela- 
ciones de trabajo está prevista por el art. 10 de 
la Ley y 44 del Reg., por las cuales las corpo- 
raciones pueden promulgar “normas generales 
acerca de las condiciones de trabajo en las em- 
presas a que se refieren”, cuando cada una de las 
asociaciones enlazadas les haya concedido fa- 
cultad. 

El laudo arbitral, esto es, la formación del 





- reglamento por parte de los árbitros designados 


por las partes en contienda, aun estando previs- 
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to por el art. 51 del Reg., está prácticamente 
en desuso; pues pertenece a aquel sistema de la 
jurisdicción libre, que la institución de la Ma- 
gistratura del Trabajo trata precisamente de 
eliminar. 

En cuanto al contenido de la sentencia y de 
la ordenanza corporativa, está establecido que 
deben inspirarse en la equidad, atemperando los 
intereses de los patronos con los de los trabaja- 
dores, y los unos y los otros con los intereses 
superiores de la producción (art. 56 del Regla- 
mento). Tanto la una como la otra tienen el 
valor y producen el efecto del e. c., y deben, por 
tanto, sujetarse a las mismas formalidades de 
depósito y publicación. 





LA NORMA CORPORATIVA 


La Ley del 20 de marzo de 1930, con la dispo- 
sición del art. 12, reconoce al C. N. C. la posibi- 
lidad de formar normas “para la reglamentación 
de las relaciones económicas colectivas entre las 
diversas categorias de la producción representa- 
das por las asociaciones sindicales legalmente 
reconocidas”, como consecuencia de haberles 
sido conferido este derecho “a las asociaciones 
sindicales interesadas de conformidad y con el 
asentimiento del Jefe del Gobierno”. El conte- 
nido de esta disposición es innovador en cuanto 
deroga expresamente lo dispuesto en el art. 22, 
apartado 1.º del Reg. (“en ningún caso, fuera 
de las relaciones de trabajo, las asociaciones pue- 
den dietar normas para los no socios”), el cual 
ha caracterizado la primera fase de la ordena- 
ción. Considerado en su esencia, esto representa, 
sin embargo, el desarrollo lógico del principio, 
de colaboración entre las categorias, que es el 
principio básico de la ordenación. Las normas 
emanadas del C. N. C. en el campo de las rela- 
ciones económicas, así como las normas de coor- 


172 GIUSEPPE BOTTAI 





dinación indicadas en el art. 12 y como los acuer- 
dos económicos que las asociaciones tienen fa- 
cultad de estipular directamente-—salvo la sub- 
siguiente aprobación del C. N, C—, se hacen 
obligatorias (de la misma manera que los c. e. y 
que las normas equiparadas) cuando sean pu- 
blicadas en la Gaceta Oficial y el Boletin Oficial 
del Ministerio de las Corporaciones. 

También en este campo, el ejercicio del poder 
normativo no tiene, pues, carácter autónomo, 
ya que (además de la facultad concedida a las 
asociaciones de disciplinarse directamente), está 
subordinado a las condiciones: 1.º, ser conferido 
por las asociaciones interesadas; y 2.º, conforme 
y con el consentimiento del Jefe del Gobierno. 

El requisito del conferimiento de conformidad 
por parte de las asociaciones limitaba el alcance 
de la facultad concedida al Consejo con ventaja 
de aquella iniciativa privada que la C. d. L. re- 
conoce, evitando así que se quite a los varios 
ramos de la producción, por una intervención 
arbitraria de organismos del Estado, la libertad 
de determinarse en campo tan delicado como, el 
económico. Sin embargo, la Ley de 5 de febrero 
de 1934 ha aportado una modificaciôn en sentido 
opuesto, admitiendo que el ejercicio del poder 
normativo pueda ser conferido a la corporación 
por una sola asociación. 

La condición del asentimiento del Jefe del Go- 
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bierno sirve para garantizar la adaptación de 
la norma a los intereses generales concretados 
integralmente en el ya citado organismo cons- 
titucional. El Jefe del Gobierno posee, sin em- 
bargo, a este respecto, además del medio pre- 
ventivo del consentimiento, un medio apto para 
impedir la eficacia de las normas regularmente 
emanadas cuando éstas no resulten en conso- 
nancia con los intereses generales: se trata de 
una disposición no impugnable, mediante la cual 
se prohibe la publicación de la norma, esto es, 
se prohibe el acto administrativo en virtud del 
cual éstas adquirirían carácter obligatorio. 

El campo de actividad del poder normativo 
se refiere a las ya aludidas relaciones económi- 
cas. Las empresas individuales estân implica- 
das en la reglamentación de tales relaciones en- 
tre las categorías económicas sólo directamente, 
en cuanto que deben tenerlas en cuenta en la 
explicación de su actividad, del mismo modo y 
con las mismas sanciones fijadas para los c. c.: 
obligatoriedad también para los no inscritos en 
las asociaciones correspondientes y responsabi- 
lidad civil en caso de violación de la norma. 

Con referencia al âmbito reservado al poder 
normativo, el art. 32 del R. D. 12 mayo 1930 
establece que: “el C. N. C. forma normas sólo 
sobre materias que no estén ya reguladas por 
leyes o por reglamentos”; por tal disposición, 
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la norma corporativa resulta, pues, subordinada 
a las disposiciones emanadas del Poder legisla- 
tivo, También a este respecto, hay declaraciones 
hechas por el Ministro de las Corporaciones al 
Senado: éstas contirman que, tanto la superio- 
ridad de la norma legislativa respecto a todas 
las demás normas jurídicas, como la ilimitada 
competencia parlamentaria ratione materiae, no 
son para ser puestas a discusión. Estas decla- 
raciones aclaran también indirectamente la na- 
turaleza de las relaciones entre el C. N. C. y el 
Parlamento. 

Muy discutida es la naturaleza jurídica de 
la norma corporativa. Recordemos que se trata 
de normas de derecho nuevas—por tanto, de le- 
ves, en sentido material —promulgadas mediante 
acto administrativo en virtud de un poder que 
atafie directamente al órgano que las promulga, 
el G. N. C. aunque el impulso a su ejercicio 
tenga que venir de fuera. 

En cuanto a la facultad que se concede a las 
asociaciones de dictar: 

a). Normas que tengan por objeto la deter- 
minación de las tarifas para las prestaciones 
profesionales de los propios representantes; 

b) Reglamentos profesionales obligatorios 
para todos los pertenecientes a la categoria (ar- 
tículo 11 de la Ley de 20 de marzo de 1930). 
Precisa notar que tal facultad está vinculada 
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no sólo a la posterior aprobación (la Ley de ra- 
tificación) del Ministro de las Corporaciones y 
a las formalidades de la publicación, sino tam- 
bién a las autorizaciones exigidas por los esta- 
tutos y a la demanda de poder tomar disposi- 
ciones sobre una determinada materia hecha al 
C.N. G 

Notemos, en fin, que las disposiciones ante- 
dichas resultan de disposiciones legislativas an- 
teriores a la Ley del 5 de febrero de 1934, son 
consideradas a la luz del art. 14 de esta última: 
“Son derogadas todas las disposiciones -contra- 
rias a la presente Ley e incompatibles con ésta. 
El Gobierno del Rey tiene la facultad de dictar 
normas para coordinar la presente Ley con la 
Ley del 3 de abril de 1926 sobre relaciones co- 
lectivas de trabajo; 20 de marzo de 1930 (sobre 
el CG. N. C.); 16 de junio de 1932 (sobre los con- 
sorcios obligatorios para una misma actividad 
económica); 12 de enero de 1933 (sobre autori- 
zación para nuevas implantaciones industriales) 
y con las demás Leyes del Estado.” 


Otras funciones normativas han sido previs- 
tas con la promulgación de la Ley sobre Corpo- 
raciones. El art. 8 de la Ley del 5 de febrero 
de 1934 determina, en efecto, el poder normativo 
de la corporación, sin referirse al concedido al 
GC. N.C. por el citado art. 12: “La Corporación 
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elabora las normas para la regulación colectiva 
de las relaciones económicas y para la disciplina 
unitaria de la producción.” El art. 10 de la mis- 
ma Ley reconoce además a la corporación la 
“facultad de establecer tarifas para las presta- 
ciones y los servicios económicos y las que se 
refieren a los precios de los bienes de consumo 
ofrecidos al público en condiciones de privile- 
gio”. De esta manera, el Estado se abre la posi- 
bilidad de intervenir por medio de sus órganos 
en el juego de la oferta y 1a demanda para tute- 
lar aquella categoria indefinida que está repre- 
sentada por los consumidores y completar así 
su poder de intervención en unión a aquel que 
se encierra en las formas ya mencionadas del 
control y de la disciplina. Finalmente, nada se 
ha dicho que quite vigor al art, 44 del Reg. que 
reservaba a la corporación el poder de dictar 
“normas generales obligatorias” para regular 
el aprendizaje. 

A este vasto, ya que no exclusivo, radio de 
acción del poder normativo de las corporaciones, 
se afiade todavia la atribución que le confiere el 
art. 9 de la Ley de 5 de febrero de 1934, por la 
cual los acuerdos económicos estipulados direc- 
tamente por las asociaciones tienen que ser so- 
metidos al parecer de la corporación antes de 
pasar a la aprobación del Ministro de las Cor- 
poraciones. Lo cual no tendría que destruir, sino 
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simplemente integrar, conformândola a los nue- 
vos desarrollos, la posibilidad de la reglamen- 
tación directa. Para la corporación, el ejercicio 
del poder normativo no tiene necesidad del im- 
pulso del Jefe del Gobierno, bastando la deman- 
da de una de las asociaciones enlazadas o la 
propuesta de los Ministros competentes. 

Normas, acuerdos y tarifas están sujetos a la 
aprobación de la Asamblea General del GC. N.C.y 
adquieren carácter obligatorio cuando son pu- 
blicados con Decreto del Jefe del Gobierno: esto 
constituye un acto insindicable, que contiene un 
examen de mérito de las normas y que habrá 
de ser inserto en la colección oficial de las Leyes 
y Decretos (art. 2.º). 

El hecho de la obligatoriedad que las normas 
adquieren con el cumplimiento de las formali- 
dades prescritas, implica, en caso de inobservan- 
cia, responsabilidades análogas a las dispuestas 
para ele. c.: responsabilidad de los miembros 
respectivos de las categorias enlazadas por cor 
poración, responsabilidad de las asociaciones 
enlazadas si han omitido el hacer cuanto está 
en su poder para lograr su observancia. 

El examen de las más recientes disposiciones 

ente de la materia relativa al poder 
normativo de los órganos corporativos, nos 
muestra cómo la Ley de 5 de febrero de 1934 
(que viene a completar un orden, el cual, aun 


1 
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desarrollândose en sentido rectilíneo, habia que- 
rido proceder sin sacudidas arbitrarias) había 
encontrado un campo para adecuarlo—en las 1í- 
neas particulares—a las exigencias definitivas 
de la ordenación. Por lo que la ordenación se 
refere a las relaciones entre corporaciones y 
organizaciones sindicales, las Confederaciones se 
han respondido en seguida, efectuando la refor- 
ma de sus estatutos y definiendo más a fondo 
sus tareas. 

En cambio quedan por coordinar con las cor- 
poraciones otros diversos institutos creados du- 
rante las etapas de la ordenación, para repasar 
un sistema económico que mostraba deficiencias. 
Quedan además por definir las relaciones de las 
corporaciones con los órganos corporativos pro- 
piamente dichos y especialmente la articulación 
a dar al Consejo, ya que (como estaba previsto 
para las secciones) éstas representan su natural 
articulación, mientras que por otra parte el tra- 
bajo realizado por el Consejo y la eficiencia de- 
mostrada indican que las corporaciones pueden 
útilmente colocarlo en cabeza como una corpo- 
ración integral. Las determinaciones y la coor- 
dinación asignadas son necesarias a fin de que 
aquella economía de los grupos asociados que 
se llama economía corporativa pueda funcionar 
de lleno; para que la unidad social, política y 
económica y la reglamentación de las fuerzas 
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económicas se realicen en virtud de una ordena- 
ción que realmente reduzca al mínimo posible 
el carácter particularista de todas las expresio- 
nes de la actividad nacional, huyendo de la ce- 
rrada particularidad de los grupos, la cual puede 
ser aún más peligrosa cuando los grupos estén 
organizados corporativamente y reforzados por 
este trâmite, 


dem RR JH) id 


CONCLUSIÓN 


En las páginas que preceden hemos procurado 
exponer objetivamente las instituciones en las 
que se concreta la ordenación económica fascista 
y aclarar la posición que ocupa en ella el indi- 
viduo, id 

Al terminar el tratado, se puede observar, sin 
embargo, cómo resulta un poco rápido especial- 
mente para la parte corporativa. Respondemos 
que, hoy, un tratado amplio de la materia es- 
trictamente corporativa no podría basarse en el 
examen objetivo de las instituciones—creadas 
recientemente y más bien sintéticas—, sino sólo 
en un examen crítico de éstas, que tenga en 
cuenta las anticipaciones de la doctrina y de las 
posibilidades evolutivas que ofrece la práctica. 
Sólo que las primeras exceden del carácter del 
presente volumen, mientras que las segundas 
(que han elaborado suficientemente la construe- 
ción sindical, imponiéndole la evolución ya indi- 
cada por nosotros) se encuentran, desde hace 
poco, frente a la construcción corporativa. para 
permitir juícios atendibles: tanto más cuanto 
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que para la parte referente al individuo, hemos 
de constatar cómo la conciencia corporativa está 
todavia en sus comienzos. Esta constatación no 
debe, sin embargo, desesperar de obtener resul- 
tados futuros, porque sabemos que las modifi- 
caciones psicológicas se operan lentamente, tan 
lentamente que ni siquiera la conciencia sindical 
puede vanagloriarse de haber penetrado todos 
los sectores productivos: ;y está en elaboración 
desde hace más de medio siglo! 

Notemos, además, que entre la primera fase 
de la vida corporativa, esto es, la creación de 
las instituciones, y las demás fases se encuentra 
el hecho de las sanciones, hecho nuevo e ines- 
perado y a propósito para improntarse profun- 
damente en la conciencia económica nacional. 
Ante este hecho, bastará repetir (a título de acla- 
ración para las eventuales modificaciones psico- 
lógicas e institucionales) que el sistema esque- 
matizado por la legislación corporativa, por mu- 
cho que haya sido estudiado con cuidado, debe 
considerarse susceptible de adaptaciones, tenien- 
do en cuenta que el supuesto típico y fundamen- 
tal de toda la organización fascista es la firme 
voluntad de amoldarse a las realidades de la 
vida 
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